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Como consta a América toda, el Gobierno del Ecuador, fiel a los 
deberes de solidaridad continental y consciente de su dignidad, se ha 
abstenido de dar rienda suelta a la natural indignación que suscita la 
agresión de que fue víctima el País en los días 5 a 7 de julio último 
y, sobre todo, a partir del 23 del mismo mes, en que, sin declaración 
de guerra, las fuerzas peruanas acometieron a nuestras escasas guarnicio­
nes fronterizas e invadieron luego el territorio ecuatoriano.

Puesto el problema, desde el mes de mayo, en manos de tre3 sabios 
Gobiernos amigos, esta República no ha querido hacer cosa alguna que lo 
agravase, ni que dificultara más aún la noble tarea que aquellos habían 
asumido en beneficio de las Partes y del Continente.

Mas, por desgracia, el Gobierno del Perú ha continuado retenien­
do los territorios injustamente ocupados; y, para cohonestar este hecho, 
ha afirmado que lo hacía, no porque se reputase dueño de él, ni porque 
quisiera conservarlo definitivamente, sino a “ título de seguridad” , es 
decir como medio de conseguir que el Ecuador renunciase a sus dere­
chos, o como medida de precaución “ para prevenir los ataques ecuato­
rianos” .

En cuanto a la ocupación de nuestras posiciones orientales, comen­
zada precisamente después del convenio de suspensión de hostilidades 
obtenido por los Mediadores el 31 de julio, el Perú, por medio de uno 
de sus voceros oficiales, declaró en suma y síntesis que la había reali­
zado pora concluir su plan preconcebido, o sen “ llegar a las nacientes 
de los ríos amazónicos, allá donde la Cédula Real de 1802, reafirmando 
la obra de la nnturaleza, puso nuestra línea fronteriza” .

Y  el propósito definido de aquellos hechos con que se rompía la 
economía jurídica del Continente, fue el que expresó el propio Presi­
dente de la Corte Suprema de Justicia del Perú al congratular al Jefe del 
Poder Ejecutivo por la victoria: eludir la obra de la Mediación. “ Cuán 
distintos, dijo, se hubieran tomado los sucesos si vuestro Gobierno, no 
contemplando la gravedad de la situación producida por la ofrecida 
intervención de las tres grandes Repúblicas hermanas, hubiera entre­
gado en sus manos lo que sólo podía estar en las nuestras, hubiera 
aceptado el arbitraje de lo que no se puede arbitrar, y hubiera dejado 
dividir lo  que es indivisible, porque forma un todo y constituye la per­
sonalidad viviente del Estado” .

A MODO DE INTRODUCCION
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Este insólito aserto coincidía, en sustancia, con lo  que ya había ex­
presado el Perú en la Exposición de su Cancillería fechada en junio de 
1.941: “ El Perú ha dado pruebas inequívocas de su adhesión a las 
soluciones jurídicas de conciliación. Pero no puede llevar aquella hasta 
el punto de convenir en la aplicación de éstas a materias que, por su 
naturaleza, están fuera de la esfera internacional y atañen exclusivamen­
te al dominio del Estado” .

“ La Mediación y la Conciliación sólo pueden tener com o materia 
diferendos de carácter internacionalj y no tiene ese carácter la cuestión 
que suscita la pretensión ecuatoriana que atañe a la constitución inter­
na del Perú, pues se refiere a provincias que firmaron efl pacto social y 
que están y han estado siempre representadas en el Congreso Peruano” .

Debe observarse, en primer lugar, que el Perú parece olvidar su 
propia historia al aseverar que se constituyó inicialmente con las provin­
cias actualmente disputadas; y que, por lo tanto, el pleito hiere su so­
beranía original. En efecto, en la Constituyente de 1823 no intervino 
ningún diputado por Jaén, Mainas y  Tumbes. Por otra parte, el G o­
bierno de esa Nación había reconocido el 5 de julio de 1822 el per­
fecto derecho de Colombia a la población de Quijos y a las de Mainas 
que se hallan al otro lado del río 'Marañón; y  si retuvo alguna parte de 
Jaén y Mainas, fué contra la protesta de Colombia, protesta que invali­
daba definitivamente aquella ocupación.

En cuanto a Tumbes, el 9 de setiembre de 1828, o sea durante ia 
guerra graneolombiano— peruana, el Perú bloqueó todos los puertos co­
lombianos comprendidos entre los paralelos de 3 grados 6 minutos sur 
y  9 norte, mencionando expresamente a "Tumbes inclusive hasta Pana­
má” . Por consiguiente, con posterioridad a la Constitución de la naciona­
lidad peruana, proclamó paladinamente el derecho de Colombia.

Ha olvidado también el Perú que sus más eminentes intemacionalistas 
habían proclamado en las asambleas del Continente, la adhesión «res­
tricta de su patria al principio del arbitraje ilimitado, convirtiéndolo en 
tesis nacional. ¿Cómo se entiende, pues, que plantee ahora lo  contrario, 
y sostenga que el problema no es justiciable y  que, por ende, no puede 
someterse a ninguna institución internacional, com o lo han sido todos 
los problemas similares y el mismo nuestro en 1887, 1910 y 1924?

Ante tan insólita pretensión de sustraer al imperio del derecho inter­
nacional lo que por su indiscutible esencia no puede ser materia de la 
competencia de un solo Estado, porque en todo pleito limítrofe se tra 
ta de fijar la extensión y el límite de dos soberanías, el Ecuador no ha 
querido que hablase ja voz de la pasión, sino la de la ciencia ameri­
cana, representada por notables jurisconsultos y letrados.

Por eso ha acudido al parecer desapasionado y justiciero de varones 
insignes, a quienes América ha aclamado en las Conferencias interna­
cionales y en la tribuna parlamentaria; a juristas eminentes que, duran­
te muchos lustros, han aconsejado a sus Cancillerías; a antiguos Jefes de 
Estado o directores de la política externa en sus respectivos países; a 
especialistas, en fin, del derecho de gentes, que han contribuido a la 
formación del Código internacional del Continente. En ellos no habla 
el sentimiento, ni la parcialidad: su lenguaje es el del derecho, el de la 
razón, el del saber.
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Para que esas opiniones constituyeran expresión autorizada y de­
finitiva de la verdad, la Cancillería ecuatoriana se ha limitado a pre­
sentar a sus autores el correspondiente cuestionario objetivo.

Dos son los puntos a que, en suma, se reduce la materia propia de 
la consulta a tnn esclarecidos representantes de la sabiduría jurídica 
americana: el carácter de la disputa y el de la validez de la retención 
de los territorios ecuatorianos por el Perú.

Como acabamos de decir, esa Nación pretende ahora que el proble­
ma es de índole meramente interna o  de exclusiva competencia del 
Estado peruano, y que no tiene, consiguientemente, carácter interna­
cional.

Mas, hasta hace poco sostenía expresamente lo contrario, o sea que 
el problema, por su propia naturaleza, exigía el arbitraje, es decir un 
recurro de inconfundible carácter internacional. “ En la naturaleza de 
las cosas, decía el negociador peruano del tratado de 18S7, estaba, 
pues, llegar al arbitraje, como MEDIO UNICO DE ARRIBAR A  UN 
TERMINO PACIFICO” . Un asunto que, por su propia esenc:a, exige 
para su solución un medio eminentemente internacional como el arbi­
traje, ¿puede, por el mero transcurso del tiempo, es decir por un he­
cho que en vez de destruir el problema lo agrava, perder su sello in­
ternacional ?

El Perú ha reconocido reiteradamente que lo disputado es “ el de­
recho de propiedad sobre ciertos territorios” , como dijo la Comisión 
Espec’ol de Límites del Perú en su informe de 15 de febrero de 1889; 
el objeto del pleito es decidir a “ cuál de las dos soberanías corresponden 
los territorios reclamados excluycnte mente*’ por uno y otro país, se­
gún confesó el Ministro del Perú el 12 de noviembre de 1904, en nota 
al Ministro de Estado de España.

Mas, aun aceptando lo inverosímil, o sea que la divergencia atañe 
sólo al apeo y deslinde de las dos naciones, poseería carácter interna­
cional; porque ninguno de los Estados tendría derecho a definir por sí 
solo hasta donde se extiende su jurisdicción y soberanía; y, por tanto, 
debiera entenderse para fijarla con el vecino o acudir a la judicatura in­
ternacional.

A  priori debe decirse que, en esta materia, no cabe cuestión do­
méstica o de exclusiva competencia de un Estado. Todo pleito de do­
minio o de mera lindcración de territorios entre Potencias soberanas 
es litigio internacional, como es interi ndivxlual el relativo al deslinde de 
propiedades privadas, sin que pueda consiguientemente un individuo 
proceder por su propio arbitrio a la fijac'ón del término de su heredad, 
rehusar el entendimiento con el propietario confinante o ei recurso t* 
la justicia, en su caso.

No basta que un Estado cons:dere un asunto como cuestión inter­
na o doméstica: es preciso que el derecho internacional lo tenga como 
tal. Así aparece claramente del artículo 15, inciso 89, del Pacto de la 
Sociedad de las Naciones.
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El primer punto que debe anotarse en esta materia es, según expresa 
un eminente autor, que el criterio para discernir si una diferencia de­
terminada recae sobre una cuestión que el derecho internacional deja a 
la competencia exclusiva de un Estado o  nó, debe ser buscado en las- 
reglas generales o particulares del derecho de gentes y  también en las 
estipulaciones de los tratados” .

“ No podría ser la voluntad de una o  de la otra de las Partes la que 
decidiera si una diferencia debería ser considerada com o que recae so­
bre una cuestión reservada a la competencia exclusiva de un Estado o 
no. . . Es el Consejo de la Sociedad de las Naciones quien decidirá si 
la pretensión, declarada por una de las Partes, de que una diferencia 
atañe a una cuestión de su jurisdicción exclusiva, es bien fundada o nó, 
refiriéndose al criterio suministrado por el derecho internacional” .

Un problema de determinación de linderos o  de dominio territorial 
no es, ni puede ser jamás, problema meramente interno, porque sobre 
esta materia ha legislado el derecho internacional de todos los tiempos, 
air. dejarla a la competencia exclusiva de uno de los dos Estados. Ade­
más, en nuestro caso, ese asunto ha sido objeto de estipulaciones de los 
tratados, o sea el mismo Perú ha reconocido que no es materia de su 
privativa incumbencia, de su solo ámbito de acción. Los tratados de 
1829 y 1887, el protocolo de 1924, etc. consideran la cuestión limítro­
fe entre el Ecuador y  el Perú com o materia de derecho internacional 
y, como tai, la ponen bajo la jurisdicción internacional.

Las cuestiones territoriales no constituyen materia de la competen­
cia exclusiva de un Estado. En efecto, ellas se encaminan a fijar los lí­
mites de la soberanía territorial de dos Estados, lo cual no puede ser 
sino obra del acuerdo enhe los dos Estados o  de la justicia internacio­
nal.

Demuéstrese que el derecho internacional deja a la competencia 
exclusiva de un Estado la fijación de sus límites, y sólo entonces cabrá 
afirmar que el pleito limítrofe entre el Ecuador y el Perú es asunto de 
la competencia exclusiva del último. Mas, com o el Ecuador invocaría 
el mismo argumento, seria también cuestión de competencia suya; y si 
el mismo asunto es de competencia de dos Naciones, es asunto interna­
cional.

¿Cómo ha nacido esa pretensión del Perú de negar el carácter jus­
ticiable d2 la diferencia con el Ecuador y considerarla como asunto in­
terno, extraño a lo internacional?

Fácil es explicar el origen de la aserción peruana.
Resistiéndose, por obvias razones, a declararse juez en su propia 

causa, pretende el Perú encubrir ésta su posición real con la apariencia 
de inaceptables fórmulas, olvidando que, com o afirma Lauterpacht, la 
diferencia entre asuntos justiciables y no justiciables, legales o politi­
ces, ha venido a ser un obstáculo en el progreso de las instituciones ju­
rídicas, “ insostenible en teoría y profundamente dañosa en la práctica” .

Lo que acabamos de afirmar aparece de man'fiesio en los luminosos 
dictámenes que van a continuación. Todos ellos repudian la anomalía 
de considerar como mera cuestión de jurisdicción interna aquello que, 
por su propia esencia, por la secular historia del litigio, por su consa­
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gración en la ley internacional (los tratados entre las partes), etc,, ha 
sido y es una diferencia de naturaleza internacional.

*

La retención de los territorios ocupados por el Perú con posterioridad 
al principio de la agresión, o sea el 23 de julio, es absolutamente ilegí­
tima, según el docto parecer de los representantes del pensamiento ju­
rídico de América.

En efecto, ora se atienda únicamente a las exigencias generales del 
derecho, ora a las particulares normas del derecho americano, la ocu­
pación violenta del territorio de un Estado es un acto condenable, que 
no puede ser reconocido en manera alguna por los demás.

Desde los primeros días de la independencia, la clarividencia de 
los estadistas americanos comprendió que la consecución del triunfo y 
la seguridad del mantenimiento de la emancipación dependían de la 
unión íntima de las Repúblicas del Continente, fundada en su común 
historia, en su vecindad geográfica, en la afinidad de sus instituciones, 
en sus necesidades y aspiraciones semejantes. Por eso Bolívar formu­
ló su doctrina genial del uti possidetis- juris, llamada a prevenir díver- 
gencias limítrofes entre estos países. Y  el Congreso de Panamá selló 
aquella doctrina, consagrando la integridad territorial de las Repúbli­
cas confederadas, integridad que luego confirmaron los Congresos in­
ternacionales de Lima, etc. Todos ellos se inspiraron en un ideal idén­
tico, en una fuerza irresistible, en la intuición admirable del común 
destino de América, que exigía normas jurídicas distintas de aquellas 
que presidían el falaz y artificioso equilibrio europeo.

Ya en la primera Conferencia Internacional Americana se estable­
cieron las bases fundamentales de la paz continental al declarar:

l 9: Que las guerras de conquista entre naciones americanas serían 
actos injustificables de violencia y despojos

29: Que la inseguridad del territorio nacional conduciría fatalmen­
te al ruinoso sistema de la paz armada.

En consecuencia, se convino en eliminar del derecho público ame­
ricano el principio de conquista y en que toda cesión de territorio rea­
lizada bajo 'la amenaza de guerra o  presión de la fuerza armada sería 
nula. El Estado perjudicado tendría derecho a que se decidiera por ar­
bitramento la validez de tales cesiones.

La expresada conferencia declaró, como base de la paz americana 
y contra lo que ahora sostiene el Perú, que el arbitraje debería ser obli­
gatorio en todas los cuestiones sobre límites y  territorio y  validez y cum­
plimiento de los tratados (Artículo II del Proyecto de Arbitraje). Tan 
claro se presentaba este principio a la conciencia jurídica de América, 
que las diferencias mencionadas en dicho Art. II, quedaron fuera de la 
reserva contenida en el IV, que permitía excluir del arbitraje las cues­
tiones que, a juicio exclusivo de algunas de las naciones interesadas en 
la contienda, podían comprometer su propia independencia.

En esa misma Asamblea los Delegados del Brasil y de Argentina pre­
sentaron una declaración que honra a esas naciones eminentes, y que con-

V
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sagra principios básicos que han llegado a ser ornamento del Nuevo 
Mundo:

“ l 9. En los casos de guerra, el triunfo de las armas no confiere de­
recho sobre los territorios del vencido;

29 Las cesiones o desprendimientos de territorios no podrán efec* 
tuarse en los tratados de paz, sin la EVACUACION PREVIA DEL TE­
RRITORIO DEL VENCIDO POR LAS TROPAS DEL OTRO BELIGE­
RANTE;

39 Los actos de conquista se reputan contrarios al derecho público 
americano, sea como objetivo o  como consecuencia de la guerra” .

En la segunda Conferencia se suscribió ya el Convenio de arbitraje y  
en él se declaró con el voto del Perú, que “ no se considerarán compro­
metidos ni la independencia ni el honor nacionales en las controversias 
sobre. . . . límites . . . .  y cumplimiento de tratados”  (Art. II).

La Sexta conferencia confirmó los principios anteriormente expues­
tos al recordar que el fundamento de la convivencia americana era la 
cooperación solidaria de las naciones que integran el Continente; y  que 
nada se oponía más a esa cooperación como el uso de la violencia. En 
consecuencia, quedó nuevamente condenada toda agresión, y robusteci­
do el deber de los Estados de solucionar sus divergencias por medios 
pacíficos. La guerra de agresión fue proscrita con solemnes palabras, 
porque “ constituye un crimen internacional contra el género humano” .

La célebre declaración conjunta de los Estados Americanos, emitida 
el 3 de agosto de 1932, estableció, a la par de los documentos que aca­
bo de citar, los principios siguientes:

a) que “ el respeto al derecho es una tradición entre las naciones- 
americanas, las cuales se oponen a la fuerza y renuncian a ella tanto pa­
ra la solución de las controversias cuanto para utilizarla com o un ins­
trumento de política nacional en sus relaciones recíprocas” ;

b ) que las Repúblicas Americanas han sido los "líderes de la doc­
trina de que el arreglo de TODAS LAS DISPUTAS Y  CONFLICTOS 
DE CUALQUIER NATURALEZA U ORIGEN que se pueden suscitar 
entre ellas, sólo será procurado por medios pacíficos. La Historia de 
las naciones de América demuestra que todas sus controversias territo­
riales y de límites han sido arregladas por tales medios” ; y

c ) que “ las Naciones de América . . . .  no reconocerán arreglo te­
rritorial. . . . que no sea obtenido por medios pacíficos, ni lo validez de 
adquisiciones territoriales que sean obtenidas por ocupación o conquista 
por la fuerza de las armas” .

La Convención sobre derechos y deberes de los Estados, firmada en 
la Séptima Conferencia Internacional Americana, consecuente con la 
doctrina unánime de las anteriores asambleas, consignó este canon, pre­
ciso, que ha constituido el orgullo del Continente:

“ Los Estados contratantes consagran en definitiva com o norma de 
su conducta, la obligación precisa de no reconocer las adquisiciones te­
rritoriales o de ventajas especiales que se realicen por la fuerzo, ya seo 
que ésta consista en el uso de las armas, en representaciones diplomáti­
cas conminatorias o en cualquier otro medio de coacción efectiva. El 
territorio de los Estados es inviolable y no puede ser objeto de ocupa­
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ciones militares, ni de otras medidas de fuerza impuestas por otro Es­
tado, ni directa, ni indirectamente, NI POR MOTIVO ALGUNO, NI 
AUN DE MANERA TEMPORAL” . ^

Proscrita quedó, pues, la ocupación militar, permanente o precaria, 
de territorios de otro Estado por cualquier motivo. La retención a blu­
lo de seguridad, como ha pretendido el Perú, fué pues, rechazada de 
antemano.

Tanto confió la Séptima Conferencia en la eficacia del Código In­
ternacional que se venía elaborando en América con el propósito de 
“ desalojar para siempre el empleo de la violencia y  de la fuerza en sus 
relaciones recíprocas” , que procuró que todas las naciones americanas 
suscribiesen o ratificasen, respectivamente, “ esos grandes instrumentos 
de pacificación que coordinados y convertidos en obligaciones vigentes 
para todos los Estados del continente americano, bastarían para evitar 
el crimen de la guerra y las desastrosas consecuencias de todo orden que 
trae al presente y porvenir de las nacionalidades” .

Asimismo, la Conferencia Interamericana de Consolidación de la 
Paz, insistió, como resorte para alcanzar la fortificación de los lazos 
consustanciales de interdependencia continental, “ en la unión moral de 
las Repúblicas de América, en la defensa de sus intereses comunes sobre 
la base de la más perfecta igualdad y recíproco respeto” . Reafirmó, ade­
más los principios de Derecho Internacional Americano, y, en especial, 
los dos siguientes, que aplicados a nuestra contienda limítrofe habrían 
impedido la cruenta lucha reciente y la ocupación indebida de territo- 
ríos por ■»! Perú:

“ La proscripción de la conquista territorial, y, en consecuencia, nin­
guna adquisición hecha por la violencia será reconocida; y

“ toda diferencia o disputa entre las Naciones de América, cualquie­
ra que sea su naturaleza y origen, será resuelta por la vía de la concilia­
ción, del arbitraje amplio o  de la justicia internacional” .

■El Perú ha desconocido los cimientos del derecho americano, elu­
diendo el arbitraje amplio, reiteradamente propuesto por el Ecuador, 
y recurriendo n la violencia como medio de solución del conflicto terri­
torial.

Y  sorprende esta actitud, porque loo personeros de esa Nación en 
la Conferencia de Consolidación de la Paz expresaron su confianza de 
que en América no oe verificase retroceso alguno en la evolución jurí" 
dice. “ No sería posible, dijo uno de sus delegados, al discutir el proyec­
to de declaración sobre coordinación de los instrumentos de solución pa­
cífica de los conflictos internacionales, que, por salvar ventajas de for­
ma, perdiéramos el terreno ya ganado sobre el campo jurídico, y retro­
cediéramos a posiciones de retaguardia: a la conciliación restringida, y  
al arbitraje facultativo de los años anteriores a 1929” .

También el Tratado Antibélico de no agresión y de conciliación, que 
liga al Ecuador y al Perú, estableció en su Art. II: “ Declaran que entre 
las Altas Partes Contratantes las cuestiones territoriales no deben resol­
verse por la violencia, y que no reconocerán arreglo territorial alguno 
que no sea obtenido por medios pacíficos, ni la validez de la ocupación 
o adquisición de territorios que sea lograda por la fuerza de las armas” .

V  I I
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Empero, ninguna asamblea panamericana ha afirmado con mayor 
precisión, valentía y  eficacia, la doctrina continental sobre esta materia, 
que la Octava Conferencia Internacional Americana, reunida en Lima en 
1938, ora al proclamar en la Declaración de Principios Americanos que 
todas las diferencias de carácter internacional deben ser resueltas por me­
dios pacíficos, y que no es lícito el uso de la fuerza como instrumento 
de política nacional o  internacional; ora, sobre todo, al “ coordinar, rei­
terar y fortalecer” , en la Resolución X X V I, las numerosas declaraciones 
que se habían emitido en los congresos americanos desde 1826 sobre el 
desconocimiento de las adquisiciones territoriales por la fuerza, exclui­
das por “ las condiciones geográficas, históricas y políticas de las Na­
ciones Americanas” .

Categórica es la condenación del empleo de la violencia para ocu­
par o adquirir íerritorios:

“ La Octava Conferencia Internacional Americana, declara: que rei­
tera, COMO PRINCIPIO FUNDAMENTAL DEL DERECHO PUBLI­
CO DE AMERICA, que no tendrán validez ni producirán efectos jurídi­
cos la ocupación ni la adquisición de territorios, ni ninguna otra modifi­
cación o arreglo territorial o de fronteras mediante la conquista por la 
fuerza, o que no sean obtenidos por medios pacíficos” .

“ El compromiso de no reconocimiento de las situaciones derivadas 
de los hechos antes mencionados constituye un deber, QUE NO PUE­
DE SER ELUDIDO UNILATERAL NI COLECTIVAMENTE” .

Ese desconocimiento no es, pues, mera obligación de las Partes a 
quienes afecta un conflicto determinado: es compromiso sagrado que 
impone a todos los Países de América el deber colectivo de negar efectos 
jurídicos a los abusos de la fuerza. Si no se lo cumple quedaría, en efecto, 
herido de muerte el derecho público americano, cuyo fundamento insus­
tituible es la solución pacífica y jurídica de las diferencias internaciona­
les. Sin embargo, la guerra, y la guerra de conquista de territorios, que 
parecía alejada definitivamente de América, según la Declaración X V I 
de la Asamblea de Lima, se ha realizado aquí, en nuestro mismo Con­
tinente, oasis de la paz y del derecho. . .

La Reunión de Panamá, en su Resolución IX, la de La Habana en 
las Declaraciones XIV y XVI y en la Convención sobre Posesiones, rea­
firmaron nueva e insistentemente el canon esencial de América: la pros­
cripción de la violencia y el rechazo de toda adquisición que en ella se 
funde, así como la decisión de que en nuestro Continente sólo pueden 
y  deben emplearse los medios jurídicos para la terminación de toda 
suerte de controversias, sin excepción alguna.

Pensadores y estadistas de América han confirmado aquella doctri­
na, que ha venido a ser así el alma del derecho continental, de que nos 
hemos ufanado con justicia. El Instituto americano de derecho inter­
nacional en el año de 1924, formuló su proyecto de convención que 
constituía, en medio de la inmensa orgía de los egoísmos que desasose­
gaba a Europa y auguraba su ruina, el secreto de la grandeza americana:

“ En el futuro las adquisiciones territoriales no serán permitidas por 
medio de guerra o por amenaza de declaración de la misma, o  en pre­
sencia de fuerzas armadas, en perjuicio de cualquiera de las Repúblicas
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americanas; como consecuencia, cualesquiera derechos que en lo futuro 
fueren adquiridos por tales medios no podrán ser invocados como título 
de adquisición: y los que así fueran obtenidos serán considerados nulos, 
sin valor y sin ningún efecto” .

El Presidente Hoover, en 1932, proclamó, con justo orgullo, que 
su país nunca reconocerá “ título de posesión sobre territorios obtenidos 
con violación de un pacto de paz” . Y  esta doctrina no se la enunció para 
las relaciones entre pueblos americanos, sino para las de los otros Con­
tinentes. En América se reputaba inverosímil que se diera el caso de una 
ocupación violenta. Tan fírme parecía la vocación pacífica de América 
y  su fidelidad a las instituciones jurídicas.

La Academia Diplomática Internacional, la Unión Jurídica Internacio­
nal y la International Law Association aprobaron la Declaración sobre 
los grandes principios del Derecho Internacional Moderno redactada 
por el insigne intemacionalista chileno don Alejandro Alvorez, uno de 
los juristas a quienes más debe la ciencia americana. En esa Declaración 
fundamental se encuentran, como síntesis de la doctrina continental, los 
siguientes principios:

“ Art. 13. El Estado es soberano.
La soberanía debe entenderse en el sentido de que el Estado es due­

ño de su territorio, que tiene el derecho de gobernarse a sí msimo, de 
legislar en el interior de sus fronteras, de entrar libremente en relaciones 
con los otros Estados.

En el ejercicio de estas facultades, el Estado está siempre sujeto a 
las prescripciones del Derecho Internacional.

Art. 14. Ningún territorio puede adquirirse sino por modo pacífico.
No se reconocerán ni las adquisiciones territoriales, ni las ventajas 

especiales obtenidas por la fuerza, ya consista esta en el uso de las armas, 
ya en representaciones diplomáticas conminatorias, ya en cualquier otro 
medio de coacción efectiva.

Art. 21. Ningún Estado puede, en su propia causa, ser juez y parte.
Ningún Estado puede hacerse justicia por sí mismo.
Con excepción del derecho de legítima defensa, no puede tomar 

unilateralmente medidas de coerción contra otro Estado, aún para cons­
treñirle al cumplimiento de sus obligaciones” .

Tal es la síntesis de la sabiduría jurídica de América en la hora pre' 
sente. El Estado es soberano en su territorio, no en un sentido absoluto, 
sino en el de que puede ejercer independiente y legítimamente sus facul­
tades dentro de ese territorio, pero siempre con sujeción al derecho in­
ternacional. Si el territorio es litigioso, sus atribuciones deben tomar en 
cuenta esa calidad, evitando cuanto pueda perjudicar al otro Estado 
que también se cree con derecho sobre ese territorio. Si hay una zona 
disputada en donde ninguno ejerce jurisdicción efectiva, cada Estado 
contendiente debe abstenerse de todo acto de soberanía sobre él, mien­
tras por acuerdo directo o por medio de cualquier otro arbitrio jurídico, 
se llegue a definir y delimitar la soberanía sobre aquel espacio. Definir 
por sí solo el ámbito de la jurisdicción en ese caso, es hacerse justicia 
por sí mismo. El Derecho Internacional Americano niega todo efecto a 
tan injustificable pretensión, que introduciría, en lugar del principio de
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solidaridad, base de la convivencia americana, el de la fuerza, origen ne­
fasto del desorden mundial presente.

Porque tenemos fe en América, fe en el derecho, hemos acudido a 
la autorizada palabra de prohombres y reputados juristas, a quienes les 
anima el anhelo de que el Continente sea más y más digno de sus altos 
destinos, de su predestinación para las conquistas sagradas de la paz y de 
la libertad.

A  este opúsculo seguirán otros, donde afamados intemacionalistas 
que no han concluido aún sus trabajes, darán también su autorizado dic­
tamen acerca de los problemas mencionados en esta introducción.

Nuestra única aspiración ha sido, no la de encender pasiones y con­
citar enemistades estériles, sino la de que por el imperio del derecho, 
brDle en todo su apogeo en nuestra América la antorcha de la unión fe­
cunda entre todos los pueblos que la componen.

Al terminar no podemos menos de hacer nuestro el gran desiderátum 
que expresó no ha mucho el insigne Canciller actual del Brasil: que Amé­
rica continúe "unida y vigilante, en la salvaguardia de nuestros comu­
nes intereses, en la defensa de la paz y en el esfuerzo de colaboración pa­
ra que se mantengan en todo el mundo los mismos principios en que se 
asienta nuestra fraternal política continental".

JULIO TO BAR DONOSO,
Ministro de Relaciones Exteriores del Ecuador.

X
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR J. M. YEPES

Profesor de la Academia de Derecho Internac'onal de La 
Hayo.— Ex-Consejcro del Ministerio de Relaciones Ex­

teriores de Colombia.— Delegado de Colombia a lo 
V i Conferencia Panamericano y de Cuatemala 

a la Conferencia Internacional del Tra­
bajo.— M'embro del Instituto Am e­

ricano de Derecho Internacional

Ginebra, Octubre 12 de 1941.
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I

EL LITIGIO ACTUAL ENTRE EL ECUADOR Y EL PERU 
ES DE CARACTER ESPECIFICAMENTE INTERNACIONAL

Entre dos Estados pueden sin duda presentarse controver­
sias en cuya solución no sean aplicables las normas que el De­
recho de Gentes ha establecido para dirimir los conflictos inter­
nacionales; tales son, por ejemplo, las controversias originadas 
en la ejecución de un contrato entre ciudadanos pertenecientes a 
diferentes Estados o aquellas en que un Estado obra nó como 
entidad de Derecho Publico en ejercicio de su soberanía com ­
pleta, sino com o simple persona jurídica susceptible de adqui­
rir derechos y de contraer obligaciones. Aun en casos de este 
linaje, que dependen del Derecho Civil Internacional o aun 
del Derecho Privado, sería muy discutible sostener que las nbr- 
mas del Derecho de Gentes no tienen ninguna aplicabilidad. 
Es que prácticamente es cuasi imposible establecer una línea di­
visoria absoluta entre la calidad de un Estado como entidad so­
berana y  su condición de simple persona jurídica. En la mayo­
ría de los casos en que un Estado esté interesado como litigante 
no será posible jurídicamente hacerlo abdicar de su soberanía 
para aceptar una jurisdicción extranjera.

En cambio, siempre que un Estado obra como potencia so­
berana, es decir como miembro de la Sociedad internacional, su 
conducta se rige exclusivamente por las normas que el Derecho 
de Gentes ha establecido. Cualesquiera controversias con otra 
entidad soberana a que esta conducta dé lugar deben solucio-

5

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



narse de acuerdo con aquellas normas. Pretender que en un 
caso de éstos sólo rige la soberanía de uno de los Lstados in­
teresados equivale a negar la personalidad del otro Estado y  a 
intervenir de una manera indebida en asuntos que le conciernen 
«directamente. Más inadmisible todavía sería considerar com o me­
ra cuestión de policía interior, sometida a uno de los Estados en 
litigio, un asunto que afecta los derechos soberanos del otro Es­
tado. Esto no sería ya desconocer la personalidad internacional 
de este último, sino establecer una jerarquía entre Estados se­
gún la cual los unos serían plenamente soberanos y  aun ten­
drían cierta preeminencia sobre los demás, que quedarían así 
convertidos en vasallos de los primeros. Admitir este principo 
sería hacer retroceder a la humanidad muchos siglos, por lo me­
nos a la época oscura en que no se reconocía el principio de la 
igualdad de los Estados. Un principio de estos sería absoluta­
mente contrario a una de las norma3 esenciales del Derecho 
de Gentes panamericano. En efecto, toda la construcción jurí­
dica del Panamericanismo reposa sobre la idea de la igualdad 
de derechos entre todos los Estados miembros de la Unión Pa­
namericana. El preámbulo mismo de la Convención orgánica 
de la Unión Panamericana, unánimemente aprobada en la Con­
ferencia de La Habana (1928), dice expressis verbis que esa 
Institución continental es " . . .u n a  unión moral que descansa 
en la igualdad jurídica de las Repúblicas del Continente y  en 
el respeto mutuo de los derechos inherentes a su completa in­
dependencia. . . ”  Tanto es cierto que el principio de la igualdad 
jurídica de las naciones es una de las más fuertes columnas del 
Panamericanismo que una de las diferencias substanciales entre 
la Sociedad de las Naciones de Ginebra y  la Unión Panameri­
cana consistía en que la grande Institución Internacional de Gi­
nebra consagraba una desigualdad irritante entre las grandes 
potencias y  los demás Estados. Esta circunstancia le enajenó 
considerablemente a la S. d. N. la simpatía de las repúblicas 
americanas. Tanto es cierto que este principio es consubstan­
cial a la mentalidad americana, singularmente latino-americana, 
que en nuestra terminología no existe una expresión para tra­
ducir las palabras "suzerain" y  "Suzeraineté" con que los tra­
tadistas europeos califican las relaciones existentes entre dos 
Estados con derechos desiguales. Así, pues, el Estado que pre­
tenda arrogarse en América el derecho de resolver por su pro­
pia legislación y con sus solos recursos interiores, sin apelar a 
las instituciones que el Derecho de Gentes panamericano procura

ó
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para la solución pacífica de ios conflictos interestatales las con­
troversias en que esté interesada o implicada la soberanía de 
otro Estado americano, atenta contra las bases mismas del Pa­
namericanismo y desconoce uno de los principios esenciales de 
la solidaridad continental americana.

Precisamente, una de las controversias entre dos Estados 
que más pueden afectar la soberanía de uno de ellos o de am­
bos es la que proviene de la definición de sus fronteras recí­
procas. Esta se puede afirmar que es una verdad de consenti­
miento cuasi-universal. Un antiguo Ministro de Relaciones 
Exteriores de la Gran Bretaña, Lord Curzon o f Kedleston de­
cía gráficamente: “ It is a remarkable fact that frontiers are the 
chief anxiety of nearly every Foreign Office in the civilized 
World and the subject o f four out o f every five política! treaties 
or conventions that are concluded. . . ”  Si hay algo que unánime­
mente reconozcan los tratadistas modernos como de carácter 
netamente internacional es todo cuanto se refiera a la integri­
dad y  a la inviolabilidad de la soberanía territorial del Estado. 
Todo conflicto entre dos naciones, así se î de importancia mí­
nima, que afecte el territorio de una de ellas es una controver­
sia de orden internacional que debe ser resuelta por los me­
dios que prevé el Derecho de Gentes. Si las cuestiones territo­
riales fueran excluidas con cualquier pretexto de la jurisdicción 
internacional, el Derecho Internacional no tendría razón de ser 
y  todo Estado relativamente poderoso adquiriría, por ende, el 
pretendido derecho de ensanchar libremente su territorio a cos­
ta de sus vecinos menos fuertes invocando para ello el sofisma 
de aue los conflictos planteados con una acción ¡legal no de­
penden del Derecho de Gentes sino que caen exclusivamente 
bajo la jurisdicción de su propia soberanía. De esto a la teoría 
funesta del llamado “ espacio vital”  no hay sino un paso.

A  la luz de estos principios de Derecho Internacional Uni­
versal y de Derecho de Gentes Panamericano es evidente que 
el conflicto de límites entre el Ecuador y  el Perú, conflicto que 
existe desde hace más de un siglo y  cuya historia es inútil re­
petir aquí, es una cuestión de orden estrictamente internacio­
nal que no puede ser resuelta, a menos que las partes se pon­
gan de acuerdo para buscar alguna solución distinta, sino por 
los instrumentos creados por las conferencias panamericanas 
para la decisión pacífica de los conflictos internacionales entre
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ios Estados del nuevo mundo. Este punto de vista es tanto 
más jurídico cuanto que ambos Estados han reconocido implí­
citamente el carácter internacional de su controversia secular 
al someter los puntos litigiosos entre ellos a la jurisdicción de 
un árbitro para que éste decidiera a cuál de los Estados corres­
pondían los territorios disputados. Pretender ahora que uno de 
los dos Estados mencionados puede por sí y  ante sí y  por sus 
propios medios internos decidir esta cuestión sería deconocer 
un siglo de historia y  olvidar los compromisos contraídos en 
las conferencias panamericanas de someter «todos los conflictos 
¡nter-americanos a un procedimiento internacional pacífico y 
preconstituído de antemano.

H

EL DERECHO APLICABLE

Al autor del presente dictamen no le compete historiar las 
relaciones entre el Ecuador y  e! Perú a propósito de sus diver­
gencias fronterizas: estando los hechos legalmente comproba­
dos, cumple ahora decir el derecho aplicable a las situaciones 
creadas por tales hechos. No significa ello, empero, que se 
apruebe ni remotamente la doctrina inmoral y  anarquizante 
de los "hechos cumplidos” , doctrina contraria al espíritu jurí­
dico de América y  que equivale a confundir el derecho con la 
fuerza. Al estudiar, pues, el derecho aplicable a una situación 
de facto se señalan simplemente las normas legales que sirven 
para corregir tales situaciones en cuanto ellas contradicen el de­
recho, pero en manera alguna se debe interpretar esta posición 
puramente científica com o una aceptación del "hecho cumplido” .

En primer lugar, es oportuno recordar aquí que el principio 
jurídico que gobierna desde 1810 las relaciones del Ecuador y el 
Perú es el uti possidetis de jure, proclamado por la Gran Co­
lombia — de la cual formó parte el Ecuador hasta 1830—  en la 
Constitución de Angostura de 1 7 de diciembre de 1819, a cuyo 
tenor (árt. 2 ), la antigua Capitanía General de Venezuela y 
el antiguo Virreinato de Nueva Granada formarían un solo Es­
tado dividido en tres grandes departamentos con los nombres 
de Venezuela, Cundinamarca y Quito y  se establecía el uti 
possidetis de jure de 1810 como principio de derecho según el
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-cual deberían definirse los límites de las nuevas repúblicas que 
acababan de constituirse en el territorio de las antiguas co­
lonias españolas de América. Según este sabio principio, los 
límites administrativos establecidos por la Corona española para 
la mejor administración de sus colonias se transformarían au­
tomáticamente en límites políticos de las nuevas repúblicas. 
Por consiguiente, el Ecuador, como sucesor de la Gran Colom ­
bia en el extinguido departamento de Quito, heredó todos los 
derechos de aquel Estado respecto del antiguo Virreinato de 
Lima, hoy república del Perú. Entre esos derechos sucesorales 
del Ecuador figura el Tratado de Guayaquil de 22 de setiem­
bre de 1829, celebrado entre la Gran Colombia y  el Perú, cu­
y o  artículo 5° estipula que "ambas partes contratantes recono­
cen por límites de sus respectivos territorios los mismos que 
tenían antes de su independencia los antiguos virreinatos de 
Nueva Granada y el Perú", lo que equivale a decir que el Perú 
.reconoció explícitamente el uti possidetis de jure de 1810 como 
criterio para definir sus fronteras con el Ecuador, heredero en 
el sur de los títulos de la Gran Colombia.

En 1847-48 se reunió en Lima un congreso americano, con­
vocado por el Perú y  en el que también estuvo representado 
el Ecuador. El objeto del congreso era constituir una confedera­
ción de los Estados del Pacífico. En el tratado que firmaron los 
plenipotenciarios respectivos se estipuló (art. 7?) : "Las repú­
blicas confederadas declaran tener un derecho perfecto a la 
conservación de los límites de sus territorios según existían 
al tiempo de la independencia de la España los de los respec­
tivos virreinatos, capitanías generales o presidencias en que 

estaba dividida la América Española".

En el Alegato presentado a la reina regente de España por 
el delegado del Perú señor José Pardo y Barreda, con motivo 
del arbitraje pactado entre el Ecuador y  el Perú, se puede leer 
lo siguiente que es una confirmación altamente autorizada de 
la tesis del uti possidetis de jure de 1810:

"Los límites de las repúblicas del Perú y del Ecuador —  
dice el señor Pardo y Barreda en la página 75 de su alegato—  
tienen que ser los mismos que separaban al Virreinato de Lima 
de la Presidencia de Quito en el momento de la Independencia; 
y  sobre esto no puede existir la más pequeña disconformidad
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de ideas entre las altas partes litigantes, porque siempre, en to­
das las discusiones anteriores, en los tratados, en las conven­
ciones, en Jas conferencias diplomáticas, en sus constituciones 
políticas, en las opiniones de sus ministerios respectivos y  en 
los escritos de sus publicistas, han sostenido lo mismo” . (A le­
gato etc. Madrid, 1905, p. 75).

Se ha creído necesario recordar estos hechos, familiares a 
todos los que hayan estudiado la historia diplomática de la Am é­
rica Latina, para comprobar una vez más que el principio del uti 
possidetis de jure de 1810 es el título jurídico tanto del Ecua­
dor como del Perú para la definición de sus fronteras respecti­
vas. Toda la centenaria controversia podría fácilmente decidir­
se sí ambos Estados respetaran fielmente ese sabio principio 
que los libertadores de la América latina idearon para asentar 
sólidamente la paz entre las nuevas nacionalidades. Com o en 
cuestiones de soberanía no puede haber prescripción, los Esta­
dos interesados tienen pleno derecho a exigir el respeto de la línea 
divisoria estatuida según el uti possidetis de jure de 1810, sin dar 
ninguna importancia a las modificaciones introducidas en ella 
por la voluntad o el hecho exclusivo de una de las partes. Pero 
como a pesar de las razones jurídicas que acaban de mencio­
narse, el hecho es que la discusión ha rodado sobre la aplica­
ción del uti possidetis de jure de 1810 y com o el Perú ha ocu­
pado manu militan porciones del territorio que el uti possidetis 
señala claramente como ecuatorianas, fuerza es estudiar los 
principios jurídicos aplicables según el Derecho de Gentes pa­
namericano a las situaciones de facto creadas así en la frontera 
perú-ecuatoriana. Para mayor claridad es preciso explicar aquí 
que se entiende por Derecho de Gentes Panamericano el conjun­
to de tratados, convenciones, acuerdos, protocolos, resoluciones, 
declaraciones y proposiciones aprobadas por las conferencias pa­
namericanas y que rigen entTe los miembros de la Unión Pa­
namericana. Se trata, pues, de un derecho positivo, jurídicamen­
te obligatorio, no contrario al Derecho Internacional universal 
sino simplemente complementario de este último. Es un derecho 
regional creado por las repúblicas americanas para gobernar 
sus relaciones recíprocas y  aplicable únicamente entre ellas.

A l recorrer las convenciones, declaraciones, resoluciones y 
proposiciones aprobadas, casi siempre unánimemente, por las 
conferencias panamericanas, en lo que concierne a la solución
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Jde los conflictos internacionales, se patentiza el designio per­
manente de todos los Estados miembros de la Unión Paname­
ricana de no reconocer la fuerza y  la violencia como creadoras 
de ningún derecho y de aceptar com o obligatoria la solución 
de todos los conflictos interamericanos por los medios pacíficos 
y  civilizados de la conciliación, las comisiones de investigación, 
la mediación, los buenos oficios y el arbitraje. La violencia ha 
sido solemnemente condenada y  proscrita del nuevo mundo. 
Todos los Estados dpi continente, sin una sola excepción, han 
-empeñado su honor y su palabra para no reconocer en ningún 
caso las “ventajas” especiales obtenidas por uno de ellos me­
diante la fuerza material o la coacción moral sobre otro Es­
tado.

Entre las numerosas convenciones y  declaraciones aproba­
das desde la Primera Conferencia Panamericana (Washington 
1869-1890), basta citar únicamente el instrumento que sinte­
tiza mejor el pensamiento jurídico panamericano en la materia: 
la convención de Montevideo de 1933 “ sobre derechos y debe­
res de los Estados” . Esta convención es en sí misma tan explí­
cita, prevé tan sabiamente todos los casos posibles y aun pro­
bables y  es tan genuinamente representativa del pensamiento 
iurídico de América, que es casi baldío citar otros textos del 
Derecho de Gentes panamericano en el mismo sentido, los cua­
les no hacen sino confirmar y  reforzar lo estatuido en la con­
vención de Montevideo. El Art. 1 1 de esta convención es del 
tenor siguiente:

Art. I 1 r-Los Estados contratantes consagran en definitiva 
com o norma de su conducta, la obligación precisa de no recono­
cer las adquisiciones territoriales o de ventajas especiales que se 
realicen por la fuerza, ya sea que ésta consista en el uso de ar­
mas, en representaciones diplomáticas conminatorias o en 
cualquier otro medio de coacción efectiva. El territorio de los 
Estados es inviolable y no puede ser objeto de ocupaciones mi­
litares ni de otras medidas de fuerza impuestas por otro Esta­
do, ni directa ni indirectamente, ni por motivo alguno, ni aun 
de manera temporal” . (Se han subrayado las partes más espe­
cialmente aplicables al caso contemplado).

Así, pues, conforme al principio contenido en la conven­
ción mencionada, principio que todas las repúblicas americanas
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se han obligado a aplicar erga omnes y  sin ninguna restricción, 
no es lícito a ningún Estado ocupar el territorio de otro ni 
aun de manera temporal”  y  aunque ello sea com o medida de 
seguridad o simplemente para constituir una “prenda sobre 
■un territorio litigioso. El empleo de la fuerza o de la coacción 
vicia de nulidad absoluta ante el Derecho de Gentes panameri­
cano toda ventaja territorial adquirida por un Estado sobre 
otro. Si, gracias a la violencia o a la coacción, un Estado ocupa 
la menor parcela del territorio de otro, aunque se trate de terri­
torios que el ocupante podría teóricamente reclamar com o su­
yos, o si retiene indebidamente esos territorios, adquiere una 
de esas “ ventajas” que la convención de 1933 califica como 
ilícitas y  por consiguiente no puede aspirar en ningún caso a 
que los demás Estados americanos le reconozcan esa ventaja 
delictuosamente conseguida. Antes, por el contrario, todos 
ellos están imperativamente obligados de una manera “ preci­
sa” a "no reconocer" la adquisición violenta de tales Venta­
jas". Esto es evidente a la luz de los principios expresamente 
consagrados por el Derecho de Gentes panamericano.

Más explícita todavía que la convención de 1933 es la re­
solución X X V I de la VIII^ Conferencia Panamericana reunida 
en 1938 en la Capital del Perú. A l tenor de esa resolución, 
los Estados miembros de la Unión Panamericana

“ reiteran, como principio fundamental del Derecho Público de 
América, que no tendrán validez ni producirán efectos jurídi­
cos la ocupación ni la adquisición de territorios, ni ninguna otra 
modificación o arreglo territorial o de fronteras mediante la 
conquista por la fuerza, o que no sean obtenidos por medios pa­
cíficos. El compromiso del no reconocimiento de las situacio­
nes derivadas de los hechos antes intencionados constituye un 
deber que no puede ser eludido unilateral ni colectivamente” .

Como se ve, esta resolución no se limita a proclamar la in­
tegridad y la inviolabilidad del territorio de las naciones ame­
ricanas como un principio del Derecho de Gentes Panamericano 
sino que lo eleva a la categoría de canon del Derecho Consti­
tucional de las Américas. Es, pues, una ley de leyes, un dog­
ma de Derecho Público que no puede desconocerse sin que el 
transgresor se coloque por este hecho fuera de la ley interna­
cional y  al margen del Panamericanismo.
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Es de observarse que — de acuerdo con numerosos antece­
dentes—  las “ resoluciones” ’ y  las “declaraciones” votadas uná­
nimemente por las conferencias panamericanas entran ipso facto 
en vigencia y tienen carácter obligatorio respecto de los Esta­
dos que al votarlas no formularon ninguna reserva. No podría 
pues invocarse el pretexto de la no ratificación legislativa para 
eludir el cumplimiento de un compromiso tan solemne como 
el contenido en las “ declaraciones” y “ resoluciones”  de Lima 
transcritas arriba. Esto es tanto más justo cuanto que al vo­
tarse esas “declaraciones”  y  “ resoluciones”  se les dió una ex­
tensa publicidad y  se les presentó como un avance definitivo 
del Derecho de Gentes Panamericano. Los Estados que las vo ­
taron sin reservas tenían conciencia de estar reafirmando la 
existencia de un principio jurídico tradicional del nuevo mundo 
y  consagrando un instrumento jurídico positivo del más alto va­
lor humano.

De toda la argumentación presentada hasta aquí se conclu­
ye  lógicamente que según el Derecho de Gentes Panamericano, 
las ocupaciones territoriales operadas por la fuerza, la astu­
cia o la coacción, así como la retención de los territorios 
ocupados en esta forma indebida por un Estado en perjuicio 
de otro u otros, no tienen validez de ninguna especie en Amé­
rica y crean para todos los demás países americanos el deber 
imperativo — que no pueden eludir “ unilateral ni colectiva­
mente”—  de no “ reconocer" en ningún caso tales adquisiciones 
ilícitas ni darles ningún valor jurídico .No importa que la ad­
quisición sea hecha con carácter provisional o com o simple me­
dida “ conservatoria" o de prevención. Desde el momento que 
esa “ ventaja" es fruto de la violencia material o moral está 
condenada y el responsable de ella pierde todo derecho a espe­
rar que sus actos ilegales sean “ reconocidos" ¡nternacionalmen- 
te, sin perjuicio de la indemnización que por ello deba satisfacer 
a la víctima de tales procederes ilegales.

Al presentarse una situación de esta naturaleza es la oca­
sión propicia para poner en movimiento y  aplicar los sabios 
instrumentos de solución pacífica de los conflictos internacio­
nales aprobados por todas las conferencias panamericanas, ins­
trumentos aue evidencian y  ponen de relieve el espíritu paci­
fista y  civilizado de los pueblos del nuevo mundo y cuyo es­
tricto funcionamiento debería de ser un motivo de orgullo para
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el Panamericanismo y para cada uno de los Estados miembros 
de la Unión Panamericana.

J. M . YEPES.

Ginebra, octubre 12 de 1941.
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR EDUARDO DIEZ DE MEDINA

Ex>Minístro de Relacione» Exteriores de Dolivin, Presidente 
de la Delegación Boliviana a la VIII™ Conferencia Inter* 

nacional Americana; Delegado o la Conferencia 
Internacional de Conciliación y  Arbitraje de 

1929 y a la Conferencia lnteramericana 
de Consolidación de la paz.

La Paz, Octubre 13 de 1941.
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La Paz, 13 de Octubre de 1.941 

Excelentísimo Señor Don Alcides Pesantes, E. E. y 

Ministro Plenipotenciario del Ecuador en Bolivia. 

Ciudad.

Señor Ministro:

Me honra, sobremanera, la nota que se ha dignado dirigir­
me V . E., en nombre del Excmo. Gobierno del Ecuador, pi­
diendo mi opinión acerca de algunos puntos concretos de doc­
trina internacional americana.

Debo, desde luego, señor Ministro, agradecer a su Gobierno 
por la deferencia y  distinción con que me honra al dirigirme 
esta consulta de índole doctrinaria; m¿¡s, antes de absolverla, 
séame permitido establecer una salvedad o esclarecimiento en 
cuanto a la cuestión a la que pudieran afectar los puntos de la 
prefijada consulta.

No entra en mi ánimo ni entiendo adoptar en manera al­
guna posición que pudiera parcializar mi juicio en la aprecia­
ción del litigio que actualmente sustentan las Repúblicas ami­
gas del Ecuador y  el Perú, a las que Bolivia se halla tan cordial 
y  tan sinceramente ligada por vínculos indestructibles. Un sen­
timiento de la más honda simpatía hacia estos dos .países; la­
zos, por una parte, de sangre y  de tradicional vinculación que 
a la Patria de Grau y de Bolognesi unen de antaño a los hom­
bres de mi estirpe; nexos, por otra, de ideales y  comunidad de
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esfuerzos con la vida luminosa y libre del pueblo de Olmedo 
y  de Montalvo, impedirán siempre que esta pluma boliviana se 
incline, ni siquiera levemente, al lado de una u otra de las cau­
sas noblemente sostenidas por ambas Naciones, amigas tradi­
cionales y  hermanas, siempre, de la nuestra.

Muy lejos por lo mismo, del propósito de analizar aspectos 
de esa controversia o abanderizar el propio juicio en la aprecia­
ción del grave problema en debate, he de limitarme, señor Mi­
nistro, a responder los puntos del cuestionario que entre manos 
tengo, haciendo abstracción completa del pleito perú-ecuato­
riano y sólo considerándolos a la luz de la doctrina y  la prác­
tica que. norman la vida internacional del continente.

Debe por tanto, verse en las líneas subsiguientes, no un 
juicio político sino una opinión técnica de carácter general, apo­
yada en los antecedentes, la buena doctrina y  la aplicación que 
ha podido tener y tiene en los pueblos no sojuzgados de Amé- 
Tica.

I

¿Cree usted que un problema acerca del cual las Par­
tes convinieron, de mutuo acuerdo, resolverlo recurriendo a 
un árbitro, es cuestión intema de uno de los Estados y nó di­
ferencia internacional, y que, consiguientemente, no son apli­
cables a él las Instituciones con que el Derecho Internacional 
procura la solución pacífica de las controversias que caen 
dentro de su esfera?

Toda controversia entre dos o más Estados, constituye un 
problema o litigio internacional que no puede resolverse sino 
por acuerdo entre las partes y según las reglas de derecho co­
múnmente establecidas.

Y  si por libre voluntad de las Partes, ambas acordaron so­
meter la solución del problema a la decisión de un árbitro, con 
menos razón podrá una u otra de ellas considerarlo, luego, cues­
tión de dominio interno, sustrayéndola del escenario y el de­
bate públicos en que había sido colocada de común consenso.

Toda diferencia, repito, entre dos o más Estados, de índole 
económica, territorial o política, constituye un litigio interna­
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cional susceptible de ser solucionado por medios pacíficos y* 
mediante recursos diplomáticos o jurídicos, establecidos ya por 
la libre voluntad de los pueblos de América.

Numerosos son los casos de litigios de límites o de territo­
rio entre los países de este Continente, solucionados por acuer­
do directo o por Ja decisión de un árbitro designado de común 
acuerdo; en todos ellos se consideró el diferendo de carácter 
internacional, siendo aquel causa de un choque de intereses en­
tre dos o más Estados de la comunidad social.

Si ese carácter reviste todo diferendo entre naciones que 
afecta intereses en pugna, su solución no puede ser unilateral 
sino más bien sometida a los medios que, al efecto, la ciencia 
y  la justicia internacional han creado.

Se ha intentado en determinado litigio eludir la jurisdicción, 
arbitral, invocándose la propia soberanía y  el deber imperioso 
de conservar íntegro el acervo nacional, mas, aún para estos 
casos y  ante la dificultad de armonizar puntos de vista opues­
tos de las Partes, el Derecho Internacional otorga al árbitro o 
tribunal arbitral la facultad de decidir en caso de contestación, 
su propia competencia para fijar la litis.

Las cuestiones de límites o de territorio, son cuestiones de 
soberanía; va la que corresponde a un Estado basta donde el 
otro empieza a ejercerla.

Si un Estado, en uso de esa su soberanía, tiene plena liber­
tad para proceder de motu propio, en los asuntos de su régi­
men doméstico e interno, no puede herir ni desconocer derechos 
igualmente soberanos de otros Estados. Está limitado el ejer­
cicio de su soberanía allí donde está y  empieza la ajena.

Cuando de un deslinde o cuestión territorial entre Estados- 
se trata, no es la potestad de sólo uno de ellos que puede deci­
dir como mejor convenga a sus intereses.

Ya en 1.842 el Gobierno de !a República Argentina, en las- 
instrucciones que impartió a su Ministro en los Estados Unidos, 
le recomendaba obtener que la Doctrina Monroe fuese amplia­
da con este nuevo principio: ninguno de los Gobiernos de este-
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Continente mudará por violencia sus límites, reconocidos al 
tiempo de la emancipación.

No es la fuerza ley de las Naciones y la designación del te­
rritorio nacional no puede hacerla un Estado, desconociendo o 
vulnerando ajenos derechos.

Concretamente, los conflictos que se refieren a derechos 
territoriales invocados por las Partes, son y  han sido invaria­
blemente discutidos a la luz del derecho y  en la generalidad de 
los casos resueltos por vía diplomática o jurídica. Entre los 
Estados latinos de América — afirmaba un .publicista europeo—  
los litigios de fronteras han sido frecuentes. Agregaba que hubo 
para ello una causa: casi simultáneamente estas Repúblicas 
afirmaron su Independencia a principios del Siglo X I X ; adopta­
ron ellas los límites de las grandes divisiones administrativas 
del régimen español porque podían, provisoriamente al menos, 
evitar contestaciones y dificultades. Estas grandes divisiones 
administrativas, siendo imprecisas e inestables, hicieron que la 
historia diplomática de la América Central y  Meridional haya 
sido, durante casi todo el siglo XIX , una serie de diferendos sur­
gidos con ocasión de las reivindicaciones internacionales.

Los Tratados mismos de delimitación, concluidos con el fin 
de resolver los diferendos, por vía pacífica, acabaron por ser 
causa de perturbaciones, ya que ellos se realizaron sin conoci­
miento exacto del terreno al que ellos se aplicaron y  cuya ex­
tensión y  abandono inmemorial lo hacían impreciso e ignorado 
para los propios demarcadores.

En realidad, ninguna de las Repúblicas nacientes ejercía 
entonces dominio efectivo en toda la extensión y  los límites del 
territorio que correspondía a aquellas enormes divisiones ad­
ministrativas.

Muchos de los pleitos de límites entre naciones americanas 
versaron sobre grandes extensiones territoriales. Bolivia y  Chi­
le disputaron su soberanía sobre dos o más grados geográficos. 
Chile y  la Argentina sobre más de 90 mil kilómetros cuadra­
dos. Brasil y Argentina sobre cerca de 31 mil kilómetros. Perú 
y  Ecuador sobre una extensión mucho mayor que las anteno­
tes. Bolivia y  Brasil sobre el enorme territorio del Acre.
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En cuanto al Arbitraje que solucionó algunas de esas y  
otras cuestiones de límites, publicistas hay todavía que no se 
muestran partidarios del Arbitraje Ilimitado y  Obligatorio para 
casos en que se juzga puede comprometerse el honor o la dig­
nidad nacionales, pero la moderna doctrina tiende precisamente 
a suprimir esta salvedad que entrañaría el fracaso mismo del 
principio, pues si cada Estado fuese dueño del rehuir el arbi­
traje a pretexto de que él hiere el honor o la dignidad de la Na­
ción, el recurso y  la Institución arbitrales serían absolutamente 
ineficaces en los más graves casos.

La Delegación del Perú presentó al Instituto de Derecho 
Internacional — en 1.916 si no me es infiel la memoria—  una 
importante proposición que merece ser recordada acá: "Los 
grandes intereses de la justicia y  de la coexistencia armónica 
de las Naciones, reclaman la democratización de la Política 
exterior de los Estados. Es necesario que todos los grandes pro­
blemas de este género y especialmente aquellos que pueden 
afectar la estabilidad de la paz, sean sometidos al examen pro­
fundo de la opinión pública y  al control directo y  definitivo de 
la voluntad popular".

Graves cuestiones como son las de límites, la clausura in­
justa de naciones mediterráneas, su más amplio derecho de li­
bre tránsito en tiempos de paz como de guerra ,etc. etc., cons­
tituyen problemas que debieran examinarse — como acertada­
mente expresaba la Delegación del Perú—  ante la opinión pú­
blica y  el directo control de los pueblos de este continente.

En la Conferencia Internacional Americana de Conciliación 
y  Arbitraje, reunida en Washington en 1.928, los Delegados 
'de América no fuimos a esa Asamblea para decidir a que gé­
nero de arbitraje adherían nuestros pueblos, sino a resolver, de 
manera perentoria, que las Naciones todas del Continente, ha­
bían adoptado ya el arbitraje como el medio al cual acudirían 
de modo obligatorio para dirimir sus diferendos. En esa opor­
tunidad oí al eminente jurisconsulto Delegado del Perú, don 
Víctor M. Maúrtua, expresar estos brillantes conceptos: "Creo 
que lo que conviene es lograr una Convención General a la 
que todos deben someterse, aceptándola circunstancialmente, 
sin menoscabo de su soberanía. Nadie más partidario del arbi­
traje que mi país, y  yo personalmente, que lo concibe sin 1í-
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mites; el Perú será la primera Nación que coloque su firma en 
el Protocolo abierto de Arbitraje, sin restricciones de ninguna 
clase” . Y  en efecto, lo suscribió el país hermano, sin reservas, 
dándonos noble ejemplo de sujeción a las mas altas normas 
jurídicas.

En nombre de Bolivia, declaré, a mi vez, que el honor, la 
Carta Magna, los intereses vitales de los Estados, no podían su­
frir desmedro porque se sometan al fallo arbitral sus diferen- 
dos, en previsión de ulteriores conflictos, debiendo darse al Ar­
bitraje toda la amplitud y  la fuerza que a este principio jurí­
dico debe atribuírsele en su constante aplicación.

Resumiendo: las controversias de límites y  de territorio en­
tre los Estados, tienen carácter internacional, máxime si por Tra­
tados o por documentos públicos quienes las mantienen resol­
vieron ya someterlas a una decisión arbitral. El Derecho Inter­
nacional estatuye medios jurídicos, com o políticos, para solu­
cionar tales diferendos por vías esencialmente pacíficas.

Tienen también carácter internacional, todas las controver­
sias que se originan en la interpretación o por el cumplimiento 
de un Tratado suscrito entre dos o más Estados; siendo impor­
tante anotar que aún el estado de guerra que suspende — mien­
tras dura—  los Tratados de Límites preexistentes, no invalida 
en absoluto, no anula los pactos de esta naturaleza.

II

¿Es admisible ante el Derecho Internacional y  especial­
mente ante el Derecho Americano, que un Estado retenga 
provisionalmente, o definitivamente, territorio ocupado por 
la fuerza de las armas y sin previa declaración de guerra?

El Derecho Internacional admite que un Estado retenga pa­
cífica y provisionalmente territorio que considera pertenecerle, 
pero no autoriza la retención de aquellos que, ya  en disputa, 
son adquiridos por la fuerza y  sin que previamente se observen 
las reglas establecidas para una situación o caso de guerra.

En un litigio en que se discute la propiedad misma del te­
rritorio, la posesión precaria, provisional, no da ni puede dar, 
mientras subsista la controversia, derecho de dom inio al ocu­
pante.

2 2

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



En un estudio que me cupo realizar durante el conflicto bé­
lico motivado por el litigio entre Bolivia y  el Paraguay, de­
mostré cómo la casi totalidad de las controversias territoriales 
o de límites, fueron solucionadas de acuerdo con el principio 
del uti possidetis juris y que los fallos arbitrales dictados acerca 
de esas cuestiones entre distintos países, no tomaron en cuenta 
ni valoraron la posesión material, de hecho, obtenida por la 
violencia.

Debo agregar, ahora, precedentes que sientan doctrina in­
controvertible al respecto.

En el bullado pleito de límites que Chile sostuvo años atrás 
con la República Argentina, denunció el primero de estos paí­
ses el hecho de que, pendiente la litis, el segundo se hallaba 
empeñado en ocupar puntos importantes de las zonas en cues­
tión. A  consecuencia de ello se determinó, mediante cambio 
de notas, que las ocupaciones de terrenos no influirían en ma­
nera alguna en lp resolución del litigio pendiente.

Durante el conflicto perú-boliviano sometido al fallo del 
Presidente Argentino, producido éste, hízose notar, por parte 
de Bolivia, que todos los actos posesorios ejercidos por esta Na­
ción y  alegados como hechos efectivos de soberanía, no habían 
sido tomados en cuenta por el árbitro, quien falló en equidad 
porque los títulos presentados por las Partes no bastaban a de­
finir de manera clara el dominio del territorio disputado.

Posteriormente, cuando el litigio entre Bolivia y  el Para­
guay, se estableció en las Conferencias de Buenos Aires a las 
que asistió el Observador Argentino Dr. Don Isidoro Ruiz Mo­
reno, como punto básico de sus conclusiones: "Los avances 
que uno y  otro país hubieran efectuado, han creado una situa­
ción de hecho que no lea dá ningún derecho ni podrán ser ale­
gados ante el árbitro como base de sus pretensiones.

La Comisión de Investigación y Conciliación Boliviano-Pa­
raguaya, en cumplimiento del protocolo Diez de Medina-Ra- 
mírez, dictó en Washington en 1.929, una Resolución determi­
nando el restablecimiento del estado de cosas en el Chaco al 
mismo pie que tenían antes del 5 de diciembre de 1.928, sin 
que ello importase prejuzgar la cuestión territorial o de límites
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pendiente. De advertir es que la misma Comisión reconoció 
que el incidente de Vanguardia (provocado por el Paraguay) 
precedió a los sucesos desarrollados en el sector de Boquerón 
y  que el empleo de medios coactivos por parte del Paraguay en 
Vanguardia, Había determinado la reacción de Bolivia.

Finalmente, básteme recordar la fundamental Declaración 
'de 3 de agosto de 1.932, suscrita por las Repúblicas de América 
y  por la que se condenan las adquisiciones territoriales que 
sean obtenidas mediante ocupación o conquista por la fuerza 
de las armas, negándoseles toda validez.

La Octava Conferencia Internacional Americana reunida en 
Lima en 1.936, coordinando las declaraciones del Tratado de 
15 de Julio de 1.826, de los Congresos Americanos de 1.847 y 
1.864, las Resoluciones de 1.890 en la Primera Conferencia In­
ternacional Americana, de 1928 en la Sexta Conferencia In­
ternacional, de 3 de Agosto de 1.932 en W ashington, de 1.933 
en el Pacto Anti-bélico de Río de Janeiro, de 1.933 en la Con­
vención suscrita en la 7^ Conferencia Internacional Americana 
sobre Derechos y Deberes de los Estados, y  de 1.936 en la Con­
ferencia de Consolidación de la Paz, declaró que reitera como 
principio fundamental del Derecho Público de Am érica que no 
tendrán validez ni producirán efectos jurídicos, la ocupación ni 
'la adquisición de territorios ni ninguna otra modificación o a- 
rreglo territorial o de fronteras mediante la conquista por la 
'fuerza o que no sean obtenidas por medios pacíficos. Añadió 
que el compromiso del no reconocimiento de las situaciones de­
rivadas de los hechos antes mencionados, constituye un deber 
que no puede ser eludido unilateral ni colectivamente.

Presentado el Proyecto por la Delegación de Bolivia que 
me cupo presidir en la citada Conferencia de Lima, fue apro­
bado por unanimidad, y  convertido así en iregla positiva de un 
Capítulo nuevo del Derecho Público de América.

La conquista está, pues, abolida y para siempre en el nuevo 
mundo. Múltiples Congresos y  Conferencias Internacionales 
Panamericanas, han consagrado el principio básico de que la 
fuerza no crea derechos y  que todo avance o adquisición de te­
rritorio realizados mediante la coerción o la violencia, no tienen 
valor jurídico alguno.
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III

La retención, aún provisional, y “ como medida de segu­
ridad”  de territorios litigiosos y de otros no discutidos ¿p o ­
dría ser tolerada por América que ha declarado que no ten­
drán validez ni producirán efectos jurídicos la ocupación ni 
la adquisición de territorios, ni ninguna otra modificación o 
arreglo territorial de fronteras, mediante la conquista por la 
fuerza o que no sean obtenidos por medios pacíficos?

A n te la declaración m encionada al absolver el punto ante­
rior y  reproducida más arriba; declaración que constituye un 
principio inam ovible del D erecho Público de Am érica, la reten* 
ción  de territorios litigiosos, si bien no puede ser impedida por 
los países que la suscribieron y  n o  disponen aún de fuerza, 
m edios coactivos o  tribunal que adopte decisión definitiva al 
respecto, i\o tendrá validez ni dará derechos al ocupante; com o 
tam poco producirá efectos jurídicos la adquisición de territorios 
ni ninguna otra m odificación o  arreglo territorial de fronteras, 
obtenidos mediante conquista o  por la fuerza de las armas.

Esa retención que no da al ocupante derecho, título que 
pudiera hacer valer más tarde, tampoco se efectúa en desmedro 
o perjuicio del que pudiera alegar otro Estado cuando la con­
troversia se solucione por medios pacíficos y  por procedimien­
tos ajustados a la doctrina y  la práctica internacionales.

De igual manera en que la libertad absoluta no existe ya 
para el individuo, la soberanía, la independencia de un Estado, 
no discutidas en cuanto ellas se refieren a la afirmación de 
principios incontrovertibles, no significan libertad irrestricta 
para atentar contra la existencia o los derechos de otros Estados. 
Esa independencia está especialmente restringida por los Trata­
dos que crean obligaciones entre los pueblos a los que cupo 
ajustarlos, libre y  voluntariamente.

Las fronteras de los Estados se fijan, pacíficamente, en dos 
maneras; si ellas reposan en una posesión inmemorial y  no 
contradicha, sin que durante largo tiempo oe hubiera presen­
tado reclamación, el Estado ejerce poder soberano sobre el 
espacio que abarcan los límites de su territorio; si sus derechos 
son controvertidos, establece sus fronteras mediante Tratados 
que generalmente modifican los límites territoriales.
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Es un principio aceptado aquel que obliga a  los Estados 
contrincantes a no continuar ejerciendo, una vez  producido el 
conflicto, nuevos actos de soberanía en las zonas disputadas. 
Y  si el Estado ocupante está en posesión del territorio que 
otro juzga pertenecerle, ejerciendo en él su propia soberanía, 
debe al menos abstenerse de realizar en él actos que puedan 
comprometer los derechos del otro.

Para que la posesión pueda alegarse en derecho, ha de ser 
'ella pacífica, no interrumpida ni contestada; la mayoría de los 
publicistas exige, además, que esa posesión haya durado más 
de cincuenta años, para poder constituir título suficiente.

IV

Dentro de las instituciones y  principios americanos consa­
grados en numerosas Convenciones y Declaraciones, ¿puede 
admitirse la retención de territorios litigiosos ocupados me­
díante despojo por la fuerza, aún con el pretexto de evitar 
nuevas y supuestas agresiones o de conseguir la renuncia de 
un Estado a reclamar las provincias disputadas?

Toda ocupación en América, repito, realizada por la vio­
lencia y  mantenida por la fuerza, está condenada en su origen 
V en sus finalidades. A  la argucia de que ella podrá evitar otras 
agresiones o ha de impedir que alguien reclame su mejor de­
recho sebre el territorio en disputa, se contesta que tal ocupa­
ción no impedirá y sí más bien ha de provocar reacciones más 
'fuertes, reafirmando y haciendo más notorio aquel mejor de­
recho sustentado en el título como defendido por los medio3 
pacíficos que la ciencia del Derecho ha establecido en este he­
misferio.

Jurídicamente, la prescripción exige, com o condición esen- 
cíai, que quien se considera dueño o soberano de un territorio, 
haya ejercido en él posesión pacífica e ininterrumpida, sin ob­
servación o protesta por parte de quien pudiera alegar también 
análogos derechos.

La posesión, en el Derecho Civil com o en el Internacional, no 
implica que el poseedor sea el dueño que ejerce soberanía y do­
minio definitivos; de ahí que esa posesión de hecho no pueda
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crear un derecho perfecto que sólo corresponde al legítimo señor 
del territorio.

Las condiciones que los autores generalmente enumeran pa­
ra que se cumpla la prescripción — dice el publicista argentino 
Dr. Ruiz Moreno—  son: que se realice a título de dueño o sobe­
rano, sea pacífica y no interrumpida, pública, sin protesta y no 
contestada por otro Estado. Juicio, por otra parte, compartido 
por publicistas americanos como europeos.

La prescripción inmemorial puede constituir título perfecto; 
requiere, empero, fundarse ella sobre tres requisitos: ser pacífi­
ca, de buena fe y no controvertida.

Sí la posesión que ejerce un Estado en determinado territo­
rio, se mantiene por la fuerza y  es contradicha y provoca la pro­
testa permanente de quien alega mejor derecho sobre esa exten­
sión territorial, no puede aquélla generar la prescripción adquisi­
tiva que se funda, asimismo, en el abandono por parte contraria 
de aquello que la otra posee en forma pública.

Cabe, todavía, considerar si acaso la posesión se ejerció en 
parte o en toda la extensión del territorio disputado, pues la ocu­
pación parcial y reducida en una ínfima fracción de aquel, no 
parecería justificar e] derecho de retener en definitiva un territo­
rio enorme donde no llegan a imperar la soberanía ni el dominio 
efectivos de su mero ocupante.

En suma, la posesión puede, en determinadas condiciones, 
constituir título supletorio, pero no vale ni ha de prevalecer so­
bre el título de propiedad que ampara, en todas las legislacio­
nes y  por todas las razones del buen sentido y de la lógica, al 
legítimo dueño cuyo derecho se mantuvo siempre imprescriptible.

A l absolver los cuatro puntos consultados, de acuerdo con 
la doctrina universalmente aceptada al respecto, no puedo, ni 
debo, señor Ministro, olvidar que ella ampara, de modo especial 
a Bolivia y  será siempre sostenida por la Nación que víctima fue, 
en distintos tiempos y  circunstancias, de la fuerza erigida en 
poder y ley decisivos; a Bolivia enclaustrada aún por volun­
tad de países vecinos y  hermanos, ante la indiferencia de los 
pueblos de América; a Bolivia cercenada por sus cuatro costa­
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dos y sangrando aún por las heridas que Ja justicia y  el imperio 
del derecho habrán, tal vez, de restañar un día!

No terminaré estas líneas sin exteriorizar, com o boliviano y 
hombre de América que toda su vida consagró al estudio y  so­
lución de graves problemas que afectaron a su Patria en rela­
ciones con países vecinos y hermanos, mi más vivo anhelo por­
que el litigio perú—ecuatoriano, alcance pronto y  pacífico tér­
mino en un fraternal y  común entendimiento.

Naciones que como el Ecuador y el Perú hicieron siempre 
culto de su devoción a la justicia, que nacieron a la libertad y  en 
ella viven dignificadas por una bella tradición de heroísmo, de 
esfuerzo y de gloriosos sacrificios, han de dar nuevo ejemplo en 
América de su amor a la paz y  al derecho en que se asientan y de­
senvuelven nuestras instituciones, la civilización del Continente.

Ningún conflicto, ninguna controversia deben llevar en lo 
venidero a las naciones americanas a los campos de violencia, que 
todo destruye y nada salva. Fundidas estas Repúblicas en el cri­
sol del sacrificio por su independencia y  su libertad, lo dieron to­
do por alcanzarlas, para a su amparo vivir en hermandad de pue­
blos jóvenes y  sanos.

Ningún litigio de intereses, por magnos que éstos fuesen, 
debe romper la tradición de la familia americana que halló siem­
pre soluciones dignas para mantenerse en pacífica convivencia. 
La propia experiencia enseña que toda solución de paz, todo 
armónico entendimiento, fueron siempre más ventajosos para 
las Partes que la más afortunada guerra. Y  si aún no fuese esto 
así <jcómo pensar que el Ecuador y el Perú que en todo momen­
to de su vida internacional, como en toda Asamblea o Confe­
rencia americanas, fueron paladines del arbitraje y  de los medios 
jurídicos para evitar conflictos, no habrían de escoger ahora ru­
ta honorable donde discutir sus derechos en armónico y  frater­
nal espíritu?

Si panamericanismo es, en esencia, fuerza moral, acción pa­
cífica de nuestros pueblos que tienden a resolver de común 
consenso sus problemas, el mayor deber de América está en rea­
lizar política de cooperación conjunta entre ellos, a fin de con­
ciliar intereses opuestos, impidiendo, por sobre todo, que el
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desacuerdo llegue a perturbar la paz y quebrar la armonía en 
•que se desenvuelve hoy la vida ejemplar del Continente. Esa 
■acción concertada y  dirigida a tan nobilísimo fin, plasmará en 
realidad aquel glorioso sueño del Libertador que entrevio la co­
munidad americana unida por idénticas leyes, aspiraciones e 
intereses solidarios.

Alentemos la convicción, señor Ministro, de que el Ecuador 
y  el Perú, regidos hoy por ilustres Magistrados que honran a la 
democracia de América, estarán siempre a la altura de la hermo­
sa tradición y  los destinos de sus pueblos.

Dígnese, entretanto, transmitir a su Excelentísimo Gobier­
no la expresión de mi reconocimiento por la honra que me dis­
pensó al dirigirme la consulta arriba absuelta; aceptando las 
seguridades de mi consideración personal más distinguida.

E. DIEZ DE MEDINA.
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR CLOVIS BEVILAQUA

Ex—Consultor Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores del Bra­
sil! Catedrático de los Facultades de Derecho de Río de Janeiro y 

Recife; Miembro honorario del Instituto de la Orden de A bo­
gados Brasileños: Miembro Correspondiente o  de honor 

de varias Academias Jurídicas; Tratadista de Derecho 
Internacional, Derecho Civil, Legislación y 

Filosofía,

Río de Janeiro, Octubre 30 de 1941.
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T R A D U C C I O N

DIVERGENCIAS ENTRE NACIONES AMERICANAS CON 
RESPECTO A  LA LINEA LIMITROFE QUE LAS SEPARA

No se trata, en este escrito, de un estudio acerca de límites 
internacionales, en el que se examine el asunto en su fundamen­
to jurídico y  en sus aplicaciones, según los principios generales 
dominantes y  las adaptaciones a los hechos. Tan sólo atiende a 
algunos aspectos del problema internacional de límites y  de te­
rritorios disputados, que me han sido planteados y a los que 
contesto, suscintamente, com o a tesis de Derecho Internacional.

I.— El primer punto que se debe examinar es, precisamente, 
saber si la divergencia entre dos Estados vecinos, en cuanto 
a los respectivos límites, es de orden internacional o  interno; 
y, siendo internacional, sí ¿son aplicables a ella las Institucio­
nes con que el Derecho Internacional procura la solución pa­
cífica de las controversias que caen dentro de su esfera?

RESPUESTA:

a) Se halla perfectamente caracterizada la internacionali­
dad de la cuestión propuesta. Los dos Estados son personas de 
Derecho Internacional, ya que son miembros de la sociedad in­
ternacional; el objeto de la controversia e3 la extensión de la 
soberanía territorial de cada uno de los dos Estados; existe por 
lo tanto ahí un interés que traspasa la órbita del derecho interno; 
enfréntanse dos soberanías y, por eso, en la doctrina y los trata­
dos, siempre fue considerada como materia típicamente interna­
cional la fijación de límites entre países confinantes.
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Ni cabe la menor duda al respecto, visto que son dos Estados, 
que disputan sobre la extensión de los respectivos territorios y no 
pudiendo uno de ellos tener jurisdicción sobre el otro, por ser 
igualmente soberanos, la solución del conflicto escapa a la com­
petencia de uno solo.

b ) Las cuestiones de límites entre Estados son de las más 
comunes en Derecho Internacional. El Brasil, por ejemplo, cele­
bró tratados con sus vecinos para fijar sus límites; y , cuando no 
lo consiguió por acuerdo directo, el caso fue sometido a arbitraje 
voluntario. Y  así lo hicieron otras naciones suramericanas y eu­
ropeas.

II. — BLUNTSCHLI, en su clásico DERECHO INTERNA­
CIONAL CODIFICADO, traducción francesa de M. C. Lardy, 
considera derecho y obligación de los Estados limítrofes el fijar 
en común sus fronteras, para que puedan vivir en paz (Art. 296 
y  el respectivo inciso). La obligación resulta de que la autoridad 
del Estado no va más allá de la frontera con el vecino; y , para no 
traspasar esa línea, es su obligación fijarla, de acuerdo con el ve­
cino; el derecho correlativo se funda en el mismo hecho, conside­
rado desde el punto de vista opuesto: el Estado tiene derecho a 
fijar sus fronteras, porque dentro de ellas ejerce su autoridad so­
berana y el vecino no puede ejercer alguna.

En este orden de ideas, escribió A LBE R TO  U LLO A , Profe­
sor de Derecho Público Internacional de la Universidad Mayor 
de San Marcos, de Lima: “ Las fronteras son siempre convencio­
nales; provienen de una relación y  un acuerdo entre los Estados. 
Este acuerdo puede ser expreso, cuando, mediante un tratado, se 
fija la línea de límite, que después se marca sobre el terreno; o 
tácito cuando dos Estados se mantienen dentro de fronteras que 
los han separado secularmente, o que corresponden a otra razón
histórica". (DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO, I, 2? 
ed.. n. 377).

De lo expuesto se concluye que la DIFERENCIA DE LIMI­
TES ENTRE ESTADOS VECINOS ES DE ORDEN INTERNA­
CIONAL Y  NO INTERNO.

III. — Los litigios internacionales se resuelven:

a) Por acuerdo directo entre los Estados interesados.
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b) Por la intervención benévola de uno o más Estados ami­
gos (buenos oficios, mediación).

c )  Por medio de comisiones internacionales de Investiga­
ción y  Conciliación (Tratado Gondra, Convención General de 
Conciliación interamericana, Tratado antibélico de no agresión 
y de Conciliación, etc.)

d) Por arbitraje (Convención para la solución pacífica de 
los conflictos internacionales, concluida en La Haya el 18 de Oc­
tubre de 1907, Arts. 37 a 90, Tratado General de arbitraje inte­
ramericano, etc.)

Todos estos remedios son aplicables al caso propuesto. Crea­
dos por representantes de los Estados, que los recogieron de la 
experiencia y les impregnaron del espíritu de concordia interna- 
cinal y de solidaridad humana, destíñanse a evitar las agresiones 
y  la violencia, substituyéndolas por los consejos de la razón y  los 
dictámenes de la justicia. Recusarlos, cuando se establece una 
controversia de límites entre Estados vecinos o sobre otra rela­
ción jurídica de orden internacional, ES VIOLAR UN DEBER 
DE MIEMBRO DE LA SOCIEDAD DE LOS ESTADOS, OR­
G A N IZA D A  POR EL DERECHO INTERNACIONAL, Y HUIR 
DEL AMBIENTE JURIDICO DENTRO DEL CUAL SE DE­
SENVUELVEN LAS RELACIONES ENTRE ESTADOS CUL­
TOS.

IV.— El segundo punto de examen puede ser presentado así: 
Disputan dos Estados sobre la extensión de los respectivos te­
rritorios, en la parte en que confinan, y convienen en mante­
ner el STATU QUO de sus posiciones territoriales, entonces 
existentes, hasta que sea resuelta la controversia.
Sin embargo, uno de los Estados ocupa, por la fuerza, esos 
territorios disputados y otros nD discutidos, sin declaración 
de guerra.
Pregúntese: ¿Es admisible ante el Derecho Internacional y es­
pecialmente ante el derecho Americano, que un Estado re­
tenga, provisional o definitivamente, territorios así ocupados?

RESPUESTA:

Formular la consulta es darle inmediata respuesta, porque el 
Estado que así procedió, rompió el convenio por el cual se obli­
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gó a mantener el estado de cosas existente; v ioló  el principio del 
Derecho Internacional que repele el empleo de la fuerza para re­
solver controversias entre Estados; y, además, aquel otro manda­
miento, que condena la conquista, fue abiertamente menospre­
ciado. Es, pues, claro que ocupaciones de territorios en las condi­
ciones expuestas, merecen franca reprobación del Derecho 
Internacional que, inspirándose en la justicia y  aspirando a la paz, 
se esfuerza en ofrecer soluciones dignas de la civilización y de la 
ética a todas las cuestiones internacionales. Significativo, entre 
todos, de la orientación del Derecho Internacional moderno, rela­
tivamente al caso planteado, es el pacto de París o BriandHCel- 
logg. que CONDENA EL RECURSO A  L A  G U E R R A  PARA 
L A  SOLUCION DE CONTROVERSIAS INTERNACIONA­
LES y afirma que TODAS LAS CON TRO VERSIAS O  CON­
FLICTOS, SEA CUAL FUERE SU N A T U R A L E Z A  U ORI­
GEN, se han de resolver POR MEDIOS PACIFICOS.

A  ese tratado de NO AGRESION Y  RENUNCIA A  LA 
GUERRA, firmado por quince Estados, se adhirieron cuarenta 
y  ocho, entre los cuales muchos americanos, com o el Brasil, Chi­
le, Colombia, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Ecuador, 
Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Para­
guay, Perú y  Venezuela.

En América la depuración del Derecho Internacional en el 
sentido de desterrar la violencia y asegurar la eficacia de los me­
dios pacíficos ha tenido señalado relieve.

Destaqúense algunos actos que expresan, elocuentemente, 
esa norma.

El Tratado General de Arbitraje Interamericano concluido 
en Washington el 5 de Enero de 1929, en igual forma que el tra­
tado Briand-Kellogg, condena la guerra com o instrumento de po­
lítica nacional y  adopta el Arbitraje obligatorio para resolver las 
controversias internacionales de carácter jurídico. En el Art. 1? 
declara: "Las Altas Partes Contratantes se obligan a someter a 
arbitraje todas las diferencias de carácter internacional que hayan 
surgido o surgieren entre ellas con motivo de la reclamación de 
un derecho, formulada por una contra otra en virtud de un trata­
do o por otra causa, que no haya sido posible ajustar por la vía 
diplomática y que sea de naturaleza jurídica por ser susceptible
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de decisión mediante la aplicación de los principios del derecho. 
Se consideran incluidas entre las cuestiones de orden jurídico: a) 
la interpretación de un tratado; b ) CUALQUIER PUNTO DE 
DERECHO INTERNACIONAL; c )  LA  EXISTENCIA DE T O ­
DO HECHO QUE SI FUERE COMPROBADO CONSTITUI­
RIA  VIOLACION DE UNA OBLIGACION INTERNACIO­
N AL; d) la naturaleza y extensión de la reparación que debe 
darse por el quebrantamiento de una obligación internacional''.

La controversia respecto de límites entre Estados confinan­
tes es indiscutiblemente, como ya quedó afirmado, PUNTO DE 
DERECHO INTERNACIONAL. La retención de territorios con­
testados y  de otros no discutidos, con ejercicio sobre los mismos 
de plena soberanía, ya que los no discutidos son considerados por 
el Estado de ellos apartado com o legítimamente suyos, es un he­
cho que, si fuere comprobado, CONSTITUYE VIOLACION DE 
UNA OBLIGACION INTERNACIONAL .

El tratado Gondra fue celebrado en Santiago, el 3 de Mayo 
de 1923, con la intención de mantener una paz inmutable entre 
todas las naciones del mundo. Dice en su Art. 1?: “ Toda cues­
tión que, por cualquiera causa, se suscitare entre dos o más de las 
Altas Partes Contratantes, y  que no hubiera podido ser resuelta 
por la vía diplomática, ni llevada a arbitraje en virtud de Trata­
dos existentes, será sometida a la investigación e informe de una 
Comisión constituida del modo que establece el artículo 4®*\ Este 
Art. 4® manda que la Comisión investigadora se halle compuesta 
por 5 miembros; dos indicados por cada uno de los Estados, pu- 
diendo uno de ellos ser de su propia nacionalidad, y  el quinto se­
rá elegido por los ya designados y  será el Presidente.

La Convención General de Conciliación ínteramericana, fir­
mada en Washington el 5 de Enero de 1929, cuyo pensamiento 
fue demostrar que la condenación de la guerra como instrumento 
de política nacional constituye una de las bases fundamentales de 
las relaciones interamericanas, declara, en su Art. 19, que las par­
tes contratantes se comprometen a someter a los procesos de con­
ciliación “ todas las controversias de cualquier naturaleza que por 
cualquier causa hayan surgido o surgieren entre ellas y  que no 
haya sido posible resolver por la vía diplomática". Esta Conven­
ción fue ratificada por 1 7 Naciones americanas.

El tratado antibélico de no agresión y de conciliación, firma-
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rio en R ío de Janeiro, el 10 de Octubre de 1933, se propone “ con­
denar la guerra de agresión y las adquisiciones territoriales obte­
nidas mediante la conquista por la fuerza de las armas ’ y 
“ substituirlas por soluciones pacíficas, basadas en conceptos 
elevados de justicia y  de equidad".

Hé aquí el ambiente ético-jurídico de América, hecho de senti­
mientos de paz y justicia, de benevolencia y  equidad. No es com­
patible con él la ocupación por la fuerza de las armas de territo­
rios respecto a los cuales la Nación vecina del Estado ocupante 
alega títulos. Esta controversia, ante el Derecho Internacional 
expresado en los convenios o tratados americanos, debe ser re­
suelta por los medios pacíficos que éste ofrece.

TERCER PUNTO:

V.— La retención, aún provisional y  “ como medida de segu­
ridad”  de territorios litigiosos y de otros no discutidos, ¿po­
dría ser tolerada por América, que ha declarado “ que no ten­
drán validez ni producirán efectos jurídicos la ocupación, ni 
la adquisición de territorios, ni ninguna otra modificación o 
arreglo territorial de fronteras, mediante la conquista por la 
fuerza, o que no sean obtenidos por medios pacíficos” ?

RESPUESTA:

Esta materia ya fué implícitamente considerada líneas arriba; 
por tanto la respuesta está dada. Sin embargo, es interesante re­
cordar que los representantes de toda América, reunidos en Wash­
ington en 1932, declararon no reconocer, como dice la consulta, 
determinación alguna territorial que no haya sido obtenida por 
medios pacíficos, ni validez de adquisiciones territoriales obte­
nidas por ocupación o conquista por la fuerza de las armas.

Es América entera la que así se expresa, afirmando, solemne­
mente, un principio de derecho incontrovertible en el Continen­
te. Consecuentemente ella no puede tolerar que un país america­
no retenga, aunque sea sólo provisionalmente y  a título de 
seguridad, territorios litigiosos o  no discutidos sobre los cuales el 
vecino alegue derechos. Mientras los Estados divergentes espe­
ran la aplicación de los medios adoptados para la solución, pueden 
los referidos territorios ser neutralizados, o sometidos a un M 0- 
DUS VIVENDI acordado por los mismos Estados.
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Cuarto punto.— Dentro de las Instituciones y principios ame­
ricanos, consagrados en numerosas convenciones y declara­
ciones, ¿puede admitirse la retención de territorios litigiosos 
ocupados mediante despojo violento, aunque sea con el pre­
texto de evitar nuevas y supuestas agresiones, o de conseguir 
la renuncia del Estado despojado a la reclamación de las Pro­
vincias disputadas?

RESPUESTA:

Ese pretexto (u otro) no disimula el acto de fuerza, que 
consiste en el despojo violento, y las afirmaciones de los pueblos 
americanos en sus Conferencias y tratados condenan el predo­
minio de la fuerza en las relaciones internacionales del Continen­
te, cuyos Estados tienen derechos iguales entre sí y  viven bajo 
las mismas normas del Derecho de Gentes en vigor en América.

En la séptima Conferencia Internacional Americana, reunida 
en Montevideo, se afirmó una vez más que las Naciones america­
nas consagran definitivamente, como regla de su conducta, la 
obligación precisa de no reconocer las adquisiciones de territorios 
o de ventajas especiales, que se realizaren por la fuerza.

El pretexto de evitar agresiones, aun poniendo de lado la ma­
la fe, expresa la situación de superioridad que un Estado se arro­
ga, superioridad que, no existiendo en derecho, sólo puede 
fundarse en la fuerza. El Estado más poderoso impondría su vo­
luntad al otro. Sería el régimen del poder militar y  no del derecho.

Tal modo de proceder es inadmisible en América, en donde 
todas las Naciones son iguales y el derecho, en las relaciones in- 
ternapionales, es igual para todas.

CLOVIS BEVILAQUA.

Río de Janeiro, 30 de Octubre de 1941.
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D IC T A M E N  JU R ID IC O

DOCTOR DANIEL ANTOKOLETZ

Profesor de Derecho Internacional Público en tía Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales de Buenos Airea; ex—Asesor técnico de las De­

legaciones Argentinas ante Ja Primera Asamblea de la Sociedad 
de las Naciones y  ante Ja 5^ Conferencia Internacional 

Americana; Delegado de la República Argentina a la 
V il Conferencia Internacional Americana y a 

la Conferencia Interamericana de Consoli­
dación de la paz

Buenos Aire», Noviembre S de 1941.
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¿Cree usted que un problema acerca del cual los Par­
tes convinieron, de mutuo acuerdo, resolverlo recurriendo a un 
árbitro, es cuestión interna de uno de los Estados y nó dife­
rencia internacional, y que, consiguientemente, no son aplica­
bles a él las Instituciones con que el Derecho Internacional 
procura la solución pacífica de las controversias que caen den­
tro de su esfera?

El problema no es cuestión interna de ninguno de los dos paí­
ses, sino un litigio de orden internacional regido por los trata­
dos pacifistas americanos y especialmente por el Pacto Antibé­
lico que es ley en ambas naciones.

I

II

¿Es admisible ante el Derecho Internacional y especial­
mente ante el Derecho Americano, que un Estado retenga 
provisionalmente, o  definitivamente, territorio ocupado por 
la fuerza de las armas y sin previa declaración de guerra?

Ante el derecho americano y el Pacto susodicho, no es ad­
misible.

I I I

La retención, aún provisional, y “ como medida de seguri­
dad”  de territorios litigiosos y de otros no discutidos ¿podría 
ser tolerada por América que ha declarado que no tendrán 
validez ni producirán efectos jurídicos la ocupación ni la 
adquisición de territorios, ni ninguna otra modificación o  arre­
glo territorial de fronteras, mediante la conquista por la fuer­
za o que no sean obtenidos por medios pacíficos?
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Sólo a título de statu-quo podría retenerse provisionalmente 
por el país que haya estado en posesión del territorio, si mediara 
convenio de no innovar.

I V

Dentro de las instituciones y principios americanos con* 
sagrados en numerosas Convenciones y Declaraciones, ¿puede 

admitirse la retención de territorios litigiosos ocupados me­
diante despojo por la fuerza, aún con el pretexto de evitar 
nuevas y supuestas’ agresiones o  de conseguir la renuncia de 
un Estado a reclamar las provincias disputadas?

Nó.
DANIEL ANTOKOLETZ.

Buenos Aires, 5 de Noviembre de 1941.
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D IC T A M E N  JU R ID IC O

DOCTOR RICARDO J. ALFARO

ex—Presidente de !a República de Panamá; Vicepresidente de 
la VI" Conferencia Internacional Americana y  de la Con­

ferencia Americana de Conciliación y  Arbitraje; Se­
cretario de! Instituto de Derecho Internacional 

Americano.

Washington, Noviembre 11 de 1941.
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El Gobierno de la República del Ecuador, por el órgano de 
su Embajador Extraordinario y Plenipotenciario ante el G o­
bierno de los Estados Unidos de América, ha tenido a bien soli­
citar mi concepto acerca de las cuatro cuestiones que adelante 
transcribo, a las cuales he dado respuesta de la manera que 
aparece a continuación de cada una.

PRIMERA CUESTION

“ El Perú reconoció siempre que el problema llamado de lí­
mites entre él y el Ecuador, se refería al dominio sobre vastos 
territorios; y acudió al Rey de España para que, como árbi­
tro, resolviese a cuál de los dos países correspondían esos te­
rritorios.
“ Tanto el Ecuador como el Perú determinaron ante el árbi­
tro las líneas contrapuestas de demarcación que a juicio de 
ellos aseguraba su derecho. Entre estas líneas contrapuestas 
se encuentran los territorios disputados.
“ Sin embargo, en los últimos tiempos el Perú ha pretendido 
que el problema no es de carácter internacional, y  que su de­
cisión compete exclusivamente a la soberanía peruana.
“ ¿Cree usted que dicho problema es cuestión interna del Pe­
rú, y no es diferencia de orden internacional y que, consiguien­
temente, no son aplicables a él las instituciones con que el De­
recho Internacional procura la solución pacífica de las contro­
versias que caen dentro de 3u esfera?”

Una cuestión que versa sobre la frontera entre dos nacio­
nes; que ha sido discutida por esas dos naciones desde su adve­
nimiento a la vida independiente; que envuelve pretensiones 
opuestas de cada una de ellas que, de realizarse, han de afectar 
su área territorial y, por consiguiente, su soberanía sobre par­
te más o menos extensa del territorio nacional; que ba sido 
objeto de negociaciones diplomáticas entre los gobiernos inte­
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resados por espacio de más de un siglo; que llevó dos países 
hermanos a guerra internacional en 1829; que después de ser 
debatida por medio de las armas es objeto del tratado de paz 
con que termina jurídicamente la guerra; que continúa siendo 
materia de divergencias, discusiones, gestiones y  negociaciones 
diplomáticas durante los cincuenta y  ocho años posteriores al 
supradícho tratado de paz; que origina un bloqueo pacífico por el 
Perú en 1859; que es luego sometida a la decisión de un soberano 
para que la resuelva como árbitro juris; que durante el curso de 
ese arbitraje da lugar a un nuevo tratado con el cual se intenta 
fijar una vez por todas la frontera mediante el acuerdo di­
recto, pero que no llega a ser ratificado; que por la no ratificación 
del citado pacto da lugar a que se renueve el juicio arbitral; 
que por haberse inhibido el real árbitro de proferir fallo queda 
de nuevo pendiente de solución; que más tarde es objeto de un 
protocolo en aue las Altas Partes, acuerdan ir a tratarla amis­
tosamente en Washington por medio de com isiones investidas 
de alto rango y  representación diplomática, y  estipulan para 
el caso de no llegarse a un acuerdo directo, un arbitraje even­
tual ante el Presidente de los Estados Unidos; que también ha 
dado lugar a la interposición amistosa de tres potencias conti­
nentales — -Argentina, Brasil y  Estados Unidos—  con la mira 
de buscar y acelerar la solución pacífica del litigio; una cues­
tión, en fin, aue por versar sobre el dominio, señorío o propie­
dad de determinados territorios, y  por tener com o obieto la fiia- 
ción definitiva de la frontera entre dos naciones concierne di­
rectamente a su territorio y  a su soberanía, es una cuestión in­
ternacional por su origen, por su objeto, por su esencia, por la 
forma en que es o puede ser tratada, y por sus consecuencias 
eventuales, y  no alcanzo a ver cómo pueda sostenerse que es 
cuestión interna de una sola de ellas.

Conflicto caracterizado por las circunstancias arriba ex­
puestas, es además de internacional, clara v  netamente jurídi­
co, desde luego que es susceotible de decisión mediante la apli­
cación de los principios del derecho. La controversia ecuatoria­
no-peruana envuelve en efecto las siguientes cuestiones de or­
den jurídico:

a) La interpretación de varios tratados públicos celebra­
dos con la mira de resolver el problema de los límites, señala­
damente el de 22 de Septiembre de 1829;
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b) La cuestión del valor jurídico que tengan las diferen­
tes cédulas y  otros actos de la Corona de España según los 
cuales debe determinarse la manera concreta como tiene apli­
cación el principio del uti possidetis juris a la controversia;

c )  La cuestión de los derechos u obligaciones que hayan 
engendrado conforme al derecho internacional los actos ejecu­
tados por las Partes durante la litispendencia con relación a 
los territorios disputados;

d) La cuestión del valor jurídico y  la licit.uT o ilicitud de 
tales actos conforme al derecho internacional;

e) La existencia o  inexistencia de hechos que si fueren 
comprobados constituirían violación del derecho internacional.

(La susceptibilidad de decisión de estos puntos mediante 
aplicación de los principios del derecho en la divergencia de 
límites entre el Ecuador y Perú establece su carácter jurídico 
y  su arbitrabilidad obligatoria conforme al Art. 1° del Tratado 
General de Arbitraje Interamericano suscrito en Washington 
el 5 de enero de 1929 y  conforme al Art. 36 del Pacto de la 
Sociedad de las Naciones salvas naturalmente, las reservas de 
las Partes.

Parece igualmente evidente que el derecho internacional 
no deja la cuestión de las fronteras de un Estado con otro a 
la competencia exclusiva de cada Estado. Las controversias so­
bre fronteras no están ni pueden estar comprendidas en el do­
minio de la jurisdicción doméstica y  están regidas por el dere­
cho internacional. En América rige esas controversias el prin­
cipio internacional del uti possidetis juris, amplia y  repetida­
mente reconocido, invocado y aplicado tanto por el Perú como 
por el Ecuador durante toda su vida independiente. Ese prin­
cipio fué definido en el Tratado de Confederación firmado el 
8 de febrero de 1848 en Lima, por los Plenipotenciarios de la 
Nueva Granada, el Ecuador y  el Perú en los siguientes tér­
minos;

“ Las Repúblicas confederadas declaran tener un derecho per­
fecto a la conservación de los límites de sus territorios según
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existían al tiempo de la independencia de la España los de loa 
respectivos Virreinatos, Capitanías Generales o Presidencias en 
que estaba dividida la América Española". Este Tratado no fué 
ratificado pero el valor técnico de la exposición del principio 
es evidente.

Paul Fauchille dice a este respecto:

"Todas las repúblicas de ia América del Sur han admitido 
com o base para el trazado de sus fronteras el principio del uti 
possidetis de 1810” . (Eusebio Ayala, V  Uti possidetis et le ré- 
glement des questions territoriales en A m érique).

No es el caso, desde luego, de entrar a examinar el mérito 
de la doctrina y las diferentes interpretaciones, observaciones 
y  críticas que de ella hacen diversos autores. A qu í no se trata 
sino de consignar el hecho indudable de que el Uti possidetis 
es un principio de derecho internacional por el cual se rigen las 
cuestiones de límites y  que siendo estas cuestiones susceptibles 
de decisión mediante la aplicación de ese principio de derecho, 
la naturaleza jurídica e internacional de tales cuestiones es cosa 
que no puede someterse a duda.

SEGUNDA CUESTION

“ El Perú, despojando al Ecuador, ha ocupado, sin declara­
ción de guerra, por la fuerza de las armas, territorios dispu­
tados, sujetos como tales al statu-quo inherente a la ütispen- 
dencía, al especial establecido en 1936 por convenio entre los 
dos Estados y al compromiso de no innovar la situación pre­
existente, contraído ante los mediadores, y ha ocupado así 
mismo territorios no discutidos. ¿Es admisible ante el Dere­
cho Internacional y especialmente ante el Derecho America­
no, que un Estado retenga, provisional o  definitivamente, te­
rritorios así ocupados ?*'

El Derecho Público Americano consagra diversos princi­
pios fundamentales que proscriben la guerra y  la fuerza entre 
la9 naciones hermanas del nuevo mundo. Am érica tiene como 
tradición internacional honrosa su voluntad de ser un continen­
te de paz. Hemos opuesto siempre a la llamada “ voluntad de 
potencia", la "voluntad de la paz", el propósito inalterable de
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buscar en las vías de la fraternidad, de la razón y de la ley la 
solución de todas nuestras controversias.

Esa voluntad se esboza ya con rasgos vigorosos en los ar­
tículos 2, 13, ordinales 2? y 3®, 16 17 y 19 del Tratado de U- 
nión, Liga y Confederación Perpetua suscrito en Panamá el 15 
de julio de 1826. Se manifiesta como firme tendencia en los 
congresos di» Lima en 1847-48, en las conferencias de Santia­
go de Chile y de Washington en 1856, y  en el segundo y jus­
tamente célebre congreso americano celebrado en Lima en 
1864. Es pertinente recordar que cuando este último Congre­
so fue convocado por el Ministro de Relaciones Exteriores del 
Perú, señor Juan Antonio Ribeyro, expresó entre los puntos 
que debían discutirse en el Congreso, el siguiente:

"4. Dictar todas las medidas y aceptar todos los princi­
pios que tiendan al arreglo de todas las disputas de límites, que 
son en casi todos los Estados americanos causa de querellas, 
animosidades y  aún guerras internacionales, tan desastrosas 
para el honor como para la prosperidad de las naciones” . (Tra­
ducción del texto inglés de José Ignacio Rodríguez, “ Interna­
tional American Conference” , V ol. IV, Historical Appendix, 
Washington, 1890).

En las conferencias subsiguientes, la proscripción de la gue­
rra, la voluntad de la paz, la adhesión a los métodos de solu­
ción pacífica de los conflictos, encuentran expresión enérgica 
en los siguientes principios:

1. La condenación de las adquisiciones territoriales a tí­
tulo de conquista.

2. El no reconocimiento de adquisiciones territoriales 
efectuadas por medio del uso o la amenaza de la fuerza.

3. La condenación de la guerra como instrumento de po­
lítica nacional o internacional.

4. La proscripción del cobro compulsivo de las deudas 
públicas.

5. El arreglo pacífico de las controversias internacionales.
6. La obligatoriedad del proceso de conciliación en todas 

las divergencias, cualesquiera que sean su origen o naturaleza.

51

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



7. La obligatoriedad del arbitraje en las diferencias de ca­
rácter jurídico.

8. Especificadamente, la obligatoriedad del arbitraje en 
las controversias que tengan por base una reclamación de ca­
rácter pecuniario.

Estos principios se encuentran formulados ínter-alia en I09 
actos, declaraciones, resoluciones y  pactos continentales que se 
expresan a continuación:

La Primera Conferencia Internacional Americana, reunida 
en Washington, aprobó el 18 de abril de 1890 una Recomenda­
ción en que después de enérgicos considerandos se encarecían 
las siguientes declaraciones;

1? El principio de conquista queda eliminado del Derecho 
Público Americano, durante el tiempo que esté en vigor el tra­
tado de arbitraje.

21? Las cesiones de territorio que se hicieren durante el 
tiempo que subsista el tratado de arbitraje, serán nulas, si se 
hubiesen verificado bajo la amenaza de la guerra o la presión 
de la fuerza armada.

39 La nación que hubiere hecho tales cesiones tendrá dere­
cho para exigir que se decida por arbitramento acerca de la va­
lidez de ellas.

4‘3 La renuncia del derecho de recurrir al arbitraje hecha 
en las condiciones del art. 2?, carecerá de valor y  eficacia.

Esta condenación de la violencia fue corroborada más tarde 
por la Sexta Conferencia, reunida en La Habana, por medio de 
esta resolución aprobada el 18 de febrero de 1928:

Considerando:

Que las naciones americanas deberán siempre inspirarse en 
la cooperación solidaria para la justicia y  el bien general;

Que nada se opone tanto a esa cooperación com o el uso de 
la violencia;
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Que no hay controversia internacional, por seria que sea, 
que no se pueda arreglar pacíficamente, si las Partes /desean en 
realidad alcanzar una solución pacífica;

Que la guerra de agresión constituye un crimen internacio­
nal contra el género humano,

Resuelve:

I. T oca  agresión se considera ilícita y por tanto se declara 
prohibida.

II. Lds Estados americanos emplearán todos los medios 
pacíficos para resolver los conflictos que entre ellos se susci­
ten.

Por medio de esta resolución América se adelantó a Euro­
pa en condenar por acto multilateral la agresión y la violencia, 
com o lo hizo después, el 27 de agosto de 1928, el Tratado de 
París sobre Renuncia de la Guerra, al cual se adhirieron tanto 
Ecuador com o Perú, y que estipula lo siguiente:

I. Las Altas Partes contratantes declaran solemnemente, 
en nombre de sus respectivos pueblos, que condenan el que se 
recurra a la guerra para solucionar controversias internacionales 
y renuncian a ella como instrumento de política nacional en sus 
relaciones entre sí.

II. Las Altas Partes Contratantes convienen en que el arre­
glo o solución de toda diferencia o conflicto, cualquiera que 
fuere su naturaleza o su origen, que se suscitare entre ellas, 
jamás procurarán buscarlo por otros medios que no sean pací­
ficos.

De mayor Ínteres en el caso que se examina, por la refe­
rencia especial a las controversias territoriales, es el Pacto An­
tibélico de No Agresión y Conciliación, suscrito en Río de Ja­
neiro el 1 0 de octubre de 1933, al cual adhirieron también E- 
cuador y  Perú, y  cuyos artículos I y  II estipulan: I.

I. Las Altas Partes Contratantes declaran solemnemente 
que condenan las guerras de agresión en sus relaciones mutuas
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o con otros Estados, y  que el arreglo de los conflictos o di­
vergencias de cualquier clase que se susciten entre ellas, no 
deberá realizarse sino por los medios pacíficos que consagra el 
derecho internacional.

II. Declaran que entre las Altas Partes Contratantes las 
cuestiones territoriales no deben resolverse por la violencia, y 
que no reconocerán arreglo territorial alguno que no sea obte­
nido por medios pacíficos, ni la validez dfe la ocupación o ad­
quisición dé territorios que sea lograda por la fuerza de las ar­
mas.

Inspiradas en el criterio de pacifismo y  legalidad consignado 
en los actos antes citados, y  con motivo del con flicto entre So­
livia y Paraguay, las Repúblicas de América (exceptuadas las 
dos beligerantes) hicieron el 3 de agosto de 1932 la memora­
ble declaración siguiente:

"El respeto al derecho es una tradición entre las naciones 
americanas, las cuales s!e oponen a la fuérza y  renuncian a ella 
tanto para la solución de sus controversias cuanto para utili­
zarla como un instrumento de política nacional en sus relacio­
nes recíprocas. Ellas han sido por mucho tiem po los líderes 
de la doctrina de que el arreglo de todas las disputas y  conflic­
tos de cualquier naturaléza u origen que se puedan suscitar 
entre ella9, solé será procurado ñor medios pacíficos. La histo­
ria de las naciones americanas demuestra que todas sus contro­
versias territoriales y  de límites han sido arregladas por tales 
medios. Por esto las naciones de América declaran que la 
disputa del Chaco es susceptible de una solución pacífica y pi­
den encarecidamente a Bolivia y Paraguay que sometan inme­
diatamente la solución de esta controversia a un arreglo por 
arbitraje u otro medio amistoso que fuere aceptable para ambos.

"Las naciones de América declaran también que no recono­
cerán arreglo territorial alguno de esta controversia que no sea 
obtenido por medios pacíficos ni la validez de adquisiciones 
territoriales que sean obtenidas mediante ocupación o conquis­
ta por fuerza de las armas” .

La Convención sobre Derechos y Deberes de los Estados, 
suscrita en Montevideo durante la Séptima Conferencia, en su 
artículo II formula así el postulado de la paz y  del derecho:
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“ Los Estados contratantes consagran en definitiva como 
norma de su conducta, la obligación precisa de no reconocer 
las adquisiciones territoriales o de ventajas especiales qüe se 
realicen per la fuerza, ya sea que ésta consista en el uso de 
las armas, en representaciones diplomáticas conminatorias o en 
cualquiera otro medio de coacción efectiva. El territorio de 
los Estados es inviolable y no puede ser objeto de ocupaciones 
militares ni de otras medidas de fuerza impuestas por otro Es­
tado, ni directa ni indirectamente, ni por motivo alguno, ni 
aun de manera temporal” .

El espíritu americano tuvo nueva confirmación en la Con­
ferencia Interamericana de Consolidación de la Paz reunida en 
Buenos Aires, cuando al suscribir por voto unánime las repú­
blicas del nu>evo mundo la “ Declaración de Principios sobre So­
lidaridad y  Cooperación Interamericanas”  se pronunciaron en 
estos términos:

“ 39 Son principios aceptados por la comunidad americana 
los siguientes:

(a ) La proscripción de la conquista territorial, y  en con­
secuencia, ninguna adquisición hecha por la violencia será re­
conocida;

( c )  Es ilícito el cobro compulsivo de las deudas pecunia­
rias; y

(d ) Toda diferencia o disputa entre las Naciones de Amé­
rica, cualesquiera que sean su naturaleza y su origen, será re­
suelta por la vía de la conciliación, del arbitraje amplio o de 
la justicia internacional".

La VIII Conferencia, celebrada en Lima en 1938, produjo 
dos actos de reafirmación de las normas pacifistas. El primero, 
de flecha 22 de diciembre, dice así:

“ La Octava Conferencia Internacional Americana, DECLA­
R A : Que reitera como principio fundamental del Derecho Pú­
blico de América, que no tendrán validez ni producirán efec­
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tos jurídicos ia ocupación ni la adquisición de territorios ni 
ninguna otra modificación o arreglo territorial o de fronteras 
mediante la conquista por la fuerza, o que no sean obtenidos 
por m'edios pacíficos.

’ El compromiso del no reconocimiento de las situaciones de­
rivadas de los hechos antes mencionados, constituye un deber 
•que no puede ser eludido unilateral ni colectivam ente”

El segundo acto es la "Declaración de Principios America­
nos” , suscrita el 24 de diciembre de 1938, que consigna los 
siguientes:

” 2? Todas las diferencias de carácter internacional deben 
'ser resueltas por medios pacíficos;

3? No es lícito el uso de la fuerza com o instrumento de 
política nacional o internacional;

49 Las relaciones entre los Estados deben obedecer a las 
normas del derecho internacional” .

La adhesión a los métodos pacíficos dis solución de ios con­
flictos tuvo expresión más directa y específica en la resolución 
de la Segunda Conferencia, celebrada en M éxico en 1902, por 
rntedio de la cual las repúblicas americanas reconocieron los 
principios consignados en las Convenciones de La Haya de 29 
de Julio de 1899, “ como parte del Derecho Público Internacio­
nal Americano” . La tuvo también en el artículo 1 0 de la antes 
citada Convención de Montevideo sobre Derechos y  Deberes 
de los Estados, estipulación que es del siguiente tenor:

“ Es interés primordial de los Estados la conservación de la 
paz. Las divergencias de cualquier clase que entre ellos se 
susciten, deben arreglarse por los medios pacíficos reconoci­
dos” .

La obligatoriedad de los procedimientos de conciliación se 
halla establecida en el artículo 19 de la C onvención General 
de Conciliación Interamericana, según el cual,

"Las Altas Partes Contratantes se obligan a someter al pro­
cedimiento de conciliación. . . .  todas las controversias de cual­
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quier naturaleza que por cualquier causa hayan surgido o sur­
gieren entre ellas y que no haya sido posible resolver por la 
vía diplomática” .

La obligatoriedad del arbitraje para la decisión de las con­
troversias de carácter jurídico quedó pactada en el artículo 1° 
del Tratado General de Arbitraje Interamericano. Los dos pac­
tos fueron firmados en Washington el 5 de enero de 1929.

Es oportuno hacer presente que cuando se firmó aquel tra­
tado, Paraguay hizo reserva de "las cuestiones que afectan di­
recta o indirectamente la integridad del territorio nacional y  no 
sean meramente de fronteras o de límites” . El Ecuador no hizo 
reserva alguna a este respecto. El Perú suscribió y ratificó el 
Tratado sin reservas de ninguna clase.

En la resolución de La Habana por medio de la cual se dis­
puso celebrar la Conferencia de Conciliación y Arbitraje de 
Washington se consignaron las siguientes declaraciones:

"Las Repúblicas americanas desean expresar que condenan 
la guerra com o instrumento de política nacional en sus relacio­
nes mutuas” .

"Las Repúblicas americanas tienen el más ferviente deseo 
de contribuir de todas las maneras posibles al desarrollo de los 
métodos internacionales para el arreglo pacífico de los conflic­
tos entre los Estados” .

"Las Repúblicas Americanas adoptan el arbitraje obligato­
rio com o el medio que emplearán para la solución pacífica de 
sus diferencias internacionales de carácter jurídico” .

Quedan sin duda otros textos similares que podrían citarse. 
Ello sería prolijo. Los que se han reproducido muestan con a- 
bundancia que cuando quiera que las repúblicas del nuevo 
mundo se han congregado para deliberar acerca de sus altos 
intereses comunes, siempre ha habido alguna expresión de jus­
tificada condenación de las vías de la fuferza y  de adhesión 'en- 
noblecedora a las instituciones del derecho y de la justicia in­
ternacional.
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Las mismas partes en este conflicto han obrado de confor­
midad con esa doble tendencia, al negociar diplomáticamente 
en diferentes épocas, durante el siglo ya largo que ha durado 
la cuestión, al someterla al arbitramento juris del soberano es­
pañol, y por último al pactar por medio del protocolo de 1924, 
el envío de Delegaciones especiales a W ashington para tratar 
AMISTOSAMENTE el asunto de los límites y  eventualmente 
el arbitraje ante el Presidente de los Estados Unidos de Amé­
rica.

Y  los propósitos pacifistas del Protocolo de 1924 tuvieron 
confirmación en el convenio efectuado en 1936 de no alterar la 
situación existente de hecho con ocupaciones o avances territo­
riales.

Estimo por lo tanto que la ocupación o retención provisio­
nal o definitiva de territorios litigiosos, llevada a cabo por me­
dio de la fuerza, sería claramente contraria al Derecho Público 
Americano, a la tradición pacifista del continente, a las doctri­
nas sostenidas con fervor por las dos Altas Partes y  a los com­
promisos específicos adquiridos por cada una de ellas durante 
la discusión diplomática y  amigable de esta diferencia.

TERCERA CUESTION

"La retención, aún provisional y “ como medida de segun­
dad” , de territorios litigiosos y de otros no discutidos, ¿po­
dría ser tolerada por America, que Ha declarado “ que no 
tendrán validez ni producirán efectos jurídicos la ocupación 
ni la adquisición de territorios, ni ninguna otra modificación o 
arreglo territorial de fronteras, mediante la conquista por la 
fuerza, o que no sean obtenidos por medios pacíficos?”

De lo dicho en la sección anterior se colige necesariamente 
que en los casos en que se hubieren efectuado ocupaciones o 
avances territoriales, surge la obligación de retrotraer las cosas 
al estado en que se encontraban ante3 de efectuarse el acto de 
fuerza. Un acto contrario al derecho no puede engendrar de­
rechos. Y  el acto nulo deja en pie la situación jurídica exis­
tente antes de su ejecución. Por otra parte, la retención de te­
rritorios ocupados por medio de la fuerza, no podría ser reco­
nocida como válida por los Estados de América, de conformi­
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dad con la bien conocida y vigorosamente afirmada doctrina 
que han enunciado repetidamente en los tratados, convencio­
nes, resoluciones y declaraciones antes citados, tendientes todos 
a proscribir el uso de la fuerza y  a consolidar el reinado de la 
paz y  del derecho.

CUARTA CUESTION

“ Dentro de las instituciones y principios americanos, consa­
grados en numerosas convenciones y declaraciones, ¿puede 
admitirse la retención de territorios litigiosos ocupados me­
diante despojo por la fuerza, aún con el pretexto de evitar 
nuevas y supuestas agresiones, o de conseguir la renuncia del 
Ecuador a la reclamación de las provincias disputadas?”

Ninguna causa real ni ningún pretexto pueden, a mi juicio, 
justificar hechos de fuerza que tengan por consecuencia la al­
teración del statu quo entre dos naciones que expresan el pro­
pósito de ajustar una controversia territorial en vía pacífica. 
Tam poco puede justificarse con ningún propósito el recurso ¿ 
la violencia o la ejecución de medidas militares o políticas de 
cualquier género que constituyan amenaza o uso actual de la 
fuerza y  que se traduzcan en coerción de una de las partes so­
bre la otra. Surgida la divergencia territorial, expresado por 
las Partes el deseo y el propósito de buscarle y de darle solu­
ción pacífica, lo conforme con la lógica, con la razón, con el 
espíritu de la fraternidad interamericana y  con los principios 
continentales del intercambio internacional, es que se manten­
ga el statu quo, y  por ende, es inadmisible todo acto que cons­
tituya avance, ocupación, despojo, o retención de territorios li­
tigiosos.

Por lo demás, este punto está especificadamente resuelto en­
tre las Partes por el Acta suscrita en Lima el 6 de julio de 
1936, que dice así en su artículo III:

"El Perú y  el Ecuador mantendrán el statu quo de sus ac­
tuales posesiones territoriales hasta el término de las negocia­
ciones en Washington y del proceso arbitral, sin que ello im­
plique reconocimiento por una de las Partes del derecho de la 
otra a los territorios actualmente poseídos".
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Eí proceso arbitral es obligatorio y  no 'ha llegado a su tér­
mino. El derecho convencional pactado en el Acta de í 936 si­
gue complementando y corroborando los principios generales 
del derecho internacional.

A titulo de sincero amigo del Ecuador y del Perú, e invo­
cando la profunda devoción que me inspira la causa de la paz 
y  de la solidaridad en América, séame dado expresar, antes de 
concluir, los fervientes votos que formulo por un pronto y sa­
tisfactorio arreglo de toda diferencia entre dos repúblicas her­
manas que ocupan sitial honroso en la comunidad continental.

r . J. A L F A R O .

Washington, II de noviembre de 1941.
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Profesor de Derecho Internacional 
en la Universidad de Bogotá

B ogotá , N ov iem b re  12 de 1941.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



CUESTION I

Como consecuencia de las diferencias territoriales que exis­
ten actualmente entre las Repúblicas del Ecuador y del Perú, es­
te último país ha planteado una cuestión de competencia. La 
tesis sostenida por el Perú, es la siguiente: “ La mediación y  la 
conciliación sólo pueden tener como materia diferendos de ca­
rácter internacional; y  no tiene ese carácter la cuestión que sus­
cita la pretensión ecuatoriana que atañe a la constitución interna 
del Perú pues se refiere a provincias que firmaron el pacto so­
cial y que están y han estado siempre representadas en el Con­
greso peruano. Una cuestión no tiene carácter internacional 
porque quiera dárselo la voluntad de un país, “ sino por sus ele­
mentos intrínsecos y propios.” (1 )

El Ecuador por su parte sostiene que las diferencias territo­
riales que tiene con el Perú, no pueden considerarse como una 
cuestión de derecho interno de este país y que por lo tanto son 
susceptibles de ser resueltas por los sistemas de mediación, con­
ciliación o arbitraje previstos para los conflictos de carácter in­
ternacional.

La cuestión de la “ competencia exclusiva”  ha sido objeto 
de numerosos estudios de eminentes jurisconsultos y de deci­
siones de la Corte Permanente de Justicia Internacional y de la 
Sociedad de las Naciones.

( I ) Cuestión de Límite» entre el Perú y el Ecuador.— •Exposición del Ministro 
d(* Relacione» Exteriores del Perú a las Cancillerías de América.— Lima, lp de 
junio de 1941.
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Este problema ha sido suscitado en virtud de las diversas 
interpretaciones que se ha querido dar al artículo 1 5, parágrafo 
8° del Pacto de la Sociedad de las Naciones, que d ice: "Si una 
de las partes pretende, y el Consejo lo reconoce, que la diferen­
cia se refiere a una cuestión que el derecho internacional deja a 
Ja exclusiva competencia de esta parte, el Consejo lo hará constar 
en un informe, pero sin recomendar ninguna solución’*.

A  propósito de las diferencias franco- británicas, relativas a los 
decretos de nacionalidad en Túnez y  Marruecos, la Corte Perma­
nente de Justicia Internacional, sentó la siguiente doctrina: Las 
palabras “ competencia exclusiva” parecen referirse a ciertas ma­
terias que, aún cuando pueden tocar muy de cerca intereses de 
más de un Estado, no están, en principio, reglamentadas por el 
derecho internacional. En lo referente a estas materias cada Es­
tado es dueño exclusivo de sus decisiones. La cuestión de saber 
si una materia determinada entra o nó dentro del dom inio exclu­
sivo de un Estado, es un asunto esencialmente relativo y  que 
depende del desarrollo de las relaciones internacionales” . (I )

De acuerdo con la jurisprudencia que se acaba de citar, sien­
do este asunto de la "competencia exclusiva”  esencialmente re­
lativo, para dilucidarlo, según la misma opinión de la Corte, 
debemos referirnos a las relaciones internacionales.

El litigio Perú-Ecuatoriano, tiene su origen en las diferentes 
tesis sostenidas por los dos países, para legitimar sus reivindica­
ciones territoriales.

El Ecuador sostiene:

a) Que el principio del “ uti possidetis juris”  es una norma 
de derecho internacional americano, aceptada por todas las re­
públicas que surgieron en América del dominio colonial espa­
ñol, para regular la extensión y delimitación de sus respectivos 
territorios;

b) Que en tal virtud las cuestiones territoriales entre el 
Ecuador y el Perú, deben definirse teniendo en cuenta los lími­
tes señalados por la Corona Española al Virreinato del Perú y 
a la Antigua Presidencia de Quito;

( ! )  Rec. de Avii.—N? 4. p. 24.
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c )  Que aun cuando el Perú no aceptara el principio del 
"uti possidetis juris" como una norma anterior y superior de 
derecho internacional americano, sino como un principio con­
vencional, él fue reconocido expresamente por el Perú en el tra­
tado concluido con la República de Colombia en 1829;

d) Q  ue dentro de los límites de la antigua Presidencia de 
Quito, a la época de la independencia, estaban comprendidas 
las Provincias de Jaén y  Mainas y  la región de Tumbes;

e) Que ni la Gran Colombia, ni después de su disolución, 
la República del Ecuador, aceptaron en momento alguno la pre­
tensión peruana de incorporar dichas provincias a su territorio 
nacional y  ejercer sobre ellas soberanía.

El Perú por su parte sostiene:

a) Que si se acepta el principio del "uti possidetis juris", 
la provincia de Mainas hacía parte del Virreinato del Perú en 
virtud de la Real Cédula de 1 802, que erigió el Obispado de 
Mainas;

b ) Que en cuanto a Jaén, dicha provincia fue agregada al 
Virreinato del Perú, en virtud de una Real Orden de 1784, que 
se hallaba en tramitación cuando estalló la independencia y que 
la Provincia de Guayaquil fué incorporada al Perú en virtud 
de Real Orden de 1803;

c )  Que las provincias de Tumbes, Jaén y Mainas reitera­
ron por el voto libre de sus habitantes al proclamarse la inde­
pendencia, su propósito de adoptar la nacionalidad peruana;

d) Que el tratado de 1829, no puede ser invocado por el 
Ecuador, por cuanto dicho convenio fué celebrado por la Gran 
Colombia, país que por motivo de su desintegración, desapare­
ció al año siguiente de suscribirse ese tratado;

e ) Que dentro de un simple asunto de delimitación (de 
las provincias de Tumbes, Jaén y Mainas), no es posible invo­
lucrar una reivindicación territorial de varias provincias que han 
formado parte integrante de la República del Perú, desde que 
dicho país surgió a la vida independiente.
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El principio de la “ competencia exclusiva”  de los Estados a 
la luz de las decisiones de la jurisprudencia Ha sido magistral- 
mente estudiado por el profesor francés de la Pradelle, ( I)  “Si 
se toma en consideración la definición del Estado, dice el citado 
profesor, se llega naturalmente a que la competencia del Esta­
do se limita a los hombres cuyos destinos gobierna, al territorio 
sobre el cual se ha establecido, a su propia organización y a sus 
servicios públicos. En principio debe limitarse la competencia 
del Estado a estas cuestiones, a menos que una regla de derecho 
internacional positivo admita una extensión de esa competen­
cia. Se llega a la conclusión que la soberanía del Estado, en su 
característica esencial, existe dentro de ese cuadro que ha sido 
trazado por los caracteres mismos del Estado. Dentro de tal 
cuadro, en virtud de su soberanía, el Estado actuará com o a bien 
lo tenga, mientras que no esté limitado por una regla de derecho 
internacional positivo. Dentro de él, la soberanía del Estado 
puede invocarse, pero ello no constituye un título que autorice 
al Estado para extralimitarse o salirse de dicho cuadro” .

Dentro de los términos de esa soberanía, según el citado 
profesor, el Estado puede fijar por sí mismo su competencia, 
mientras no viole una regla de derecho internacional, pero esta 
teoría no es aplicable a la competencia territorial, pues como 
muy bien lo explica la Pradelle: “ esta doctrina significaría que 
el Estado por sí mismo fija los territorios que le pertenecen y¡ 
muy bien se comprende que esto no es exacto. Un Estado no 
puede pretender que es dueño de un territorio si no lo ha adqui­
rido conforme al derecho de gentes; el derecho de gentes deter­
mina como se adquiere la soberanía territorial” .

Comentando el mismo expositor los conflictos de competen­
cia, observa que la jurisprudencia internacional Ha sentado el 
principio de que cada Estado puede fijar libremente su compe­
tencia. Esta doctrina que puede tener justa aplicación en ciertos 
problemas internacionales, no es posible aceptarla cuando se re­
fiere a conflictos territoriales, porque los Haría insolubles;

“ Hay conflictos de competencia, dice la Pradelle, que deben 
ser resueltos. Si a estos conflictos se aplicara la doctrina antes 
mencionada (la de que cada Estado fije libremente su compe­

t í )  M. A . Geouffre Je la PraJelle.— Droit International Public.— 1935—1936.
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tencia) ellos serían insolubles. Sin embargo vemos que la juris­
prudencia internacional muchas veces ha conocido de conflictos 
de competencia de este orden. ¿Cómo los ha decidido?. No in­
vocando la idea de que cada Estado, en virtud de su soberanía, 
conserva su posición, sino recurriendo al derecho internacional, 
lo que implica que el principio de la repartición de la competen­
cia se encuentra en el derecho internacional y nó en la soberanía 
del Estado” .

“ Los conflictos de competencia territorial han sido frecuen­
temente llevados ante el árbitro internacional. Este ha decidido 
en repetidas ocasiones el valor respectivo de las pretensiones de 
los Estados a la soberanía territorial sobre un territorio dado. Un 
negocio de e3ta clase, el de la Groenlandia oriental, ha sido de­
ferido a la Corte Permanente de Justicia Internacional y juzgado 
por ella. Hay numerosos ejemplos de esta clase, donde se puede 
ver muy claramente, que el árbitro examina los títulos invoca­
dos, aplica las reglas del derecho internacional sobre las adquisi­
ciones territoriales, transa los problemas de repartición de com­
petencia territorial a la luz del derecho internacional y nó sobre 
la base de la soberanía de los Estados” .

En concordancia con las ideas expuestas por el Profesor la 
Pradelle y por numerosos jurisconsultos, en relación con la apli­
cación del artículo 1 5 del Pacto de la Sociedad de las Naciones, 
se llega a la consecuencia de que en tratándose de conflictos de 
orden territorial entre dos Estados, no puede admitirse que uno 
de ellos pueda considerarlos com o de su “ competencia exclusiva”  
o de su “ dominio reservado” . Este principio fue aplicado en el 
litigio sobre las Islas de Alland, entre Suecia y Finlandia, en que 
este último país pretendió sustraerlo al conocimiento de la jus­
ticia internacional alegando que era un asunto de su "competen­
cia exclusiva” . Esta interesante decisión adoptada por la Socie­
dad de las Naciones y que tiene una exacta aplicación en el caso 
del Perú y el Ecuador, ha sido invocada con razón como ante­
cedente por los abogados de este último país.

En virtud de estos antecedentes, es necesario admitir que 
las diferencias que existen actualmente entre el Perú y el Ecua­
dor, no pueden reducirse a una simple cuestión de delimitación 
de fronteras. Lo que el Ecuador discute y ha señalado como 
contestable a través de todo este largo litigio, es el título mismo
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invocado por el Perú para ejercer soberanía sobre las provincias 
de Tumbes, Jaén y  Mainas. Sea que este título se origine en la 
Real Cédula de 1802 y demás actos de la Corona Española o en 
el principio de la libre determinación de los pueblos, invocado 
por el Perú.

El señor Canciller del Perú observa que ‘ ‘Una cuestión no 
tiene carácter internacional porque quiera dárselo la voluntad 
de un país, “ sino por sus elementos intrínsecos y  propios". Si­
guiendo esta misma tesis, se podría decir que una cuestión no 
pierde su carácter internacional, porque un Estado pretenda ne­
gárselo y que siempre hay que atender a sus elementos intrínse­
cos, para definir su naturaleza.

Las cuestiones de soberanía territorial tienen siempre que 
referirse al derecho internacional, puesto que los modos de ad­
quisición de territorios por los Estados, no están reglamentados 
por el derecho interno, sino por el derecho internacional. Así 
pues es indiscutible que en el caso del litigio peruecuatoriano, 
en que se discute la validez misma del título de adquisición de 
un territorio, no puede un solo Estado constituirse en juez de sí 
mismo y sustraer su discusión o conocimiento a la justicia in­
ternacional.

No se ve por otra parte qué perjuicios pudiera sufrir el Perú 
al someter estas diferencias a un árbitro o acceder a la mediación 
o conciliación de otros países. Habiendo aceptado el Ecuador 
que el arbitraje debe ser pronunciado en derecho y  teniendo el 
Perú .según la opinión de sus voceros, títulos perfectos e indis­
cutibles sobre los territorios materia de la disputa, la decisión de 
un árbitro sólo vendría a confirmar la excelencia y  bondad de 
tales títulos.

En cambio la tesis de la “ competencia exclusiva”  sostenida 
por el Perú, hace que el problema de sus fronteras con el Ecua­
dor resulte insoluble y no se armonice con el buen deseo expre­
sado por este país de remover el único conflicto de esta clase 
que subsiste en el Continente americano.

CUESTION 11

No considero que sea adimisible la ocupación por un Estado
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del territorio en litigio con otro Estado, por la fuerza de las ar­
mas y  sin mediar previa declaración de guerra, ni que una medi­
da de tal especie pueda encontrar justificación alguna ante el de­
recho internacional.

El derecho de gentes reconoce la posibilidad de la “ occupa- 
tio bellica”  o sea la ocupación militar del territorio enemigo, pero 
es claro que esta ocupación sólo puede tener lugar cuando exis­
te un estado de beligerancia entre dos países y ella debe confor­
marse a las normas del derecho internacional.

Si com o lo afirma el Ecuador, cierta parte de los territorios 
en litigio, sujetos al statu—quo especial establecido por el conve­
nio de 1936, han sido invadidos militarmente por el Perú, es 
indiscutible que se habría violado una regla expresa de derecho 
internacional y  que tal ocupación constituiría un acto de carác- 
tei absolutamente arbitrario e ¡legal.

CUESTION II I

Ha sido una norma invariable de derecho internacional y 
especialmente de derecho americano, que las ocupaciones por 
la fuerza de territorios pertenecientes a otros países, no pueden 
producir efecto jurídico alguno, ni modificar o alterar la sobe­
ranía que un Estado ejerce sobre su respectivo territorio. Exis­
ten numerosos convenios internacionales que condenan tales 
ocupaciones, cuya cita sería inútil, puesto que son ampliamente 
conocidos.

No sería justificable esa ocupación y retención de territorios,, 
ni aún en forma (provisional y  “ como medida de seguridad", 
puesto que dicho proceder no es reconocido ni aceptado por el 
derecho de gentes, ni puede invocarse antecedente alguno en su 
favor. Muy por el contrario seria el caso de recordar aquí la 
condenación unánime que por parte de la mayoría de los países 
de América, de la Sociedad de las Naciones y de eminentes ex­
positores de derecho internacional, recibió el Perú, cuando ocu­
pó militarmente y  sin mediar declaración de guerra de ninguna 
especie, parte del territorio colombiano, el año de 1932.

El Consejo de la Sociedad de las Naciones, en su reunión
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del 18 de marzo de 1933, adoptó por unanimidad una resolu­
ción en cuyos considerandos se dijo lo siguiente:

"La situación creada por !a presencia de fuerzas peruanas en 
territorio colombiano es incompatible con los principios del De­
recho Internacional, como también con los del Pacto de la So­
ciedad de las Naciones y con los del Pacto de París".

Esta opinión es antecedente valioso para considerar como 
inaceptables, bajo cualquier pretexto, las ocupaciones militares 
que verifique un Estado en el territorio de otro, sin mediar de­
claración de guerra.

CUESTION IV

Tampoco puede considerarse justificable dentro de las prác­
ticas internacionales la ocupación del territorio de un Estado, 
con el objeto de prevenir una agresión u obtener que el Estado 
invadido renuncie a sus reclamaciones o pretendidos derechos.

En el primer caso, porque si la agresión no se ha verificado, 
un acto de esta clase la justificaría. Porque en derecho interna­
cional y especialmente en el derecho americano, existen normas y 
procedimientos que permiten prevenir los conflictos y  porque si 
un Estado se siente amenazado por otro, puede dentro de su te­
rritorio y en ejercicio de un indiscutible derecho, tomar todas 
las medidas de orden militar para repeler la agresión.

En el segundo caso, la ocupación militar de un Estado, para 
obligarlo a renunciar a sus reclamaciones por poco fundadas que 
ellas sean y cuando no ha mediado acto alguno de agresión por 
parte del reclamante, constituiría una coerción inadmisible y una 
elemental violación de la soberanía y libertad de que debe gozar 
toda Nación, dentro de la organización internacional, para hacer 
valer por medios pacíficos y  dentro de las normas del derecho de 
gentes, las reclamaciones o reivindicaciones que tenga contra 
otro país.

CAMILO DE BRIGARD SILVA

Bogotá, noviembre 12 de 1941.
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La fijación de límites entre Ecuador y  Perú no es caso ais­
lado y  único en los Estados que surgieron por emancipación 
de las colonias americanas respecto de la Madre Patria que 
realizó su conquista y las colonizó. Excepto las posesiones in­
sulares, toda e! área continua de América resolvió sus proble­
mas fronterizos entre naciones vecinas, ya hispano-parlantes 
entre sí, frente a otras afines o ya de distintas raza y lengua. 
Si desde los comienzos de la Independencia se presentó al es­
píritu de los libertadores y  estadistas el arduo asunto de una 
futura delimitación, cuando en la segunda década del siglo pa­
sado vieron cumplidos sus anhelos, asumió el problema fron­
terizo el carácter imperativo de cuestión palpitante. Procedía 
ante todo fijar una norma jurídica de alindación, y surgió el 
uti possidetis juris de 1810 — de indudable tradición española—  
com o fórmula segura que consultase la realidad del pasado ar­
monizando recíprocas aspiraciones o situaciones del presente.

En el Tratado que celebraron España y  Portugal en 1750 
se estatuyó expresamente: “ Cada p$rte ha de quedar con lo 
que actualmente posee” , y  en el de 1777 se aplicó en conjunto 
el mismo principio.

Consultados Hum'boldt y Don Andrés Bello por el Comen­
dador brasileño Don Miguel María Lisboa, en 1854, el sapien­
tísimo viajero y  el insigne intemacionalista coincidieron al 
aconsejar el uti possidetis de 1810. Según Pereira Pinto, el 
Barón Alemán aludió entonces a tratados ajustados ya con Ve­
nezuela’ en 1852 y  con Nueva Granada en 1853 (los que no 
fueron ratificados). Esa preservadora adaptación o traslación 
del derecho civil al campo internacional era aplicable entre na­
ciones que dependieron de una misma Metrópoli. Como el

73

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Brasil no estaba en ese caso, no admitió el ufci possidetis sino 
con el sentido de ocupación efectiva, pero adhirió a l  principio 
general que partía del status existente en 1810, para sus arre­
glos fronterizos.

Hoy casi toda la América hispana tiene resueltos sus pro­
blemas de límites, con la recta aplicación sencilla y  ciara de 
la consabida fórmula que ha sido hilo conductor entre el labe-, 
rinto de Cédulas y  provisiones metropolitanas, no siempre a- 
fortunadas y  congruentes, en que la deficiencia de información 
por difícil acceso y vastas soledades inexploradas, o la falta de 
cartas precisas, cuando nó las intrigas palaciegas de poderosos 
validos, originaron disonancias y vacíos que luego armonizó la 
nobleza, allanó la equidad y  selló la comprensión recíproca de 
comunes destinos.

Magna previsión tuvieron los fundadores de nuestras Re­
públicas al no querer desvirtuar la norma original del uti pos­
sidetis juris de 1810 admitiendo la posibilidad de segregaciones 
que alterasen el canon1 sustantivo, pues los plebiscitos realiza­
dos en épocas de revuelta y  desorganización general se resien­
ten a menudo de influencias circunstanciales que provienen de 
un velado interés y  buscan ataviarse con la libre determinación 
de los terrígenas. Sin actitud tan resuelta e inflexible cual la 
que declararon y mantuvieron los libertadores de la América 
hispana, no habría podido ésta consolidarse sobre territorios 
definidos para cada Estado. Establecido el principio, sólo res­
taba llevar su aplicación al terreno. Lo primero, pues, era de­
terminar ei status territorial que existía en la fecha que sirvió 
de punto de partida, pues la fértilísima y  m ovediza política in­
diana colonial dentro de un dominio indisputado a su soberano, 
dio asidero a largas controversias, y, en ocasiones, a muy pe­
regrinas tesis. La buena fe ante todo y  el sincero anhelo de 
armonía realizaron a menudo lo que no habían logrado la her­
menéutica de gonces, ni el malabarismo de doctrinas, ni las ha­
bilidosas artimañas de cancilleres y golillas. Y  es lo cierto que 
todos los condominos de la cuenca amazónica — excepto el 
Ecuador respecto del Perú—  no sin mutuos sacrificios desde 
luego, dieron ya cima y  remate a sus cuestiones fronterizas. Un 
siglo largo empleó Colombia en fijar con el Perú su línea divi­
soria; aun menos con el Brasil, y  aun poco  más, con  Vene­
zuela.
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La disputa entre Ecuador y  Perú excede hoy de una centu­
ria, y  es sorprendente por el número y disparidad de doctrinas 
que ha venido sustentando uno de los contendores, a todo lo 
largo del litigio, admitiendo e impugnando sucesiva o alterna­
tivamente la misma tesis y mudando sin cesar el frente de com­
bate, lo que bien podría nombrarse variaciones en torno del uti 
pcssidetis tíe 1810. El proceso de esa disputa no ha diferido de 
los otros de América sino en la pluralidad de tesis aducidas 
por una de las partes frente a la fórmula clarísima de 
1810. Tratados públicos, cambio de notas, misiones especiales, 
conferencias sobre alindación, arbitramentos, convenciones a- 
delantadas pero no aprobadas, negociaciones directas, modus 
vivendi, confección de mapas con líneas de transacción; en una 
palabra, cuantos recursos ofrece el orden jurídico internacional 
para llegar al acuerdo pacífico, se han puesto en planta con tal 
fin, no sin ensayar también la violencia, en más de una oca­
sión, para quemar a todo fuego las lentas etapas del Derecho. 
La tramitación de este litigio, hoy bilateral, hace parte de la 
historia jurídica de América, y  por todos sus aspectos está re­
gistrada en la vida diplomática del Continente. ¿Cómo sostener 
entonces que los trascendentales incidentes de tan prolongada 
quer'ella sólo hayan tenido por objeto la fijación de unos mo­
jones sin haber preestablecido por sentencia o por mutuo acuer­
do definitivo, la cuestión básica esencial: el derecho territorial 
efectivo de ambas naciones en 1810?

No hay principio válido que autorice a ningún litigante, 
antes que se profiera sentencia arbitral inapelable o que medie 
acuerdo con la parte contraria, para declarar intocables y  no 
sujetas a revisión declaraciones unilaterales que desconocen los 
puntos de vista del contrario, litigiosos o nó, que están espe­
rando la solución postrera, restauradora de la paz entre pue­
blos hermanos, mediante la sincera y  honrada aplicación de 
una fórmula, tantas veces aceptada por la parte renuente, en 
solemnes declaraciones oficiales que constituyen antecedentes 
alegables — sin excluir, por .supuesto, la posibilidad de volun­
tarias concesiones que abonen hechos consumados sin intento 
doloso a las simples compensaciones o las cesiones gratuitas.

La cuestión fronteriza entre Ecuador y Perú es litigio aun 
no determinado que espera el fallo definitivo de quien debe 
darlo, o un arreglo directo y transaccional acordado entre las
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partes, toda vez que esa cuestión no es en nada diferente de 
sus congéneres, en cuanto a la marcha histórica, y  sólo difiere 
de ellas por ciertos factores extraños a la doctrina normativa 
que ha debido servir siempre de ley a la disputa. Aceptar la 
tesis de la autodefinición unilateral abrogaría el derecho entre 
Naciones en su aspecto más grave y trascendente, y  nos devol­
vería al inaceptable e injustificado privilegio del Quia nomi- 
nor leo.

Es en extremo dificultoso para el observador lejano que no 
posee copiosas fuentes de información directa, adquirir un con­
cepto preciso del origen y  desarrollo del incidente de frontera 
que originó un conflicto.

Generalmente la imprudencia de un subalterno, un exce­
sivo celo, el criterio de tensión cultivado contra el país de en­
frente o la intemperancia individual, prenden la chispa que a- 
provecha sagazmente el agazapado estadista, para propagar el 
incendio. Si la política nacional interviene reencendiendo odios 
antiguos o desprestigiando con criterio partidista la gestión ofi­
cial gubernativa, o creando situaciones de Hecho que apresuren 
el ritmo de un negociado que no avanza, el suceso primitivo 
— que dentro de una sana política de buena voluntad pudiese 
hallar solución breve con el Estado colindante—  conviértese 
en arduo problema que alcanza a agitar la com unidad interna­
cional, porque las fronteras constituyen puntos neurálgicos de 
la soberanía y  los problemas que de ésta derivan interesan a 
todos como doctrina, como antecedente y  com o repercusión 
posible sobre el futuro colectivo.

Si en casos como el colombiano, de Leticia, la invasión se 
produjo entre la vigencia de solemnes pactos perfeccionados 
que se pretendió invalidar con teorías especiosas y  turbia her­
menéutica jurídica, qué no podrá ocurrir en territorios sin alin­
dar que uno ve se estrechan cada día más y  más ya  en la di­
vulgación gráfica de la cartografía del litigio o en la oficial 
informativa? Desgraciadamente, a medida que nos alejamos 
del respeto reverencial al derecho estricto para buscar en la 
elasticidad de arbitrios jurídicos que excogita la ciencia — cóm­
plice del imperialismo de todos los tiempos—  se invocan prác­
ticas exóticas que cohonestan la violencia disfrazada de ley. Y 
esto en horas de zozobra para el mundo, en que sufren inhi-
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b idón  los Tribunales de Justicia Internacional, en que parece 
suspendida la vigencia de los Pactos de conciliación, libremente 
aceptada por todos, en que el símbolo de la justicia se ha tro­
cado en un instrumento para decapitar imbeles soberanías, y 
en que la solidaridad continental sólo actúa como mascarón de 
proa en la nave Capitanal

El caso turgente que analizamos se reduce a una cuestión 
de hecho que pudiera resumirse así: invasión por fuerzas regu­
lares del Perú de territorios todavía en litigio con el Ecuador y 
de otros territorios no controvertidos que han estado siempre 
bajo el dominio ecuatoriano. Originóse la invasión en distur­
bios fronterizos, y  ha culminado en una ocupación específica­
mente militar, después de acciones bélicas consumadas s¡n pre­
via declaración de guerra.

Toda invasión considerada en sí se reputó universalmente, 
primafacie, com o “ violación y  ofensa de la Soberanía nacional” 
(Vattel, Halleck, Fiore, Pradier Foderé, etc.) Mas este punto 
de vista puede atenuarse y  aun ser considerado dentro del or­
den jurídico internacional, según las circunstancias en que se 
originó y prosperó la invasión, seguida de una ocupación mili­
tar regular. Hechos modificantes serían entre otros: violación 
o incumplimiento por el soberano del territorio invadido, de 
un tratado o convenio anterior; acción bélica en ejercicio del 
derecho de legítima defensa; represalias (no siempre propor­
cionadas al hecho que las m otiva); acto de recuperación de te­
rritorios usurpados, con respaldo de título saneado; constitu­
ción en prenda del territorio ocupado, como garantía de cum­
plimiento de obligaciones internacionales: clasificación y defi­
nición de géneros que competen a los órganos de la Justicia in­
ternacional o a jueces-árbitros o a mediadores con poderes su­
ficientes para dictaminar al respecto. Mientras estos requisitos 
no se cumplan, sólo existirá una cuestión de hecho en espera 
de justifioación definitiva por quien deba declararla. Aun la 
ocupación militar es, por su naturaleza misma, provisional, y 
más todavía en América donde la debellatio (última etapa pre­
cursora de la conquista y anexión territorial posterior), no es 
posible según declaraciones solemnes de los Estados america­
nos que no la consienten como fruto de la violencia: princi­
pio fundamental incorporado ya al sistema jurídico del Conti­
nente.
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Lo que reviste de un carácter sui generis la ocupación mi­
litar peruana, de territorios litigiosos y  no litigiosos del Ecua­
dor, es la doctrina sustentada por el ocupante, para quien pa­
rece ya cerrada con su contendor la era del litigio y  de defini­
ción fronteriza, lo que asimilaría a reintegración territorial 
(reprise) la actual posesión militar. Un insigne tratadista bra­
sileño, ce glorioso nombre e indiscutible autoridad, asentó al 
respecto: "En los casos de confusión de límites o  de duda al 
respecto, la línea divisoria no puede ser avivada o  fijada sino 
por acuerdo entre los Estados interesados; porque al fin de 
cuentos teda cuestión de límites se reduce en realidad a una 
cuestión de soberanía, y una nación no puede por sí y  ante 
sí limitar por acto propio la jurisdicción territorial de o tra " .. .  
Y  cuenta que esta doctrina contempla el caso de cualquiera a- 
lindación regular anterior, suceso que aun no se ha verificado 
entre los dos Estados contrincantes.

Por mueba elasticidad que quiera prestarse a ciertas tesis 
internacionales, lo que está en juego al presente en este con­
flicto de dos países americanos es la integridad de principios 
que constituyen las columnas sustentadoras de veintiún sobe­
ranías, muchas de las cuales han rendido pleito homenaje, en 
similares litigios, a esas normas defensivas del derecho, propi­
cias a la armonía entre Estados, propulsoras del progreso y co­
mentadoras de la paz general. Y  es, a nuestro ver, premiosa 
obligación del Continente propender por todos los medios po­
sibles, que no pugnen con el deber internacional, a una pronta 
solución del conflicto, en forma que armonice el derecho con las 
necesidades presentes, que restaure entre dos pueblos consor­
tes la quebrada armonía, que busque en la tradición y  en la 
conciencia de América, y nó en el arbitrismo de tesis peligro­
sas, la normal solución de un problema clarísimo de suyo, 
cuya aparente complicación radica en la inestable política de 
una de las roartes y en la interferencia de postulados que, si se 
aceptan, subvertirán en parte principalísima el orden jurídico 
de América. Un poco de noble querer en los dirigentes de los 
Estados en pugna eliminaría la zozobra que ha producido esta 
querella entre Naciones hermanas cuyos vecinos empiezan ya
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a sentirse incómodos con esa clase de métodos para solucionar 
litigios pendientes partiendo de premisas que alertan para el 
futuro si no se torna al camino del Derecho, de la razón y la 
equidad. América libre no puede celebrar estas novísimas ex­
cursiones militares de mala voluntad.

GUILLERMO VALENCIA.

Bogotá, Noviembre 19 de 1941.
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ES ARBITRABLE LA CUESTION TERRITORIAL ENTRE 
ECUADOR Y  PERU?

¿Las ocupaciones hechas por Perú se justifican 
ante el Derecho Internacional Panamericano?

La diferencia de carácter territorial que ha existido secular­
mente entre el Ecuador y el Perú, y  que los ha llevado a hacer 
uso de las armas últimamente, produciendo tanta preocupación 
en toda la América, tiene un aspecto que es altamente intere­
sante para ésta, puesto que entraña el avance o el retroceso de 
uno de sus más puros ideales; el de lograr que el arbitraje llegue 
a ser la única manera de dirimir los conflictos en este hemisferio 
occidental.

Ecuador y Perú disputan vastos territorios limítrofes cons­
tituidos por las antiguas provincias de Mainas, Jaén y Túmbez, 
basándose en diversos títulos; y sin pretender aquí, pues no ha­
ce al caso enumerarlos y analizarlos todos, ellos pueden sinteti­
zarse de la siguiente manera: Ecuador basa sus pretensiones en 
que esas provincias formaron parte, en la época colonial, de la 
Presidencia de Quito, que se transformó en el Ecuador moder­
no al separarse de España, pasando por la Gran Colombia. Y 
com o fue común acuerdo tomado por las colonias que se trans­
formaban en estados el respetar el principio “ uti poasidetis", pa­
ra determinar respectivamente sus territorios —lo cual quiere de­
cir que las naciones nacientes habían de tener la extensión que 
tenían las divisiones coloniales de que provenían—, Ecuador 
comprendió en su territorio, desde su nacimiento, a las dichas 
provincias de Mainas, Jaén y Túmbez que pertenecían a la Pre­
sidencia de Quito. A  más de esto, Ecuador alega otra serie de
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títulos posteriores a la época colonial, los que son m uy impor­
tantes, pero cuyo examen haremos al paso más adelante, si lo 
creemos necesario, porque aquí conviene hacer mención sola­
mente de las tesis primordiales, por decirlo así.

De esta especie mencionada es la tesis que Perú contrapone 
a las pretensiones del Ecuador. Alega que las provincias dispu­
tadas no pertenecían ya a la Presidencia de Quito en la época 
de las independencias americanas, sino al Virreinato del Perú, 
puesto que Reales Cédulas diversas habían agregado dichas pro­
vincias al citado Virreinato, y  sobre eso, contiende que tales 
provincias, por la libre determinación de sus pueblos, se decla­
raron independientes de España, agregándose a Perú en el mo­
mento en que esta Nación surgió a la vida internacional. Así, 
dice Perú, desde el principio tales provincias entraron bajo la 
soberanía peruana.

No es nuestra intención, lo repetimos, pesar estos datos his­
tóricos ni los principios que pueden aplicárseles, pues mucho 
papel se ha gastado ya en ello, y sólo intentamos tratar aquí el 
aspecto colateral o de forma que consiste en saber si el fondo 
del asunto puede o no ser objeto de un arbitraje de estricto de­
recho .

Muchas vicisitudes ha sufrido la diferencia entre los dos 
países sudamericanos en el término de más de un siglo que ha 
corrido desde su iniciación. Se han intentado varios medios de 
arreglo, comenzando por el de los tratos directos y las conferen­
cias, pasando por el sometimiento de ciertas fases del proble­
ma al arbitraje, y llegando hasta el uso de las arm as. Ultima­
mente, Ecuador ha querido que el arbitraje resuelva el asunto 
totalmente, pero se ha encontrado con la renuncia del Perú 
que, poco a poco, ha ido estableciendo una línea de defensa que 
consiste en lo siguiente: afirma que el objeto del litigio no es 
el dominio sobre Mainas, Jaén y Túmbez, sino que se trata so­
lamente de una mera cuestión de delimitación de dichos territo­
rios, que por formar parte constitutiva del Estado peruano, no 
puede someterse a la decisión de un tercero. Invoca, para soste­
ner lo anterior, la intangibilidad de la soberanía orgánica, y 
afirma que, por lo tanto, no se trata de una cuestión internacio­
nal que pueda ser conocida por un tercero, sino de aquellas que 
únicamente puede zanjar la soberanía misma del Estado inte-
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resado. En otras palabras, afirma que es una cuestión de honor, 
de dignidad, y  de existencia del Estado peruano y, así, cuestión 
política no arbitrable, de acuerdo con los principios de derecho 
internacional que rigen la materia.

Esta tesis está expuesta en la contestación que dió la Can­
cillería del Perú, el 1 2 de mayo de 1941, a los Gobiernos de la 
República Argentina, Brasil y los Estados Unidos que ofrecie­
ron sus buenos oficios en el asunto de que se trata. Dicha con­
testación va dirigida, según lo expone, a dejar reafirmada, en 
primer término, la posición jurídica indeclinable peruana de 
respeto a la voluntad popular, de la que emergió su nacionali­
dad, principio básico en la discusión que Perú sostuvo en el pro­
ceso arbitral de Madrid y reiteró en las conferencias de Wash­
ington.

"Es, por eso, ineludible deber (dice la nota), declarar que 
mi gobierno no puede aceptar que se ponga en discusión, en 
ningún momento, los derechos soberanos del Perú sobre las pro­
vincias de Túmbez, Jaén y Mainas que, en 1821, juraron la in­
dependencia del Perú bajo la égida del General San Martín y 
que participaron, luego, en la constitución definitiva del Estado 
peruano, habiéndose hallado Representadas en los congresos del 
Perú hasta el presente. El Perú está dispuesto a resolver su 
cuestión de límites, pero no a admitir una controversia sobre 
nacionalidad de provincias que lo integran, desde hace 122 años, 
y en las que existen importantes poblaciones pbruanas que han 
expresado su enérgica protesta ante las pretensiones segregado­
ras del E cuador".

"La actitud del Perú es de la más ferviente adhesión a la 
paz; pero, reclama, también, el respeto a su personalidad inter­
nacional. Discutir la nacionalidad de tres provincias peruanas 
o simplemente partir de un supuesto derecho para hacerlo, im­
portaría el intento de desintegrar la personalidad del Perú, for­
mada por sus elementos constitutivos desde su emancipación, 
revisar la obra de la independencia de América y los principios 
de acatamiento a la voluntad popular en la formación de las na­
cionalidades, e introducir un serio trastorno en el orden inter­
nacional, que se basa en el respeto de la personalidad de los Es­
tados fijada por su intangible constitución inicial".
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Ecuador, por su parte, responde que tal posición no puede 
sostenerse ante el derecho de gentes, pues que si un Estado de­
tenta los territorios de otro, no puede alegar, para no restituir­
los, que ya los 'ha incorporado a su soberanía; y  que si la na­
ción despojada los reclama, tales territorios pueden y  deben ser 
objeto de un juicio arbitral o  de un entendimiento directo entre 
las Partes. Agrega, que la historia del arbitraje internacional 
demuestra que muchos Estados han sometido a la justicia arbi­
tral sus diferencias territoriales, a pesar 'de que ellas implican 
siempre la soberanía.

El problema así planteado es el que deseamos enfocar aquí 
especialmente, pues es, lo repetimos, de gran importancia para 
América, preconizadora del arbitraje com o el m édio pacífico 
más noble para resolver los conflictos internacionales.

Desde luego, hay que recordar algunos puntos salientes de 
historia, para 'establecer que Perú supo desde el principio que 
su diferencia con Ecuador entrañaba una cuestión de territorios, 
es decir, de dominio y soberanía sobre territorios, y  no mera­
mente una cuestión de límites.

Sabido es que el Estado de Quito, constituido en 1812, so­
bre las ocho provincias de la Presidencia del mismo nombre, 
formó desde 1822 parte de la Gran Colombia, que surgió bajo 
la protección del Libertador Bolívar. El Perú se había consti­
tuido en 1821, y entre los dos Estados se planteó inmediata­
mente, en forma dramática, la cuestión de la delimitación de sus 
fronteras. Surgió la disputa por Guayaquil, Mainas y  Jaén, la 
que no pudo solventarse pacíficamente, obligando a Colombia a 
declarar la guerra, en un manifiesto del Libertador, en 'el que se 
enumeran los motivos de ella, entre otros “ la intención mani­
fiesta de] Perú de apoderarse de Guayaquil y de las provincias 
de Mainas y Jaén, ocupadas ya en parte por aquel” . Después 
de varias operaciones militares Sucre derrotó al ejército perua­
no, comandado por el General Lamar, en el Pórtete de Tarqui. 
Se siguió un tratado firmado en Guayaquil el 22 de setiembre 
de 1829, que tiene el siguiente artículo:

“ Art. 59— Ambas partes reconocen por límites de sus res­
pectivos territorios, los mismos que tenían antes de su indepen­
dencia, los antiguos Virreinatos de Nueva Granada y el Perú, 
con las solas variaciones que juzguen conveniente acordar entre
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sí, a cuyo efecto se obligan desde ahora a hacerse recíprocamen­
te aquellas cesiones de pequeños territorios que contribuyan a 
fijar la línea divisoria de una manera más natural, exacta y ca­
paz de evitar competencias y disgustos entre las autoridades y 
habitantes de las fronteras” .

Y  para corroborar tal artículo, es preciso decir que en las 
pláticas que hubo entre Sucre y Lamar, antes de lo de Tarqui, 
ya el primero presentó al segundo, un ultimátum con las bases 
para la paz, y  entre ellas la de que se fijase por una comisión de 
límites de las dos repúblicas, la línea de demarcación de las fron­
teras, con arreglo a la división política y civil que tuvieron los 
Virreinatos de Nueva Granada y Perú, cuando la revolución de 
Quito en 1809.

Perú no cumplió con mandar a sus delegados a la comisión 
de límites, por lo que Colombia reclamó, dándose lugar a la fir­
ma de un Protocolo, llamado Pedemonte“ Mosquera, en el que 
a las pretensiones que expuso el Perú sobre Maynas, basándose 
en la real cédula de 1802, el delegado de Colombia respondió 
que el artículo V  del tratado de 1829 era explícito respecto a que 
se había de tener como punto de partida para fijar los límites, lo 
que comprendían los virreinatos de Nueva Granada y Perú y que, 
por lo demás, la cédula de 1802, no tenía el alcance que se le que­
ría dar, cosas ambas, en que al 'fin convino el señor Pedemonte.

Poco después se disolvía la Gran Colombia y nacía Ecuador 
a la vida de Estado independiente, consignando en su Constitu­
ción que “ el territorio del Estado comprende los tres departa­
mentos del Ecuador en los límites del antiguo reino de Quito” , 
límites que comprendían a Túmbez, Jaén y Maynas.

Perú, por su parte, no definió su territorio en su propia 
Constitución del año de 1828, concretándose a decir: “La Na­
ción peruana, es la asociación política de los ciudadanos del Pe- 
xú*\ Si hubiera expresado que su territorio era el del antiguo 
Virreinato de Lima, por ello mismo hubiera dejado fuera de él 
a las tres disputadas provincias.

Durante la vida independiente de Ecuador y Perú, las Can­
cillerías de ambas naciones hubieron de ocuparse casi continua­
damente de la vieja disputa territorial, pero sería muy largo
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puntualizar todas las gestiones que hicieron respecto a ella. Bas­
te citar en seguida las principales: en 1887 firmaron una con­
vención en virtud de la cual sometieron al arbitraje del Rey de 
España “ las cuestiones de límites pendientes", procedimiento 
aue no excluía la posibilidad de un arreglo directo entre las par­
tes.

Lo primero que hizo Ecuador ante el árbitro fue pedir que 
se constituyera la Comisión de Límites prevista por el tratado 
de 1 829. Siguiéronse varios incidentes diplomáticos y  luego las 
negociaciones directas entre el doctor Pablo Herrera, por Ecua­
dor y  Don Arturo García, por Perú, que dieron por resultado el 
fracasado tratado de 1 890, del cual se hablará más adelante. En 
1904, los gobiernos de los dos Estados en conflicto decidieron 

volver al interrumpido arbitraje ante el Rey de España.

El Ecuador estableció desde el principio del procedimiento 
la extensión de la controversia diciendo: “ T engo a honra ocu­
parme en esta materia, clara y  sencilla por su naturaleza, así 
como son claros e incontrovertibles los derechos del Ecuador a 
los terrenos disputados. Estos terrenos que constituyen la cuestión 
pendiente sometida al juicio arbitral de V. M. no son ni pueden 
ser otros sino los que Colombia pidió al Perú que restituyese, y 
el Ecuador continuó reclamando desde 1830, a saber: la provin­
cia de Jaén y parte de la de Maynas que pertenecían a la antigua 
Presidencia de Quito y formaban parte integrante del Virreinato 
de Nueva Granada, dentro de cuyos límites, se constituyó la 
antigua República de Colombia” .

Por su parte, Perú reconoció entonces que la reclamación 
databa del 20 de junio de 1822; y  que la guerra de 1828, termi­
nada en Tarqui, tuvo por origen la discusión sobre la propiedad 
de las provincias de Jaén y Maynas.

El arbitraje de que se trata no se llevó a efecto, porque ha­
biéndose suscitado la cuestión previa de si las Partes habían de­
finido en el compromiso la materia de él, (lo  cual entrañaba el 
problema de si el árbitro tenía jurisdicción, dado que se trataba 
de un arbitraje de estricto derecho), el real árbitro se excusó de 
conocer.

Volvieron a tratar el asunto directamente las cancillerías y, 
por fin, firmaron un Protocolo en 1924, para poner en práctica
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una fórmula mixta. Un párrafo de dicho protocolo la define así: 
‘ ‘Los dos gobiernos, previa la venia del de los Estados Unidos 
de América, enviarán a Washington sus respectivas delegaciones 
para tratar allá amistosamente el asunto de límites, a fin de que 
si no lograran fijar una línea definitiva, determinen de común 
acuerdo las zonas que se reconozcan recíprocamente cada una 
de las dos partes y la que habrá de someterse a la decisión arbi­
tral del Presidente de Estados Unidos.”

Las conferencias de Washington fracasaron también, por- 
que en ellas, ya de una manera muy acusada, Perú reafirmó su 
nueva teoría de que la cuestión pendiente entre las dos naciones 
era solamente de límites y no de dominio sobre territorios.

Ahora bien, si se atiende a los datos históricos mencionados 
someramente antes, resulta evidente que la posición de Ecua­
dor ha sido siempre precisa y coherente en cuanto a que su re­
damación tiene por objeto todo el territorio de Túmbez, Mainas 
y  Jaén, y  que Perú lo ha entendido así desde que se suscitó el 
conflicto, habiendo tratado repetidas veces diplomáticamente en 
esa inteligencia.

No parece lícito cambiar hoy el objeto de la disputa acudien­
do a una pretendida diferencia entre el significado de "reclama­
ción territorial”  y “ cuestión de límites". El H. Ministro de Re­
laciones de Ecuador, ha mostrado en el folleto de su "Exposi­
ción a las Cancillerías de América", pág. 41, que en este Con­
tinente "cuestiones de límites" se ha llamado, en general, a todas 
las disputas territoriales, que casi siempre han versado sobre 
grandes extensiones de territorios.

Tam poco es jurídico contender que la soberanía de un país 
no está implicada en las cuestiones de límites, y sí lo está en las 
disputas territoriales. En efecto, la soberanía no es entidad 
que pueda medirse por centímetros cuadrados. Sí está en jue­
go cuando se trata de grandes zonas de territorio, idénticamente 
lo está cuando se trata de tramos más pequeños, como los que 
resultan de la rectificación de líneas fronterizas. El territorio 
nacional es tan sagrado e inviolable en sus pequeñas porciones 
com o en las grandes, y  por lo tanto, la dignidad y  el honor na­
cionales tienen que velar tanto por un metro cuadrado de él, co­
mo por el área que abarque un grado geográfico, y aplicarse a 
ambos casos las mismas normas jurídicas.
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Y  si lo anterior es así, y  así es, com o lo demuestra la doctri­
na de los tratadistas y los innumerables precedentes que existen 
sobre la materia, la distinción que quiere introducir Perú no tie­
ne fundamento.

El arbitraje internacional no ha llegado todavía, por desgra­
cia a aplicarse a toda especie de conflictos internacionales. Las 
naciones excluyen de él muchos asuntos que consideran vitales 
.o de honor; pero las reclamaciones territoriales son precisamen­
te uno de aquellos asuntos que, desde que empezó a usarse el 
procedimiento arbitral, siempre se ha considerado propio para 
tratarse en esa forma.

En América, suelo propicio si no patria genuina de la solu­
ción de los conflictos por los medios jurídicos, no es único el ca­
so de una disputa territorial como la que hay entre Ecuador y 
Perú, antes bien ésta puede considerarse típica, pues los nacien­
tes Estados americanos surgientes después de que las colonias 
rompieron sus vínculos con España, pasaron casi todos por 
idénticas vicisitudes en cuanto a fronteras. Las tuvieron Chile 
y  Bolivia, Argentina y Brasil; Chile y  Argentina; Colombia y 
Venezuela; Colombia y Brasil; Argentina y  Uruguay; Hondu­
ras y Guatemala; Honduras y Nicaragua; Inglaterra y Venezue­
la; Brasil y la Guayana francesa; Bolivia y  Brasil, etc., etc. 
También las tuvieron los Estados Unidos con las otras naciones 
europeas que tenían colonias limítrofes. Varios de estos con­
flictos se resolvieron por medio del arbitraje, y ninguna de las 
naciones contendientes mostró repugnancia a someter su sobera­
nía a la decisión de un tribunal arbitral.

Aun fuera de América pueden encontrarse casos de sumi­
sión de cuestiones territoriales ante un árbitro, y  para ello es su­
ficiente recorrer la historia del arbitraje internacional. Para no 
multiplicar las citas fijémonos únicamente en lo que dice M. 
Paul Fauchille en su "Traíté de Droit International Public", To­
mo Primero, Tercera Parte. Este autor al tratar del objeto del 
compromiso arbitral, muestra su desconfianza respecto a que la 
institución que está considerando sea capaz de resolver todos 
los conflictos internacionales, y de asegurar el respeto del dere­
cho, como una panacea universal en materia internacional. Ex­
pone su sentir de que para que un litigio pueda someterse a un 
árbitro debe ser capaz de precisa determinación, y  ser de natu­
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raleza a extinguirse, a quedar cerrado por una sentencia. Así, 
adopta la opinión generalizada de que el arbitraje no puede ser­
vir para resolver conflictos de intereses de naturaleza puramen­
te política, sino solamente los de orden jurídico, ya sea que se 
trate de definir un punto de derecho o un punto de hecho.

Pero después de hacer estas reservas dice textualmente: 
“ On peut mentioner comme objets d’ arbitrage possibles les con- 
trove-rses relatives aux priviléges diplomatiques ou consulaires, 
aux frontiéres. . . toutes questions se préssntant sous une forme 
juridique et permettant une discussion également juridique".

¿Puede pretenderse que a un intemacionalista tan reputado 
pudiera escapársele que en “ las cuestiones de fronteras va im­
bíbita siempre una cuestión de soberanía o de dominio sobre te­
rritorios? No es permitida tal suposición. Tanto más cuanto que 
señala luego dicho tratadista, en número especial de su obra, y 
en primer lugar, los casos de arbitraje relativos a delimitación 
de fronteras. Los enumeraremos rápidamente: disputa entre 
Inglaterra y los Estados Unidos sobre la interpretación del tra­
tado de Washington de 15 de junio de 1846, decidida por el Em­
perador de Alemania en 1872; disputa entre Argentina y Pa­
raguay sobre el territorio comprendido entre el Río Verde y el 
brazo principal del Pilcomayo, decidida por el Presidente de los 
Estados Unidos en 1878; disputa entre Francia y los Países Ba­
jos con relación a los límites de sus colonias en la Guayana, de­
cidida por el Emperador de Rusia en 1890; disputa entre Co­
lombia y Venezuela, resuelta por la Reina Regente en España 
en 1891 ; disputa entre Noruega y Suecia (asunto de las Gris- 
bádarna), resuelta en 1909 por la Corte Permanente de La Ha­
ya; disputa entre los Estados Unidos y México sobre el territo­
rio del Chamizal, en el Río Bravo, decidida por tres comisarios 
en 1911; disputa entre los Países Bajos y Portugal sobre sus 
respectivas posesiones en la Isla Timor, decidida por M. Lardy 
en 1914.

Y  todavía, aparte de estos casos de arbitraje sobre fronteras, 
el mismo autor cita otros de diferencias relativas a posesión o 
dominio de territorios, entre los que se cuentan el de Inglaterra 
y  Portugal, que se disputaban la posesión de Tembe y de Patu- 
po, y de las Islas de Inyack y de los Elefantes, situada en la Ba­
hía de Delagoa, decidida por el Presidente de la República Fran­
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cesa en 1875; y el de Alemania e Inglaterra que se disputaban 
la Isla Lamu, decidida por el Barón de Lambermont en 1890.

Es conveniente, por último, hacer mención de algunos arbi­
trajes, en los que claramente fue sometida por las partes la de­
cisión de si tenían soberanía sobre algún territorio. De esta 
clase es el citado por Fauchille (Op. Cit.) con las siguientes pa­
labras: “ Le 23 Janvier 1925, les Etats— Unís et les Pays— Bas 
ont passé un accord pour soumettre a la C our d* arbitrage de La 
Maye, a un seul arbitre, la question de la souveraineté sur 1* ile 
de Palmas ou Miangas” .

Otro caso igual es el relativo a la Isla Aves, disputada por los 
Países Bajos y  por Venezuela. La Convención que se firmó en 
1857, para someter la cuestión a la Reina de España, decía en 
su artículo 1°: “ La cuestión de derecho de dom inio, y  la sobe­
ranía sobre la Isla Aves, será sometida al arbitraje de una poten­
cia amiga, que se escogerá de antemano y  de com ún acuerdo” . 
(Recueil des arbitrages internationaux.— De la Pradelle et Po- 
litis.— II. pág. 404) .

También acusa el mismo rasgo el caso de la Isla CHppperton 
que se disputaron México y Francia. El artículo 19 de la con­
vención relativa al arbitraje, que fué encomendado al R ey de 
Italia, dice: “ La cuestión que existe entre las altas partes con­
tratantes con motivo de la soberanía sobre la isla Clipperton, se­
rá resuelta por medio del arbitraje".

Y  aunque no se trata de un arbitraje propiamente dicho, 
puede hacerse mención aquí del caso de las Islas Aland, dispu­
tado por Suecia y  Finlandia, y  conocido por el Consejo de la 
Liga de las Naciones. Este caso ya citado por Perú, para apoyar 
su tesis de que el principio de la libre determinación de los pue­
blos está reconocido por el derecho internacional (cuestión que 
no toca examinar en este lugar), viene a cuento también para 
demostrar cómo un organismo diverso de los Estados conten­
dientes puede conocer de una cuestión de soberanía. Finlandia 
formaba parte de Rusia hasta que se independizó de ella en 
1919. Las islas Aland, que eran parte del territorio finlandés, 
intentaron separarse de Finlandia anexándose a Suecia. No obs­
tante que tales Islas tienen un área de 1426 kilómetros cuadra­
dos y que sus 27.000 habitantes votaron por la incorporación a 
Suecia, el Consejo de la Liga decidió en contra de sus preten­
siones, por lo que las Islas Aland siguieron unidas a Finlandia.
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Cuestión de soberanía era ésta, que no sólo ponía en juego 
la de Finlandia y la de Suecia, sino la voluntad, libremente ex­
presada, de los habitantes de las islas, sin embargo de lo cual se 
fijó el precedente de que asunto de tal clase estaba sujeto a 
los medios pacíficos que el derecho internacional da para resol­
ver los conflictos entre los Estados.

No hay, pues, incompatibilidad entre las cuestiones de do­
minio territorial y el arbitraje, ni la sujeción a este procedimien­
to altamente civilizado y pacífico significa desdoro para las 
partes que lo aceptan. Y  ello es porque como lo asienta Cheney 
Hvde en su obra “ International Law Chiefly as interpreted by 
the United States", II, pag. 113, no es obstáculo para que una 
controversia sea sometida al arbitraje, ni la magnitud de la ma­
teria, ni su carácter político, ni menos el que esté comprendida 
entre lo que se llama “ intereses vitales” , “ honor nacional", o 
"independencia de un Estado". Y  agrega luego textualmente: 
“ The true test of a justiciable controversy is believed to be 
whether the principies o f international law are sufficiently broad 
and flexible in their scope of application, and sufficiently well 
understood, to mark clearly the law-fulness or unlawfulness of 
the conduct o f  contentions giving rise to complaint” .

Todavía más: puede decirse que para los Estados que fir­
maron las Convenciones de La Haya, y  el Pacto de la Liga de 
las Naciones, el arbitraje es compulsorio en casos territoriales. 
En efecto, el artículo 16 de la Convención para el arreglo pací­
fico de los conflictos internacionales, firmado en La Haya, en 
1699, dice: "En las cuestiones de orden jurídico, y, en primer 
lugar, en las cuestiones de interpretación o aplicación de Jas con­
venciones internacionales, las potencias signatarias reconocen 
que el arbitraje es el medio más eficaz y  al mismo tiempo más 
equitativo para resolver los conflictos que no hayan sido resuel­
tos por las vías diplomáticas".

Tanto Ecuador como Perú se adhirieron a las Convencio­
nes de La Haya, y por consiguiente tienen que estar a sus dis­
posiciones.

Tanto Ecuador como Perú, igualmente, forman parte de la 
Liga de las Naciones, y  por lo tanto tienen obligación de cum­
plir con los artículos 12 y  13 del Pacto, que dicen: Artículo 12.
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<— Todos los miembros de la Sociedad convienen en que si sur­
ge entre ellos algún desacuerdo capaz de ocasionar una ruptu­
ra, lo someterán al procedimiento de arbitraje o al examen del 
Consejo. Convienen, además, en que en ningún caso deberán 
recurrir a la guerra antes de que haya transcurrido un plazo de 
tres meses después de la sentencia de los árbitros o del dictamen 
del Consejo” .

"Art. 13.— Los miembros de la Sociedad convienen en que 
cada vez que surja entre ellos cualquier desacuerdo susceptible, 
a su juicio, de ser resuelto por arbitraje, y  que no pueda resol­
verse de manera satisfactoria por la vía diplomática, la cuestión 
será sometida íntegramente al arbitraje".

“ Entre los desacuerdos susceptibles de ser resueltos por ar­
bitraje, se declaran comprendidos todos los relativos a la inter­
pretación de un tratado, a cualquier punto de derecho interna­
cional, a la realidad de cualquier hecho que, de ser comprobado, 
implicaría la ruptura de un compromiso internacional, o la 
extensión o naturaleza de la reparación debida por dicha rup­
tura. . .  ”

Si se lee separadamente el A rt. 13, podría decirse que no 
existe obligación de recurrir al arbitraje, puesto que deja al jui­
cio de las partes la susceptibilidad de que el con flicto pueda ser 
tratado por ese procedimiento. Pero si se leen, com o es debido, 
los dos artículos citados en combinación, resulta que el arbitra­
je es obligatorio, ya que es uno de los términos de una opción 
dual: las partes se han obligado a no recurrir a las armas, antes 
de emplear uno cualquiera de los dos siguientes m edios: el re­
curso al examen de la cuestión por el Consejo de la Liga, o el re­
curso al arbitraje. Así, si las partes no acuden al C onsejo están, 
por ello mismo, obligadas a ir al arbitraje. Tal es la opinión que 
compartimos, del señor N. Politis, ilustre intemacionalista, en 
su obra, "La Justice Internationale” , págs. 232—235 .

No menos imperativa es la obligación que impone el Trata­
do sobre renuncia de la guerra, firmado en París en 1928, al que 
se adhirió Perú. Queda proscrito el uso de las armas por el Art. 
1% y  el Art. 2? dice a la letra: "Las Altas Partes Contratan­
tes convienen en que el arreglo o solución de toda diferencia o 
conflicto cualquiera que fuere su naturaleza o su origen, que se 
suscitaren entre ellas, jamás procurarán buscarlo por otros me­
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dios que no sean pacíficos” . Es decir, por los que proporciona 
el derecho internacional.

Vamos ahora a examinar la misma cuestión a la luz del de­
recho positivo americano. Sabido es que todas las naciones del 
Continente han pugnado por generalizar los medios pacíficos 
de dirimir las controversias, en especial el arbitraje. Múltiples 
son los documentos internacionales en que han consignado esa 
disposición, pero aquí nos referimos tan sólo a los más recien­
tes .

El Tratado General de Arbitraje lnteramericano, y el Proto­
colo de Arbitraje Progresivo, firmados en Washington en 1929, 
obligan a las partes a someter a arbitraje todas las diferencias 
de carácter internacional que hayan surgido o surgieren entre 
ellas, con motivo de la reclamación de un derecho formulado por 
una contra otra en virtud de un tratado, o por otra causa que 
no haya sido posible ajustar por la vía diplomática y que sea de 
naturaleza jurídica, por ser susceptible de decisión mediante la 
aplicación de los principios de derecho. Se consideran de esta 
especie: a ) .— La interpretación de un tratado; b ).— Cualquier 
punto de derecho internacional; c ) .— La existencia de un he­
cho que constituya violación de una obligación internacional; 
d ).— La naturaleza y extensión de la reparación que deba darse 
por el quebrantamiento de una obligación internacional.

Como se ve, estas disposiciones son muy semejantes a las 
correspondientes de la Liga de las Naciones, y son bastante am­
plias para comprender el caso de disputa de fronteras, que de 
hecho tantas veces ha sido sometido a un árbitro.

Tal tratado fue firmado por Ecuador con la reserva de que 
no se aplicaría a cuestiones ya regidas por convenios anteriores 
vigentes, a las surgidas por causas anteriores o provenientes de 
hechos pre-existentes y a las reclamaciones pecuniarias de ex­
tranjeros que no hubiesen agotado los recursos legales del país. 
Mas no procedió Perú del mismo modo y firmó sin reservas nin­
gunas, por lo que está obligado, sin escapatoria, a tratar sus con­
flictos (éste de fronteras entre ellos), por medio del arbitraje.

Todos los hechos históricos citados al principio de este es­
tudio, todos los precedentes traídos a colación, y todas las oblt-
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paciones contractuales que Perú ha contraído en tratados vigen­
tes, no pueden menos que llevar a la convicción de que el caso 
que esa nación disputa con Ecuador, y  que ella quiere reducir 
a cuestión de límites, es una cuestión de dominio y  soberanía 
sobre territorios, lo que la hace adecuada para tratarse por el ar­
bitraje, o por los demás medios pacíficos que proporciona el de­
recho internacional para la solución de los conflictos entre los 
estados.

A  la misma conclusión se tiene que llegar si, prescindiendo 
de que se trata de una cuestión de dominio de territorios, se 
considera que la cuestión estriba también en la interpretación de 
un tratado, ya que hemos visto que esta materia ha sido decla­
mada genuinamente apta para tratarse por arbitraje. En efecto, 
al hacer la breve historia del caso que nos ocupa, vim os que la 
cuestión se suscitó desde la época en que el Ecuador formaba 
parte de la Gran Colombia, y  vimos también que hubo guerra 
entre los dos países por tal causa, resuelta en Tarqui con el 
triunfo de las armas colombianas, lo que dió lugar al tratado de 
paz de Guayaquil de 1829. Ecuador cree que la cuestión de domi­
nio sobre Mainas, Jaén y  Túmbez, fué definitivamente resuelta 
por ese tratado, mientras que Perú lo niega, y  hasta impugna la 
vigencia de tal tratado. Surge de ambas contenciones un punto de 
interpretación, de apreciación de un tratado internacional mate­

ria que, ya se ha visto, es sometióle al arbitraje.

Hacer, pues, de la cuestión debatida entre Ecuador y Perú 
una cuestión estrictamente interna de la segunda nación, ale­
gando que es materia constitucional y  de soberanía, es tergiver­
sar las cosa3. ¿Mainas, Jaén y Túmbez, están constitucional- 
mente incorporadas a Perú? También lo estaba a M éxico la Is­
la Clipperton, en un texto expreso de su carta fundamental, y 
esta República no se creyó, sin embargo, ofendida, por someter 
Ja decisión de su dominio a un árbitro.

Una tesis como la que Perú sostiene sólo se comprende si 
se basa en el viejo concepto de la soberanía absoluta, hoy  cadu­
co  y estimado erróneo. La libre determinación de un individuo, 
com o la de un pueblo, no se pueden aceptar si no se verifica con 
un impulso y  con un fin éticos. La libertad es, com o lo estudia 
Redslob, en su obra “ Histoire des Grands Principes de Droit de 
Gens", una de las cuatro bases inconmovibles de la sociedad de
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los estados; pero esa libertad no es amoral ni anárquica, sino 
que está sometida al deber. “ El deber postula la libertad'*, decía 
Kant predicando su imperativo categórico, único que es absolu­
to. La libertad humana y  la del estado, que se traduce en sobe­
ranía, están limitadas por ese imperativo. "Toda vida civil—  
escribe Antonio Caso en reciente libro— implica la necesaria 
combinación de la libertad y  de la le y " .

No otra cosa pensaba Hugo Grocio, el padre del derecho de 
gentes, concibiendo una Sociedad de Naciones fundamentada 
en el derecho natural. Dentro de esa Sociedad, las naciones son 
.libres y  soberanas pero su libertad y soberanía, están limitadas 
por las idénticas de los otros estados. Todos tienen que obser­
var el derecho natural, que está así, sobre todo otro concepto.

Ahora bien, no puede invocar un estado su soberanía, cuan­
do otro estado es perjudicado por un acto que emana de ella. 
Y  basta que el perjudicado, o que se cree tal, reclame, para que 
el estado reo tenga que allanarse a una discusión jurídica del 
asunto, la cual nunca puede empañar su dignidad o su honor.

No podrá escudarse tras del argumento de que se trata de 
una cuestión vital para él, pues en la Sociedad de las Naciones 
regida por el Derecho, lo único vital es que éste sea sostenido. 
Los intereses particulares tienen que ceder ante e] general, más 
alto y de orden moral. En este sentido está limitada la sobera­
nía, y  los tratadistas modernos convienen en que la conviven­
cia del mundo contemporáneo y del que vendrá, hará más estre­
cha esta limitación.

Para terminar esta parte del estudio que estamos haciendo, 
es conveniente presentar un último argumento, ab-absurdo, apo­
yado en el derecho positivo. Si la materia de dominio sobre te­
rritorios es de puro derecho interno, o política, y por tanto no 
discutible dentro de los procedimientos para la solución pacífi­
ca de los conflictos internacionales; y  si, a partir del Tratado de 
París (Briand-Kellogg), está proscrita la guerra, ¿qué recurso 
tendrá un estado despojado de parte de su suelo contra el deten­
tador?

Si fuera cierta la tesis de Perú, tal despojo, el más grave que
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puede sufrir un estado, quedaría sin remedio, lo cual es total­
mente inaceptable en un régimen de derecho.

Otro aspecto interesante de la controversia que se examina 
es el que se deriva del uso de la fuerza que ha hecho Perú para 
ocupar los territorios disputados.

Echemos una ojeada sobre esos territorios.

La superficie de las tres provincias excede de cien mil kiló­
metros cuadrados, y  están muy escasamente pobladas. Según 
lo indica la “ Exposición del señor Ministro de Relaciones Exte­
riores del Ecuador a las cancillerías de Am érica", en las zonas 
disputadas “ no hay propiamente ocupación peruana del orien­
te, ni tenencia; porque, salvo Iquitos, alguna aldehuela en las 
orillas del Marañón^Amazonas, y  unas pocas haciendas en esas 
orillas y  en la parte baja de unos pocos ríos, no hay obra huma­
na” . El mismo señor Ministro cita el libro “ La primera centu­
ria", del peruano Pedro Dávalos y  Lissón, publicado en Lima en 
1922, que dice, hablando de Loreto que comprende la mayor 
parte del territorio disputado: "lo  explotado allí es com o uno 
en mil y los albores de 1921 encuentran la montaña tan virgen 
como estaba antes que Colón descubriera la A m érica".

Perú ha verificado la ocupación de estas zonas por el avance 
de sus tropas, estableciendo destacamentos en los lugares que 
considera propicios. Tales avances se 'han ido efectuando pau­
latinamente desde 1830 hasta la fecha, y  si se acude al primer 
mapa ad hoc que acompaña a la "Exposición”  a que nos referi­
mos, se ve que los primeros avances hasta 1890 siguen casi 
exactamente la línea que había fijado el Protocolo de 1830, co­
nocido como Pedemonte—Mosquera, mientras que los efectuados 
después de esa fecha y  hasta el presente año llegan ya hasta 
muy cerca de la frontera con Colom bia.

Ahora bien, los avances de Perú en las zonas disputadas, 
cada día más extensos, como ya se ha dicho, han violado repe­
tidas veces el statu quo inherente a la litispendencia. En 
efecto, las dos naciones han estado tratando, por largos años, de 
una manera o de otra, el problema, y  varias veces han llegado
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hasta la fijación de líneas generales de límites, que después no 
han prevalecido por una o por otra causa. Prescindiendo del 
tratado de 1829, que fijaba como límites de Ecuador los que te­
nía la antigua Presidencia de Quito; prescindiendo del Protoco­
lo Pedemonte-Mosquera, que consigna la3 concesiones que so­
bre aquella delimitación hizo Ecuador, y fijándonos tan sólo en 
el fracasado tratado Herrera—García, de 1890 (que no produjo 
efectos sólo porque intentó modificarlo la legislatura del Perú), 
es fácil ver que a pesar de que el asunto estaba negociándose, y 
de que Perú parecía limitar ya sus pretensiones a la línea que 
su mismo Congreso trazara, las incursiones más arriba de esta 
línea continuaban verificándose.

Dichas incursiones no pueden considerarse legales a la luz 
del derecho positivo americano. Las Américas han desarrollado 
paulatinamente un sistema para manter la paz en el Continente, 
que provee una serie de medidas jurídicas para tratar los con­
flictos. Y a nos hemos referido arriba a las que tienen por objeto 
el arbitraje, y  ahora pasaremos en revista esas mismas y otras, 
enfocando especialmente el problema de las incursiones perua­
nas.

En el "Tratado para evitar o prevenir conflictos entre los 
Estados Americanos", suscrito en Santiago de Chile el 3 de Ma­
yo  de 1923, se estableció el procedimiento de las Comisiones de 
Investigación, con el objeto de evitar que las cuestiones entre 
aquellos Estados lleguen a las vías de hecho. Dichas Comisiones 
tienen por objeto reunir todos los datos sobre el conflicto de que 
se trate, y  presentar, al cabo, una resolución, que aunque no tie­
ne la fuerza de una sentencia judicial o arbitral, sin embargo 
tiene mucho peso para fijar hechos y para mover a la opinión 
pública americana.

Los Gobiernos en conflicto tienen un término de seis meses 
.para procurar nuevamente el arreglo de la dificultad, en vista 
.de las conclusiones del informe, y solamente si durante ese pla­
zo no pudieren llegar a solución amistosa ninguna, quedan en 
.libertad para proceder com o crean conveniente a sus intereses.

Este tratado dispone también que desde el momento en que 
se promueve la convocatoria de la Comisión Investigadora (co­
sa que puede hacerse por cualquiera de las partes), los estados
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contendientes se obligan a no iniciar movilizaciones, o concen­
traciones de tropa sobre la frontera de la otra parte, ni a ejecu­
tar ningún acto hostil ni preparatorio de hostilidades, statu quo 
que durará hasta que terminen los seis meses que deben correr 
después del informe de la Comisión, de que se ha hablado más 
arriba.

Seis años después, los Estados Americanos dieron un paso 
más en el camino del procedimiento pacífico para solucionar 
sus cuestiones, estableciendo el procedimiento de conciliación, 
por medio de la “ Convención General de Conciliación Interame- 
ricana” , suscrita en Washington el 5 de enero de 1929. Este 
nuevo procedimiento, cuyo órgano son comisiones ad—hoc, o las 
de investigación de que acabamos de hablar arriba, tienen ya no 
sólo el cometido de levantar una información sobre el asunto, 
sino que deben procurar la conciliación de las diferencias someti­
das a su examen, con el fin de obtener un arreglo entre las partes. 
El Artículo 12 de esta Convención que se examina impone a las 
partes contratantes las mismas obligaciones que Ies impuso el 
artículo 1° del Tratado que estableció las Comisiones de Investi­
gación, a saber, la de abstenerse de cualquier acto o movimiento 
hostil, mientras dura la conciliación.

Vino luego la firma del muy importante “ Tratado antibéli­
co de no agresión y de conciliación” , suscrito en R ío de Janeiro, 
el 10 de octubre de 1933, cuyo preámbulo puntualiza que se 
pacta “ con el propósito de condenar las guerras de agresión y 
las adquisiciones territoriales que sean obtenidas mediante la 
conquista, por la fuerza de las armas.”  El artículo segundo de 
este documento dice: “ Declaran las altas partes contratantes 
que entre ellas las cuestiones territoriales no deben resolverse por 
1? violencia, y que no reconocerán arreglo territorial alguno que 
no sea obtenido por medios pacíficos, ni la validez de la ocupa­
ción o adquisición de territorios que sea lograda por la fuerza 
de las armas.”

Citemos además el siguiente artículo:

“Artículo V.— Las Altas Partes Contratantes y  los Estados 
que en adelante se adhieran al presente Tratado no podrán for­
mular en el momento de la firma, ratificación o adhesión otras 
limitaciones al procedimiento de conciliación que cualquiera de 
las que a continuación se señala:
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a )  .— Las diferencias para cuya solución se hayan celebrado 
Tratados, Convenciones, Pactos o Acuerdos pacifistas de cual­
quier índole que sean, que en ningún caso se entenderán dero­
gados por el presente convenio, sino complementados en cuanto 
propenden a asegurar la paz; así como las cuestiones o asuntos 
resueltos por Tratados anteriores;

b )  .— Los conflictos que las Partes prefieran resolver por arre­
glo directo o someter de común acuerdo a una solución arbitral 
o judicial;

c )  .— Las cuestiones que el Derecho Internacional deja libra­
das a la competencia exclusiva de cada Estado, de acuerdo con 
su régimen constitucional, por cuyo motivo las Partes podrán 
oponerse a que sean sometidas al procedimiento de conciliación 
antes que la jurisdicción nacional o local se haya pronunciado 
en definitiva; salvo manifiesta denegación o retardo de justicia, 
en cuyo caso el trámite de la conciliación deberá iniciarse dentro 
del año a más tardar;

d) .•— Los asuntos que afecten preceptos constitucionales de 
las Partes en controversia. En caso de duda, cada Parte recaba­
rá la opinión fundada de su respectivo Tribunal o Corte Supre­
ma de Justicia, si ésta estuviere investida de tales atribuciones.

Las Altas Partes Contratantes podrán comunicar, en cual­
quier tiempo y  en la forma establecida por el artículo XV, el 
instrumento en que conste que han abandonado en todo o en 
parte las limitaciones por ellas establecidas al procedimiento de 
conciliación.

Las limitaciones formuladas por una de las Partes Contra­
tantes tendrán el efecto de que las demás Partes no se conside­
rarán obligadas a su respecto sino en la medida de las excepciones 
establecidas” .

Este tratado reafirma y expedita la formación de jas Comisio­
nes de Conciliación, cuyo informe debe presentarse en el térmi­
no de un año. Y , como todo el Tratado es para proscribir el uso 
de las armas, no hace ya referencia directamente, por no ser ne­
cesario, a la obligación de no iniciar movilizaciones, concentra-
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ciones de tropa, sobre la frontera, etc., limitándose a decir en su 
artículo XIII que “ desde la iniciación del procedimiento concilia­
torio hasta la expiración del plazo fijado por la Comisión para 
que las Partes se pronuncien, deberán abstenerse de toda medi­
da perjudicial al arreglo que proponga la Comisión, y , en general, 
de todo acto susceptible de agravar o prolongar la controversia.”

Un rasgo peculiarísimo de este pacto es el de dar a los de­
más estados americanos, un papel, en caso de que los esta­
dos en conflicto no cumplan con las obligaciones contraídas. 
A  ese efecto, dice el Art. III, “ adoptarán en su calidad de 
neutrales una actitud común y  solidaria; pondrán en ejercicio 
los medios políticos, jurídicos o económicos autorizados por 
el derecho internacional; harán gravitar la influencia de la 
opinión pública, pero no recurrirán en ningún caso a la inter­
vención sea diplomática o armada

En 1936 se verificó en Buenos Aires la “ Conferencia In- 
teramericana para mantener la Paz”  y  en ella se avanzó to­
davía más en el establecimiento de un sistema americano de 
paz y solidaridad. Cualquiera amenaza de la paz de las Repú­
blicas americanas y  cualquier estado de guerra real o virtual 

entre países de América, debe dar lugar a inmediata consulta 
entre todos los demás Gobiernos de las Repúblicas americanas, 
para los efectos de procurar y adoptar fórmulas de cooperación 
pacifista, (Convención sobre mantenimiento, afianzamiento y 
restablecimiento de la Paz, de 23 de Diciembre de 1936).

En igual fecha se firmó la “ Convención para coordinar, am­
pliar y asegurar el cumplimiento de los tratados existentes en­
tre los estados americanos” . El artículo I de este instrumento 
hace mención, para reafirmarlas, de las obligaciones contraí­
das por el Tratado Gondra, por el Pacto Kellogg-Briand, por la 
Convención General de Conciliación Interamericana, por el 
Tratado General de Arbitraje Interamericano, y  por el Trata­
do Antibélico de No Agresión y  Conciliación (todos los cuales 
se han sintetizado en lo que precede).

El artículo IV es especialmente contraído al propósito pa­
cifista, pues dice: “ Las Altas Partes Contratantes, acuerdan 
que en caso de que surja una controversia entre dos o más de 
ellas, tratarán de resolverla dentro de un espíritu de mutuo 
respeto de sus respectivos derechos, recurriendo con este pro­
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pósito a negociaciones diplomáticas directas o a los procedi­
mientos alternativos de mediación; comisiones de investigacio­
nes, comisiones de conciliación, tribunales de arbitraje y cortes 
de justicia, etc."

Este mismo tratado reitera en su artículo I, párrafo cuar­
to, que entre las partes contratantes las cuestiones territoriales 
no deben resolverse por la violencia y que no reconocerá-i arre­
glo termorisil alguno que no sea obtenido por medios pacífi­
cos, ni la validez de la ocupación o adquisición de territorios 
que sea lograda por la fuerza de las armas.

Hemos creído oportuno analizar los tratados que anterior­
mente se citan, porque este estudio no está destinado a los pe­
ritos en la materia, sino a la opinión pública americana que no 
está informada al detalle del derecho internacional positivo 
emanado de las Conferencias Panamericanas y de las otras que 
se derivan o  conectan con ellas. El objeto de tal análisis es 
el de hacer resaltar sin género alguno de duda la actitud que 
han guardado Ecuador y Perú durante su conflicto fronterizo.

Es evidente que desde la Conferencia Panamericana de San­
tiago, verificada en 1923, las veintiún Repúblicas Americanas 
se obligaron a no recurrir a las armas para arreglar las cues­
tiones que surgieran entre ellas así como a no iniciar moviliza­
ciones o  concentraciones de tropa sobre la frontera de la otra 
parte contendiente, mientras se desarrolle el procedimiento de 
las comisiones de investigación y de conciliación.

Podría, por supuesto, argumentarse que el compromiso re­
ferente a los movimientos de tropa existe, en estricto derecho, 
solamente desde el momento en que comienzan a trabajar las 
comisiones susodichas, y que en el caso pendiente entre Perú 
y  Ecuador, no se ha procedido a la formación de tales comi­
siones. Pero tal argumentación parece inaceptable desde el 
punto de vista ético, pues el espíritu ,de los tratados de refe­
rencia, que reflejan la opinión americana en esta materia, es 
el de que se mantenga el statu quo, en odio y proscripción de 
los procedimientos de fuerza.

Además, si una argumentación como la expuesta pudo pro­
ceder entre 1923 y  1933, desde esta última fecha, año de la
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firma del Tratado Antibélico de No Agresión y  de Concilia­
ción, está completamente vedada. En efecto, desde ese año 
quedaron condenadas las guerras de agresión y  las adquisicio­
nes territoriales mediante la conquista por la fuerza de las ar­
mas, así, en general, sin que la prohibición de usar la guerra 
quedara supeditada a restricción o condición ninguna. De a- 
cuerdo con tal Tratado, Perú se obligó a que el arreglo entre 
él y -Ecuador sólo podría realizarse por los medios pacíficos 
que consagra el derecho internacional (artículo I ) , y, por lo 
tanto, debió abstenerse de seguir avanzando militarmente por 
los territorios disputados.

Hay que ocuparse en este lugar de una objeción que pu­
diera hacer Perú, enlazando su tesis de que la cuestión terri­
torial de Mainas, Jaén y  Túmbez es una cuestión no interna­
cional, sino de derecho interno y  constitucional, con los artícu­
los IV y  V  del Tratado Antibélico de R ío de Janeiro, que es­
tablecen, que sí bien todos los estados americanos deben some­
ter al procedimiento de conciliación sus conflictos, el artículo 
V  señaló cuatro excepciones entre las que se encuentran las 
consignadas en los incisos C y  D. Las primeras son las cuestio­
nes que el derecho internacional deja libradas a la competen­
cia exclusiva de cada estado, de acuerdo con su régimen cons­
titucional; las segundas las materias que afecten preceptos 
constitucionales de las partes en controversia.

El argumento no nos parece fundado. El espíritu de todo 
el Tratado es el de proscribir las guerras de agresión, sin nin­
guna taxativa, y  el de condenar las adquisiciones territoriales 
obtenidas mediante la conquista, igualmente sin limitación nin­
guna. Las Partes Contratantes se obligaron a no reconocer 
arreglo territorial ninguno que no sea obtenido por medios pa­
cíficos, ni la validez de la ocupación o adquisición de territo­
rios que sean logradas por la fuerza de las armas. Esto tam­
bién en todos los casos. Los artículos IV  y  V  tienen que inter­
pretarse en consonancia con esos principios generales enuncia­
dos antes, y  por su misma redacción son inequívocos. El ar­
tículo IV enuncia la obligación de someter al procedimiento de 
conciliación: 1 “ Los conflictos mencionados especialmente” 
(que son los territoriales); 2 “ Cualesquiera otros que surjan
en sus relaciones recíprocas” . Estos dos términos son clarísi­
mos y  están separados por la conjunción “ y ” . Después de!
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segundo término viene una coma y entonces se agregan las si­
guientes palabras “ sin más limitaciones que las que se enume­
ran en el artículo siguiente”  y  este miembro de la frase no 
puede referirse sino al segundo término, “ cualesquiera otros 
(conflictos) que surjan en sus relaciones recíprocas” .

En otras palabras: los arreglos territoriales entre las partes 
contratantes sólo pueden ser hechos por medios pacíficos; los 
conflictos de otra especie deben ser también arreglados por los 
mismos medios, con las excepciones que marca el artículo V .

Para corroborar esta tesis, puede hacerse todavía otro ra­
zonamiento ab absurdo. Si fuera lícito excluir de la conciliación 
y  de los otros medios pacíficos las cuestiones territoriales, sólo 
con llamarlas cuestiones de honor nacional o con incorporarlas 
de alguna manera en las Cartas Constitucionales, entonces se­
ría absolutamente nugatorio todo el tratado antibélico, y sin 
valer, por consiguiente, la proscripción de las guerras de agre­
sión y  la condenación de las adquisiciones territoriales obte­
nidas por la fuerza de las armas. Un estado conquistador po­
dría, de tal modo, entrar a sangre y fuego en el territorio de 
un vecino y  apresurándose a reformar su propia constitución 
en el sentido de que los territorios conquistados forman parte 
de su territorio nacional, habría legitimado su agresión, que 
resultaría intangible, dado el respeto debido a su soberanía.

Situaciones de esa especie quiso hacer imposibles definiti­
vamente en este continente la sociedad de naciones americanas.

La conclusión que se impone después de todas esas consi­
deraciones, es que las incursiones de Perú en los territorios dis­
putados a Ecuador, especialmente las verificadas después de 
1933, son absolutamente contrarias al espíritu y  a la letra de 
los tratados panamericanos vigentes.

Agrava esta situación el hecho de que entre las dos nacio­
nes han mediado compromisos especiales para mantener el 
statu quo mientras se desarrollaban las negociaciones concer­
tadas. Haciendo punto* omiso de los tratos habidos entre 
ellas antes de 1936, lleguemos a esa feoha. En 1924 las dos 
naciones habían firmado un protocolo que contemplaba una fór­
mula mixta para llegar al arreglo del conflicto; se comprome-
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tieron a establecer negociaciones directas en la ciudad de Wash­
ington a fin de que, si no lograsen fijar una línea definitiva, 
determinasen de común acuerdo las zonas que se reconociesen 
recíprocamente, y  la que habría de someterse a la decisión ar­
bitra! del Presidente de los Estados Unidos de América. La po­
lítica internacional no permitió que las estipulaciones de dicho 
protocolo se llevaran a efecto; pero en 1932, cuando surgió el 
conflicto peruano-colombiano sobre Leticia, Perú se mostró in­
clinado a seguir sus lincamientos, y las dos Cancillerías siguie­
ron preparando el asunto, con más o menos dilaciones, hasta 
que suscribieron el siguiente convenio de 6 de ju lio de 1936: 
“ Artículo primero. El Perú y  el Ecuador se comprometen a 
definir que el arbitraje previsto en el Artículo primero del 
Protocolo de 21 de Junio de 1924, sea un arbitraje de derecho. 
Esta definición será incorporada al acta de instalación de las 
Delegaciones a que se refiere el artículo siguiente.— Artículo 
segundo. Las Delegaciones que establece el A rtículo primero 
del citado Protocolo se compondrán de tres Delegados Pleni­
potenciarios cada una, y  se instalarán en W ashington el día 
treinta de setiembre del año en curso. Los dos Gobiernos se 
comunican por escrito en este acto los nombramientos de sus 
Delegados, y  se participarán oportunamente cualquier sustitu­
ción que hicieren.— Artículo tercero. El Perú y  el Ecuador 
mantendrán el statu quo de sus actuales oosiciones territoriales 
hasta el término de las negociaciones en W ashington y  del pro­
ceso arbitral, sin que ello implique reconocimiento por una de 
las Partes del derecho de la otra a loa territorios actualmente 
poseídos. En fe de lo cual Jos Plenipotenciarios arriba nombra­
dos firmaron la presente acta y  pusieron en ella sus sellos en 
doble ejemplar en la ciudad de Lima, el 6 de Julio de 1936".

Como se ve, era explícita la obligación de mantener el 
statu quo hasta el término de las negociaciones en Washington 
y  del proceso arbitral. Dichas negociaciones no terminaron, ni 
siguieron su curso normal, sino que fueron interrumpidas re­
pentinamente por la unilateral decisión del Perú. Huelga aquí 
hacer, para demostrarlo, la historia de los dos años de confe­
rencias habidas en Washington entre 1936 y  1938, pero sí 
cabe decir que, no habiéndose podido llevar a efecto la presen­
tación de las líneas fronterizas que debían de comunicarse los 
Gobiernos (aunque sí presentó la suya E cuador), se suscitó 
también una cuestión sobre el arbitraje previsto: Perú propuso
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uno en que se examinara como cuestión previa cuál había de 
ser la materia de la controversia, mientras que Ecuador pro­
puso que se acordara el arbitraje total de derecho. Estando en 
esas condiciones los tratos, Lima anunció su decisión de reti­
rarse de las conferencias.

A  primera vista, parecen incumplidos el Protocolo de 1924 
y  el convenio de 6 de Julio de 1936, firmados libremente por 
los dos estados, e incumplido, por consiguiente también, el ar­
tículo III que obligaba a mantener el statu quo territorial, hasta 
el término de las negociaciones en Washington y del proceso 
arbitral.

Otros casos más recientes de inobservancia, por parte de 
Perú, de compromisos de no ocupación, tomados también ex­
presamente, son los que entrañan sus movimientos armados en 
«el presente año, después de que aceptó la mediación amistosa 
de Estados Unidos, Argentina y  Brasil.

En efecto, las ocupaciones que resultan de aquellos movi­
mientos infringen el compromiso contraído por las Partes ante 
los Mediadores, en respuesta a su mensaje de 20 de Mayo, de 
no dar paso alguno que pudiera perjudicar a las relaciones en­
tre ellas. Son contrarias también a la petición que dichos Me­
diadores hicieron a las Partes, respecto al retiro de sus tropas 
a quince kilómetros de la línea de statu quo, y al permiso de 
intervención de observadores militares, en calidad de testigos. 
V iolan idénticamente el nuevo statu quo convenido entre las 
Partes el 6 de Julio, pues Perú ocupó después de esa fecha 
posesiones que de conformidad con el pacto relativo, había te­
nido Ecuador, en la frontera de la Provincia de El Oro.

¿Puede la ocupación que se ha venido estudiando servir 
com o título para establecer el dominio sobre los territorios dis­
putados?

La única causa de adquisición de dominio que puede alegar 
quien ocupa un territorio que no es res nullius, es la prescrip­
ción, y , por lo tanto, hay que acudir a los principios generales 
de derecho internacional a efecto de saber si la posesión de que
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se trate tiene los requisitos que señalan los tratadistas que 
aceptan que la prescripción es una causa de adquisición terri­
torial, ya que es bien sabido que hay otros que no aceptan esta 
fuente de adquisición del dominio internacional. De acuerdo 
con los primeros, la posesión debe tener los siguientes rasgos: 
a )— ser a título de soberano; b )— ser pacífica y  no  interrum­
pida; c ) — ser pública; y  d )— mantenerse por un lapso pruden­
cial. De tales requisitos faltan notoriamente a la posesión de 
Perú sobre Mainas, jaén y Túm'bez, los que se enumeran bajo 
la letra b ), pues no ha sido ni pacífica ni ininterrumpida.

La toma de posesión de una región casi despoblada y  sal- 
va je, y que apenas podría estimarse una ocupación simbólica 
y  no efectiva, no ha tenido los requisitos susodichos, ya que ha 
dado lugar a no pocos encuentros de los ejércitos de ambas na­
ciones, 3ra que sobre todo, ha provocado continuas protestas 
de parte de Ecuador. No es necesario, creemos, citar autores 
de derecho internacional, para establecer el principio umversal­
mente aceptado de que una posesión protestada por otra na­
ción interrumpe la prescripción.

La conducta de Perú en cuanto a los territorios en disputa, 
debió haberse ajustado a las bases que estableció el intemacio­
nalista don Alejandro Alvarez en un estudio titulado “ De las 
ocupaciones de los territorios controvertidos'*, hecho a propó­
sito del arbitraje chileno-argentino sobre sus fronteras, y  que 
fué publicado en la Revue Générale de Droit International Pu­
blic, Tomo X , pág. 654. Hace constar que uno de los más fre­
cuentes casos internacionles en América, es el de disputa de 
territorios entre los estados que procedieron de las colonias 
españolas, y que el problema más interesante de esta situación 
ha sido el de saber cuáles son los derechos y  los deberes de 
los estados litigantes sobre el territorio controvertido, mientras 
'dura la controversia, porque los territorios disputados son casi 
siempre muy grandes y  sus. fronteras mal definidas, y  a veces 
contradictorias.

Define primeramente cuándo un territorio tiene carácter 
litigioso, diciendo que el litigio existe desde que el territorio 
de que se trata, y que un estado cree que le  pertenece, es ob­
jeto, por parte de otro estado, de ciertas pretensiones. La ma­
nifestación de estas pretensiones es lo que hace que el territorio 
sea litigioso.
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Agrega que hasta la época de su estudio, no se habían fi­
jado las regjas para normar la conducta de los estados mientras 
el litigio se solventa, y  los estados se habían visto en la nece­
sidad de pactar un modus vivendi. Pero que a falta de esas 
reglas tie tiene que recurrir a los principios generales de dere­
cho internacional. Pasa á establecer como principio general 
que puesto que se trata de una cuestión de soberanía, ninguno 
de los estados contendientes puede ejercerla por entero sobre 
el territorio controvertido; es decir, que cada uno de ellos ten- 
’drá solamente una soberanía limitada. Para establecer la 'ex­
tensión de tal limitación considera tres casos: primero.— Que 
ninguno de los estados litigiosos se encuentre en posesión del 
territorio disputado; II.— Que los estados tengan posesión con­
junta del mismo territorio; III.— Que uno de los estados esté 
en posesión del territorio disputado y el otro no.

En el primer caso, la regla para ambos estados debe ser la 
abstención de todo acto de soberanía, para no dar lugar a recla- 
■macior-es inmediatas de la otra parte. Naturalmente se debe 
hacer una excepción para los actos urgentes que no sean sus­
ceptibles de lesionar los intereses del otro estado. Como coro­
lario de esto establece el señor Alvarez que los dos estados 
deben de abstenerse de ocupar el territorio disputado. Es posi­
ble, eso sí, aue los estados ejerzan actos de policía e higiene 
en la zona litigiosa. Pero esto debe hacerse de buena fe, sin 
buscar ventajas en detrimento del otro estado contendiente.

En la segunda hipótesis, de la posesión común, los dos es­
tados deben respetarse las ocuoaciones hechas de buena fe an­
tes del nacimiento del litigio. Pero una vez declarado éste cada 
uno debe abstenerse de nuevos actos de soberanía en la zona 
disputada, exactamente com o en el primer caso considerado.

En la tercera hipótesis, cuando sólo un estado posee, éste 
puede eiercer la soberanía completa, pero como ésta es preca­
ria y  suieta a lo que se determine al fin de la disputa, el ejer­
cicio debe ser prudente y  también de buena fe.

¿En cuál de los tres casos se encuentra el territorio de Mai- 
nas, Jaén y  Túmbez?

Dada la extensión de él, su carácter selvático ecuatorial, y
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la escasez de las ocupaciones efectivas de ambos estados con­
tendientes, no parece desacertado decir que se haliaban al prin­
cipio de la contienda, y  aún ahora mismo, en el primer caso, 
es decir, que ni Perú ni Ecuador han tomado posesión efectiva 
sobre todo el inmenso territorio en cuestión.

Si ello es así, todos los actos de dominio ejecutados por 
Perú deben ser considerados contrarios al estado de litispenden- 
cia, y  por consiguiente, deben ser tenidos por írritos, nulos y 
de ningún valor, incapaces de constituir título. La buena fe 
aue debe guardarse entre las partes de un litigio, obligaría al 
detentador por la fuerza a cesar en el uso de ella, y  a volver 
las cosas a -su prístino estado.

Pero supongamos que sea discutible que ningún estado se 
halle en posesión de lo disputado, y pongám onos en el caso 
más favorable a Perú, que es el de que tuviera posesión de 
hecho de todo el territorio, para el efecto que aquí intentamos, 
que e3 el de definir el status de lo que haya ocupado.

En tal caso, a pesar de que podría ejercitar actos de sobe­
rano, ello sería sólo 'para las cosas urgentes, y  nunca para 
fundar derechos o títulos, ni para adquirir o consolidar su do­
minio, mucho menos si tal cosa se intenta p or  medios milita­
res. Los mismos actos necesarios e inocentes tendrían un ca­
rácter precario, y no le valdrían tampoco para formar título a 
su favor, estando al fin de la controversia sujetos a revocarse o a 
deshacerse.

En vista de todo lo anterior, conforme a los principios ge­
nerales de Derecho Internacional, y  a los que han adoptado 
expresamente las Américas, la ocupación hecha por Perú en 
los territorios litigiosos. <no es lícita ni aún pretendiendo que 
lo hace “ como medida de seguridad” .

Tampoco es lícito que retenga las adquisiciones así logradas, 
para hacer presión sobre su colitigante, en vista <ie una renun­
cia de su reclamación.

El somero estudio que antecede no encierra el m enor ánimo
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adverso hacia Perú, sino que tiene por objeto únicamente apor­
tar urna contribución en pro del avance del arbitraje en Amé­
rica y  en el mundo. Ahora que éste se encuentra en inminente 
peligro de que se olviden todas las normas jurídicas, es cuando 
más debe pugnarse porque se afirme el respeto a ellas, y el 
arbitraje es el más civilizado medio de zanjar los conflictos. 
La fuerza ha sido y  será incapaz de extinguirlos, antes crea y 
añade nuevos a los que ya existían.

Estamos seguros de que los hombres de buena voluntad del 
Perú, y  hay muchos en esa culta y  progresista nación, entien­
den lo anterior y , así, moverán la opinión de sus coterráneos 
para hacerles ver que nada deprimente existe en acatar un fallo, 
de "hom es buenos", pues ello significa un verdadero acto de 
soberanía, una autolimitación, que es el triunfo más grandioso: 
el de la ley.

GENARO FERNANDEZ MAC GREGOR.

M éxico, Noviembre 26 de 1941.
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR LAUREANO GOMEZ

Senador de lo República de Colombia, 
Jefe del Partido Conservador,

Bogotá, diciembre 3 de 1941.
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Del m odo como la emancipación de las colonias hispánicas 
de la América del Sur fué un fenómeno simultáneo, produci­
do por las mismas causas históricas, geográficas y políticas, la 
constitución de los nuevos estados independientes obedeció a 
ciertos postulados jurídicos, reconocidos y acatados por todos 
ellos.

En primera categoría, porque se trataba de la norma para 
delimitar los respectivos territorios, figuró el principio de uti 
possidetis de 1810. Las nuevas naciones adquirieron doctrina 
solidísima, justa y  unánimemente acatada, para precisar uno 
de los caracteres esenciales de las entidades de derecho apare­
cidas en el mundo internacional, y por el fénomeno de la inde­
pendencia de las antiguas colonias.

Fué precisamente en Lima donde don Joaquín Mosquera, 
Plenipotenciario de la Gran Colombia, enviado desde 1821 por 
el Libertador ante los otros gobiernos suramericanos, enunció 
el gran principio, señalándolo como base y norma de los arre­
glos y  entendimientos de las diferencias que pudieran presen­
tarse en la fijación de fronteras. El año de 1825, al nombrar 
al general Antonio José de Sucre Enviado Extraordinario y  
Ministro Plenipotenciario de la Gran Colombia ante el Gobier­
no de! Perú, el ministro de relaciones exteriores, don Pedro 
Gual, impartió unas instrucciones en las cuales puede leerse:

"E l Ejecutivo de Colombia ha adoptado en todas sus nego­
ciaciones de límites con las demás potencias americanas, como 
regla de su conducta, el estar al uti possidetis del tiempo en 
que se han emancipado de la España. Como este principio es 
con form e a nuestras leyes fundamentales y  a una (política

115

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



franca y  liberal y  desinteresada, es de presumir que V , E. no 
encontrará resistencia alguna en su adopción de parte del 
Perú” .

Ninguno de los nuevos estados objetó la tesis, cuya estric­
ta equidad se impuso y  constituyó lo primordial y  básico en el 
derecho internacional del continente. Si se estudian los trata­
dos públicos, las declaraciones de las conferencias y  todos los 
actos jurídicos entre las naciones suramericanas que puedan 
servir para delinear un cuerpo jurídico del derecho internacio­
nal del hemisferio, se encontrarán incluidos, orientados o di­
rectamente moldeados por dicha justiciera doctrina.

Por este motivo las dificultades, disenciones o conflictos 
declarados en cuya solución debe aplicarse tal principio no han 
sido vistos como cosa extranjera por las naciones suramerica­
nas, aun cuando el problema, en cada caso, no se refiera a los 
propios límites nacionales. Es una doctrina com ún a todas 

■ nuestras naciones y  su acatamiento y  las modalidades de su 
aplicación nos interesan por igual.

El conflicto entre el Ecuador y el Perú está relacionado 
con la mejor interpretación y  la aplicación más equitativa de 
la doctrina primigenia del derecho público en Am érica y  todos 
los pueblos que tenemos por ella genuinos títulos de posesión 
de nuestros territorios nacionales, estamos necesariamente in­
teresados en la aplicación justiciera de la doctrina común.

SIGNIFICADO DE LA DOCTRINA DEL UTI POSSIDETIS

No puede entenderse esta doctrina com o simple aplicación 
de determinado texto escrito o la interpretación meramente 
pragmática de una fórmula administrativa, prescindiendo de su 
alto sentido y  sus antecedentes seculares en el proceso de for­
mación histórica y  sociológica de las nacionalidades que la a- 
doptaron com o criterio para definir uno de sus caracteres cons­
titutivos. Su significado generoso, fraternal y  humano e9 la de­
claración unánime de las naciones americanas de que el fenó­
meno de la emancipación no pudo constituir ventaja territorial 
para ninguna de dichas naciones con perjuicio de otra u otras. 
De acuerdo con ella, los asuntos de límites en Am érica debie-
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ron estar reducidos "a  admitir en la línea divisoria de los es­
tados circunvecinos aquellas ligeras alteraciones que contribu­
yan a hacer su demarcación clara, incontrovertible y natural, 
si es posible” , según la exposición de don Pedro Gual, en el 
documento ya citado.

Por consiguiente, con la adopción de la doctrina del uti 
possidetis, quedó descartada de la vida jurídica internacional 
de América la posibilidad de la posesión de hecho, como título 
territorial. La metrópoli descubrió los territorios, constituyó 
los organismos coloniales, gérmenes de los futuros estados; y 
los gobernó y rigió por varias centurias. Cuando tales estados 
aparecieron en la vida internacional, se verificó la transmisión 
de los títulos de posesión de derecho del suelo americano de la 
madre patria a las entidades que la sucedían legítimamente. La 
principal base jurídica entre las naciones americanas es la afir­
mación de que en América no hay terrenos colonizables, pues 
al proclamarse la existencia de una titulación de derecho trans­
mitida por la nación española a las nuevas nacionalidades no 
puede concebirse la existencia de térra nullius o a despota, don­
de las teorías derivadas de los fenómenos del descubrimiento y 
la colonización pueden tener cabida y dar origen a justos títu­
los de posesión territorial.

El condominio del río Amazonas, en el momento de la e- 
mancipación, estaba distribuido entre las posesiones españolas 
y  portuguesas. Todas las fuentes del gran río y la parte supe­
rior de su carrera pertenecían al rey de España y el curso 
medio e inferior hasta su desembocadura al rey de Portugal. 
El título jurídico de esta división provenía del Tratado de San 
Ildefonso de 1777 y pocos lustros antes de la emancipación, en 
1780 se había deslindado definitivamente el curso del Amazo­
nas com o frontera entre los dos dominios, desde Tabatinga has­
ta la boca más occidental del Caquetá. Si la delimitación no 
pudo ser concluida en el período colonial, el hecho indiscutido 
es que el dominio de la cuenca superior del Amazonas corres­
pondía a España.

La administración metropolitana estableció con acierto y 
sabiduría, que el tiempo ha consagrado y los pensadores con­
temporáneos no pueden prescindir de reconocer, una demarca­
ción jurisdiccional precisa y  tan acertada que se consolidó y  ro­
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busteció durante el régimen colonial, constituyendo el embrión 
de las futuras nacionalidades, nacidas a la vida independiente 
dentro de marcos idóneos y  suficientes para el ejercicio de las 
recién nacidas soberanías. Puede decirse que el soberano común 
no tuvo en cuenta el conjunto como pertenencia de un solo 
dueño, sino procuró que cada una de las numerosas partes es­
tuviera dotada de cuantos elementos fuesen indispensables para 
su cabal desenvolvimiento como entidades autónomas. Llama 
la atención que todas las capitales hispano-americanas sean de 
origen colonial, porque los españoles resolvieron el problema 
de la capitalidad de las distintas jurisdicciones en forma tan sa­
bia que la transformación de las antiguas colonias en naciones 
independientes no necesitó modificaciones en ese punto. Ob­
servación análoga a la del acierto en la fijación de la capitali­
dad puede hacerse en la delimitación de los diversos núcleos 
de la administración colonial, destinados a convertirse en nacio­
nes independientes.

La organización de las sociedades hispanoamericanas se ve- 
rifiqó com o fenómeno histórico, en torno de estos núcleos, 
que en su principio estaban constituidos por tres elementos: 
una sede episcopal, una audiencia y  una gobernación. La auto­
ridad suprema, antes de que existieran los virreinatos, era la 
gobernación y  capitanía general, con la Audiencia que la ase­
soraba, limitaba y  sustituía y  con el obispado que dirigiendo 
el enorme esfuerzo de los misioneros, templaba las codicias, 
morigeraba los abusos y  prestaba noble idealidad a la acción de 
los gobernantes. De la Audiencia de Santo Dom ingo, primera 
creada por el soberano de este lado del mar, desde 1511 se des­
prendieron las otras, hasta el número de catorce, a medida que 
el desarrollo social y  político producía caracteres de diferen­
ciación. De núcleo inicial por segregación de territorios fueron 
saliendo las audiencias de Méjico, Panamá o Tierra Firme, Li­
ma, Guatemala. Guadalajara, Santa Fe de Bogotá, Charcas, 
Quito, Cuzco, Chile, Buenos Aires y  Caracas.

Sin perjuicio de! funcionamiento judicial, administrativo y  
político de las audiencias, con el andar del tiempo, se desarro­
llaron otras instituciones ejecutivas, com o los virreinatos, a- 
grandamiento y  ensanche en dignidad y  autoridad de las primi­
tivas gobernaciones, presidencias y  capitanías generales. No 
todas alcanzaron esa preminencia, porque los virreinatos sólo
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llegaron a cuatro: Méjico, Urna, Santa Fe de Bogotá y Buenos 
Aires, con Audiencias de primera clase o virreinales. Para el 
Testante territorio subsistieron las presidencias y capitanías con 
sus audiencias denominadas pretoriales.

El dominio español en la cuenca superior del Amazonas es 
tuvo dividido en tres de las entidades mencionadas: el virreina­
to de Lima, el de la Nueva Granada y la Presidencia de Quito.

En 1 563 se erigió esta Presidencia de Quito, con Audiencia 
y  Chancillería Real de cuya jurisdicción excluyó ciertos pue­
blos, que continuaron dependientes de Lima pero incluyó otros 
entre los cuales están "por la tierra adentro hasta Piura, Caja- 
marca, Chachapoyas, Moyobamba y Motilones exclusive, in­
cluyendo hacia la parte susodicha los pueblos de Jaén, Valla- 
dolid, Loja, Zamora, Cuenca, La Zarza y Guayaquil, con todos 
los demás pueblos de la Canela y Quijos. .

Las regiones septentrionales del Amazonas bañadas por los 
tío s  Huancabamba, Chinchipe, Morona y Pastaza se denomi­
naron siempre ya gobierno, ora provincia de Jaén, Yahüarzon- 
go, Macas y  Canelos; las comprendidas entre el rio Pastaza y 
el río Ñapo se denominaban provincia de Quijos.

La inclusión de Jaén, Canelos, Quijos, etc., en la jurisdic­
ción territorial de la audiencia y presidencia de Quito, dio a 
esta entidad un incuestionable acceso amazónico.

El hecho histórico innnegable es que, por larguísimos años, 
las misiones de Mainas y las del Norte del Amazonas fueron 
servidas por la diócesis de Quito, con excepción de las com­
prendidas entre el Ñapo, el Putumayo y el Yapurá o Caquetá 
que lo eran por los franciscanos de Popayán.

Cuando en 17 17 se constituyó el Virreinato de la Nueva Gra­
nada se dispuso que "el reino de Quito", como había sido cons­
tituido por Cédula de 1 563 quedase agregado a la nueva entidad.

La Cédula de 1 740 fijó los límites entre los dos virreinatos 
de la Nueva Granada y el Perú, y dispuso del dominio español 
en la cuenca alta del Amazonas. Este rio era señalado como lí­
mite entre las dos entidades en gran parte de su curso.
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No es el caso entrar en el examen de los títulos coloniales 
que ya 'han dado lugar a copiosa literatura. Mas no pueden ni de­
ben olvidarse, en la consideración del problema, los hechos ano­
tados, que distribuyeron el dominio español en la cuenca supe­
rior del Amazonas entre el virreinato de la Nueva Granada, la 
presidencia de Quito y  el virreinato del Perú. Consagrada por 
una vigencia de siglos, la demarcación colonial dió a las tres na­
ciones que en ella tuvieron su origen "Colombia, Ecuador y  Pe­
rú— títulos incontestables al condominio del gran río.

El hecho histórico, jurídico y  sociológico, que domina toda 
esta materia, es que las tres naciones citadas tienen derechos 
iguales para participar en la herencia hispánica de la posesión 
territorial de la alta cuenca amazónica.

LA CEDULA DE 1802

Para justificar sus pretensiones el Perú ha aducido la discuti­
da cédula de 1802. El largo debate a que este documento ha da­
do lugar ha puesto en claro que con él no se hizo una segregación 
de territorios, sino un cambio de jurisdicción eclesiástica en las 
misiones de ciertas provincias, cosa facultativa del monarca, a 
causa del real patronato. Si es verdad que subsidiariamente se 
dispuso también una alteración en la comandancia militar, se­
gún la costumbre tradicional del régimen español, de que los 
soldados acompañasen y  siguiesen a los misioneros en las tie­
rras bárbaras, no es lícito en modo alguno deducir que dicho do­
cumento tuviera la intención de modificar las cédulas de 1 739 y  
1740, por las cuales se erigió y  demarcó, por segunda vez, el V i­
rreinato de Nueva Granada y que constituyen las últimas posi­
tivas leyes de división territorial dejadas por la metrópoli espa­
ñola para deslindar los virreinatos de Santa Fe y  de Lim a.

En el texto de aquella cédula consta el reconocim iento del 
monarca de que las misiones de la provincia de Mainas, los cu­
ratos de la de Quijos, las doctrinas de Canelos, servidas por 
padres dominicos, las misiones de religiosos mercenarios en la 
parte inferior del río Putumayo, pertenecían todas al obispa­
do de Quito y  las misiones situadas en la parte superior dei 
mismo Putumayo y  en el Yapurá, llamadas de Sucumbíos, es­
taban a cargo de los padres franciscanos en Popayán.
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Innegable como es que la acción civilizadora y colonizadora 
de España se ejerció, siempre y primordialmente a través de los 
heroicos misioneros, este reconocimiento regio, de la misma 
cédula de 1 802, refuerza el hecho que hemos llamado domi­
nante de toda la disputa, que es el siguiente: al virreinato de 
la Nueva Granada, y a las dos naciones que lo sustituyeron, Co­
lombia y Ecuador, corresponden derechos incontestables a ser 
ribereños del Amazonas.

EL ECUADOR ES PAIS AMAZONICO

La pretensión del Perú de desalojar completamente al Ecua­
dor de la cuenca amazónica, no tiene ningún fundamento his­
tórico ni jurídico, y no es equitativa.

El Ecuador no puede avenirse, al abandono de aspiraciones 
justísimas para las cuales tiene títulos irrefragables.

INTERPRETACION DEL UTI POSS1DETIS POR LAS 
NUEVAS NACIONALIDADES

Surgidas apenas las nuevas nacionalidades intentó el Perú 
apartarse de la doctrina del uti possidetis. Al efecto, convocó 
a elecciones a los habitantes de los departamentos de Mainas y 
de Quijos. Inmediatamente el plenipotenciario de Colombia, 
señor Joaquín Mosquera, presentó una protesta, fundada en 
que dichos departamentos no formaban parte del virreinato del 
Perú, sino del de la Nueva Granada. El Ministro de Relaciones 
Exteriores del Perú, don Bernardo Monteagudo, con fecha de 5 
de julio de 1822, aceptó la protesta del señor Mosquera y le 
com unicó que se “ había dado orden al presidente de Trujillo 
para que la población de Quijos y  la de Mainas, que se halla 
al otro lado del río Marañón, no se calcule en el cómputo de 
la que debe servir de base para el nombramiento de diputados 
en el próximo congreso” .

Este es un documento capital en la litis, porque en los al­
bores de la vida independiente de las dos naciones señala qué 
entendían ambas, por intermedio de sus voceros autorizados, 
com o significado real y  objetivo de la doctrina del uti possidetis.
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COMO ENTENDIO BOLIVAR LA DOCTRINA

Holgarían, .por lo tanto, otros criterios de interpretación, si 
no pudieran aducirse de autoridad excepcional y  soberana, como 
son los conceptos del propio Libertador, quien en carta de 30 
de enero de 1823 decía a Santander: " . . .  Por esta considera­
ción mi opinión es que nosotros debemos hacer la paz, si po­
demos lograr esta inmensa ventaja, aunque sea aisladamente y 
sin contar con otro estado que con Colombia sola. Bien enten­
dido que las provincias de Bracamoros y  Mainas deben quedar 
por nosotros, según los límites de 1810 .

En carta del 14 de febrero del mismo año, dirigida también 
a Santander, dice: "Los peruanos son muy graciosos, nos tie­
nen usurpadas dos provincias; a Buenos Aires, cuatro y  dis­
putan a Chile Chiloé y  después tienen miedo a la justicia".

En carta dirigida a don José de la Riva Agüero, Presidente 
de! Perú, el 13 de abril de 1823, al paso que Bolívar manifes­
taba su resolución de colaborar decisivamente en la indepen­
dencia definitiva del Perú, le dice: "Y o  he confiado a él, (el 
general Sucre) la dirección de nuestro ejército en el Perú, y  a- 
demás una comisión diplomática, para terminar de una vez los 
negocios de límites y  la devolución de las provincias de Co­
lombia, que tiene el Perú, porque no es justo que vecinos y  
hermanos, conserven celos que puedan prolongar las calamidad- 
des públicas".

EL TRATADO DE 1829

Para que no quede ninguna duda de carácter jurídico sobre 
el derecho territorial del Ecuador en la alta cuenca amazónica, 
existe el tratado público de paz y  límites de 1 829, en donde se 
reconocieron como límites entre la Gran Colom bia y  el Perú 
los mismos de los antiguos virreinatos de Bogotá y  Lima, de 
acuerdo con los títulos del aiglo dieciocho que fueron presenta­
dos por el olenipotenciario de Colombia, señor Gual, y  acepta­
dos por el Perú.

Las reivindicaciones del Ecuador, como hacedero de la Gran 
Colombia, son histórica y  jurídicamente perfectas e inobjeta­
bles.
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LOS HECHOS CONTRA EL DERECHO

Las sucesivas ocupaciones de territorio llevadas a cabo por el 
Perú a través de largos años, en lo que incuestionablemente 
perteneció al virreinato de la Nueva Granada, no originan ni 
un principio de título jurídico, porque como se dijo al princi­
pio, la conquista territorial quedó repudiada del continente al 
adoptarse la doctrina del uti possidetis. A  la primera tentativa 
de ejercitar la soberanía fuera de las lindes del antiguo virrei­
nato del Perú, se produjo la protesta de Colombia, por interme­
dio del ministro Joaquín Mosquera. Allí principió el litigio 
fronterizo que el Ecuador y el Perú tienen sin solucionar toda­
vía. De modo ininterrumpido, durante la vida independiente de 
esas naciones, el Ecuador ha hecho oír sus protestas por la ocu­
pación de comarcas que reivindica como suyas. Las invasiones 
sucedidas no han creado título alguno a favor del Perú, porque 
han ocurrido contrariando los principios del derecho internacio­
nal y en especial las modalidades peculiares del que rige entre 
las naciones americanas.

EL LITIGIO NO ES CUESTION INTERNA DEL PERU

Con esas características la litis pendiente no es una cues­
tión interna del Perú, que pueda ser resuelta por los organismos 
de su soberanía, sino una típica diferencia de índole internacio­
nal a la cual son aplicables todos los procedimientos que la cul­
tura humana ha ideado y que la*historia recomienda para solu­
cionar conflictos entre naciones soberanas.

Es inadmisible ante el derecho internacional y, por lo que 
atrás se dijo, ante el derecho americano la retención por la fuer­
za de las armas de ninguna porción del territorio del nuevo 
continente.

Todas las naciones americanas que derivan sus derechos te­
rritoriales de una doctrina común y que están ligadas por la 
repudiación unánime del concepto de la conquista, no pueden 
ver impasibles la abrogación de tal doctrina y el desconocimien­
to de un principio de equidad y  justicia, que son los mejores 
soportes de la paz, cuya destrucción abriría la era infausta de 
la violencia y  del predominio de la fuerza.
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Por último es completamente inadmisible a la luz del dere­
cho americano, que se emplee la fuerza militar para ocupar nue­
vos territorios con el pretexto de obligar al Ecuador a la renun­
cia de sus legítimas y  justas aspiraciones a ser ribereño del río 
Amazonas.

Las naciones del continente apenas cumplirían con un deber 
elemental de justicia al hacer valer por los medios que estable­
ce el derecho internacional, su opinión favorable a las reivin­
dicaciones ecuatorianas. Las reiteradas ofertas de mediación he­
chas por algunas de ellas deben ser saludadas com o el princi­
pio de una actividad internacional que va siendo indispensable.

LAUREANO GOMEZ

Bogotá, diciembre 3 de 1941.
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DICTAMEN JURIDICO

D O C TO R  JAMES BROWN SCOTT A. M., J. U. D., U. D.

Director del Departamento de Derecho Internacional de la 
Dotación Carnegie para la Paz Internacional; Delegado 

Técnico de Estados Unidos a la II Conferencia de 
la Paz de La Haya; Delegado Técnico a la Con­

ferencia de Paz de París, en 1919.

W a s h in g to n , D . C . ,  d ic ie m b re  4  de 1 9 4 1 .
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El señor Embajador del Ecuador en Washington ha some­
tido a mi consideración un cuestionario concerniente al litigio 
de fronteras entre el Ecuador y el Perú.

1

Se me pregunta si es aceptable el razonamiento del Perú, 
que dice que su problema de fronteras con el Ecuador no es de 
carácter internacional y que la decisión compete exclusivamente 
a la soberanía peruana.

Mi respuesta es que todas las disputas territoriales entre las 
repúblicas de América han sido materia propia para un arreglo 
mediante los métodos pacíficos consagrados por el Derecho In­
ternacional.

La disputa que mantiene desde hace largos años el Ecuador 
con el Perú no es una excepción a esto: no sólo el procedi­
miento de negociación directa entre las Partes sino todas las ins­
tituciones con que el Derecho Internacional procura la resolu­
ción de las controversias, inclusive el arbitraje, le son aplica­
bles.

La disputa ecuatoriano-peruana no difiere en su naturaleza 
de las grandes controversias territoriales que por la fijación de 
fronteras han sostenido las repúblicas americanas. Para no citar 
sino un caso, la disputa entre el Ecuador y el Perú no es dife­
rente de la que mantuvo el mismo Perú con Bolivía. Si hay al­
guna diferencia, ésta se refiere a la extensión de I0 3  territorios 
disputados, ya que en el pleito boliviano-peruano se discutía 
una extensión mucho mayor que la comprendida en la disputa
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ecuatoriano-peruana. No obstante la extensión, fue el arbitra­
je  el medio de solución de ese pleito.

El problema ecuatoriano-peruano cae bajo la jurisdicción 
internacional, su materia es de las denominadas justiciables, se­
gún el derecho internacional americano teórico y  práctico.

No es admisible la tesis de que este problema ha de some­
terse para su decisión exclusivamente a la soberanía de una de 
las Partes. El larguísimo debate que los dos países han venido 
manteniendo sobre Ja determinación de fronteras se debe pre­
cisamente a la naturaleza internacional del litigio.

II

Se me pregunta, además, si es admisible ante el Derecho In­
ternacional y  especialmente ante el Derecho Americano, que 
un Estado retenga, provisional o definitivamente, territorios 
ocupados, sin declaración de guerra, por la fuerza de las armas.

La respuesta es sencilla: no es admisible ante el Derecho 
Internacional, y menos ante el Derecho Americano, que un Es­
tado retenga territorios ocupados por la fuerza de las armas.

Los graves acontecimientos de los últimos meses en la fron­
tera entre el Ecuador y el Perú han creado una situación que 
atañe al orden jurídico del Continente.

El Perú ha ocupado por la fuerza una provincia ecuatoria­
na, atravesando la línea del statu quo fronterizo para penetrar 
en territorios del absoluto dominio del Ecuador. Ha realizado 
un acto de conquista, no sólo prohibido por el derecho interna­
cional americano, sino, aún más, castigado por el mismo, con 
el no reconocimiento de adquisiciones territoriales que sean 
obtenidas mediante ocupación o conquista por la fuerza de las 
armas.

En esta materia, la ley en América se halla precisada en 
la declaración conjunta de las repúblicas americanas, de 3 de 
agosto de 1932, que dice:
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“ El respeto al derecho es una 'tradición entre las repúbli­
cas americanas, las cuales se oponen a la fuerza y renuncian 
a ella tanto para la solución de sus controversias cuanto para 
utilizarla com o un instrumento de política nacional en sus re­
laciones recíprocas. Ellas han sido por mucho tiempo los líde­
res de la doctrina de que el arreglo de todas las disputas y  con­
flictos de cualquiera naturaleza u origen que se puedan suscitar 
entre ellas, sólo será procurado por medios pacíficos. La histo­
ria de las naciones de América demuestra que todas las con­
troversias territoriales y  de límites Lan sido arregladas por ta­
les m edios. . . .

“ Las naciones de América declaran también que no recono­
cerán . . .  la validez de adquisiciones territoriales que sean ob­
tenidas por ocupación o conquista por la fuerza de las armas” .

Habiendo sido las guerras de conquista eliminadas del de­
recho público americano, el actual conflicto entre el Ecuador 
y  el Perú pone a prueba la validez de las normas internaciona­
les aceptadas unánimemente en América.

La declaración de 3 de agosto de 1932 está vigente en Amé­
rica, con toda la fuerza que le han prestado las ratificaciones 
que de los mismos principios han hecho posteriormente los paí­
ses del Continente.

La VII Conferencia Panamericana reunida en Montevideo en 
1933, ratificó la declaración de 1932, agregando que ” el terri­
torio de los Estados es inviolable y  no puede ser objeto de ocu­
paciones militares ni de otras medidas de fuerza impuestas 
por otro Estado, ni directa ni indirectamente, ni por motivo al­
guno, ni aún de manera temporal".

Y  la Conferencia Interamericana de Consolidación de la 
Paz. reunida en Buenos Aires en 1936, reiteró la declaración 
de 1932, sobre adquisiciones territoriales, habiéndose compro­
metido los Estados americanos '* a adoptar, en su calidad de 
neutrales una actividad común y  solidaria y a ejercer los me­
dios políticos, jurídicos y  económicos autorizados por el Dere­
cho Internacional” , en los casos de agresión.

Ni aun respecto de territorios disputados cabe la ocupación

•129

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



mediante la fuerza. Los países americanos han declarado que 
el arreglo de todas las disputasy conflictos de cualquiera natu­
raleza u origen que se puedan suscitar entre ellos, sólo  será 
procurado por medios pacíficos.

América condena la ocupación o conquista territorial por 
la fuerza. América castiga esa ocupación o conquista con el no 
reconocimiento.

Realizada una ocupación o conquista militar, le corre a 
América la obligación de aplicar sus instituciones para el res­
tablecimiento de las cosas a su estado anterior.

Para terminar, hago votos sinceros por un pronto entendi­
miento entre el Ecuador y  el Perú. Con la.valiosa cooperación 
de los países de América y  los métodos pacíficos unánimemente 
aceptados por ellos para la solución de las diferencias interna­
cionales, abrigo lá esperanza de que se llegará, en breve, al a- 
rreglo anhelado.

JAMES BROWN SCOTT

Washington, D. C. 4 de Diciembre de 1941.
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR MANUEL CASTRO RAMIREZ

Ex—Ministro de Relaciones Exteriores; ex—Presidente de la Corte de Ju 
tieia Centroamericana; antiguo Profesor de Derecho Internacional; 

Miembro del Instituto Americano de Derecho Internacional; 
Delegado de El Salvador y Vicepresidente de la Conferen­

cia Internmericana de Consolidación de la Paz.

Snn Salvador, Diciembre 5 de 1941.
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El suscrito, A B O G A D O  DE LA REPUBLICA DE EL SAL­
V A D O R  Y  MIEMBRO HONORARIO DEL COLEGIO DE 
ABO G A D O S DE C O STA  RICA, a excitativa gentil del Sr. MI­
NISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DEL ECUADOR,
emite dictamen sobre variados aspectos jurídico'internaciona- 
!es del conflicto, desgraciadamente surgido en esta hora que de­
bería ser de comunión espiritual en América, entre las Repúblicas 
hermanas del Ecuador y Perú:

I

“ El Perú reconoció siempre que el problema llamado de 
límites entre él y  el Ecuador, se refería al dominio sobre vas­
tos territorios; y acudió ol Rey de España para que, como ár­
bitro, resolviese a cuál de los dos países correspondían esos 
territorios.

“ Tanto el Ecuador como el Perú determinaron ante el 
árbitro las líneas contrapuestas de demarcación que, a juicio 
de ellos, aseguraba su derecho. Entre estas líneas contrapues­
tas se encuentran los territorios disputados.

“ Sin embargo, en los últimos tiempos, el Perú ha preten­
dido que el problema no es de carácter internacional, y que 
su decisión compete exclusivamente a la soberanía peruana.

“ ¿Cree usted que dicho problema es cuestión interna det 
Perú, y no es diferencia de ordqn internacional; y Que, consi­
guientemente, no son aplicables a él las instituciones con que 
el Derecho Internacional procura la solución pacífica de las 
controversias que caen dentro de su esfera?” .

El antecedente histórico, claro y  notorio, de que ambos paí­
ses sometieran el conflicto territorial al arbitraje del Rey de Es­
paña, pone de manifiesto que para las Altas Partes la controver­
sia encajaba, directa y  exclusivamente, en una cuestión sobre el 
dominio de territorios en disputa.
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Aquel "compromiso” , cumplido o incumplido, es revelador 
•elocuente de Ja intención de los Contratantes en orden a que la 
materia en disputa era susceptible de arbitraje.

Claramente aparece que entre las líneas contrapuestas se en­
cuentran los territorios disputados.

Luego, el conflicto reviste los caracteres de los viejos debates, 
tan frecuentes en América, sobre límites territoriales, de natura­
leza política^urídica, que caen dentro de la órbita saludable de 
las instituciones creadas por el Derecho Internacional para la so­
lución pacífica de las controversias.

Excluir esas materias, es frustrar las esperanzas mantenidas 
a través de congresos y conferencias en la virtud civilizadora del 
arbitraje y consagrar excepciones que son las más propicias a 
conflictos armados y a erigir la violencia como supremo juez.

Sabiamente la Liga de las Naciones exigía a los nuevos Miem­
bros la posesión de límites bien establecidos para poder ingresar 
a la institución.

Esa línea divisoria puede ser contractual, tradicional o doctri­
naria; pero, en todo caso, es materia justiciable, que no cabe den­
tro de la restricción artificiosa de soberanía peruana, porque al am­
paro de esta restricción, de carácter elástico, perderíamos una de 
las más hermosas conquistas del Derecho Público Americano.

Invocar el concepto de soberanía territorial com o un valladar 
para renunciar a toda solución fraternal, es volver los ojos al pa­
sado y resucitar las combatidas restricciones que el Derecho Inter­
nacional Europeo oponía al principio salvador del arbitraje.

Son tan variados los aspectos de la soberanía, tan múltiples sus 
elementos y tan diversas sus aplicaciones, que sería difícil encon­
trar materias propias del arbitraje que no estuvieran comprendidas 
•en aquel amplio y  fecundo atributo de los Estados.

II

“ El Perú, despojando al Ecuador, ha ocupado, sin decla­
ración de guerra, por la fuerza de los armas, territorios dispu­
tados, sujetos como tales al rtatu-quo inherente a la litispen-
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dencia, al especial establecido en 1936 por convenio entre los 
dos Estados y al compromiso de no innovar la situación pre­
existente, contraído ante los Mediadores, y ha ocupado asimis­
mo territorios no discutidos.

¿ “ Es admisible ante el Derecho Internacional, y especial­
mente ante el Derecho Americano, que un Estado retenga, 
provisional o definitivamente, territorios así ocupados?” .

Los autores continentales y el Instituto Americano de Dere­
cho Internacional, han tratado de reglamentar la situación crea­
da por la pretensión de dos o más Repúblicas a una misma zona 
de territorio, regulándola por un modus vivendi que asegure la 
tranquilidad pública y  que abra el camino al arbitraje o las Co­
misiones de Investigación; mas condenando siempre las medi­
das de hecho y  de violencia, que no pueden jamás otorgar el 
dominio territorial.

En el seno de la Conferencia de Lima, los Gobiernos de las 
Repúblicas Americanas, deseosos de mantener vivos los princi­
pios fundamentales que norman las relaciones internacionales, 
declararon, solemnemente, que "todas las diferencias de carác­
ter internacional deben ser resueltas por medios pacíficos"; y 
que "n o  seria lícito el uso de la fuerza como instrumento de po­
lítica nacional o internacional” .

Y  en aquella misma Conferencia tomó forma tangible la 
doctrina del no- reconocimiento de las adquisiciones de territo­
rios por medio de la fuerza.

La conciencia americana reiteró una vez más como princi­
pio básico del Derecho Público de América "que no tendrán 
validez ni producirán efectos jurídicos, la ocupación, ni la adqui­
sición de territorios, ni ninguna otra modificación o arreglo te­
rritorial, o de fronteras, mediante la conquista por la fuerza o 
que no sean obtenidos por medios pacíficos".

Así, fueron establecidas, en coordinación admirable, las afir­
maciones que América había hedho en Panamá, en los Congre­
sos Americanos de Lima, en la Primera y  Sexta Conferencia In­
ternacional Americana; en el Pacto Antibélico ;en la Convención 
sobre Derechos y  Deberes de los Estados, suscrita en Montevi­
deo, y  en la Conferencia de Consolidación de la Paz, celebrada 
en Buenos Aires.
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Con razón pudo exclamar el ilustre Secretario de Estado, 
doctor Carlos Concha, en aquella solemne ocasión: "En vano 
aspiraremos a desempeñar el papel de artífices de original y  ele­
vada cultura, si en el seno mismo de la sociedad a que pertene­
cemos nos revelamos ineptos para organizar nuestra conviven­
cia de acuerdo con e] sentimiento tan justamente exaltado de la 
fraternidad".

La Conferencia de Buenos Aires, al consagrar la solidaridad 
y  cooperación inter"americanas, proclamó a la faz del mundo, 
como principios propios de la comunidad internacional ameri­
cana:

a) La proscripción de la conquista territorial y, en conse­
cuencia, que ninguna adquisición hecha por la violencia sería 
reconocida; y

b) Que toda diferencia o disputa entre las Naciones de 
América, cualquiera que sea su naturaleza y su origen, será re­
suelta por la vía de la conciliación, del arbitraje amplío o de la 
justicia internacional.

Debemos pensar, como el intemacionalista mexicano licen­
ciado Ursúa, que el índice más fiel para juzgar del grado de evo­
lución alcanzando por la sociedad, será el desarrollo de la fuer­
za moral del Derecho, que encauce o domine cada vez con ma­
yor eficiencia la fuerza física de la humanidad y de cada uno de 
sus componentes.

Esa retención de territorios, con carácter precario o definiti­
vo, no es título legítimo ante el Derecho Internacional ni el De­
recho especialmente Americano.

III

"La retención aún provisionnl y  “ como medida de segu­
ridad" de territorios litigiosos y de otjos no discutidos, ¿podría 
ser tolerada por América, que ha declarado “ que no tendrán 
validez ni producirán efectos jurídicos ln ocupación, ni la ad­
quisición de territorios ni ninguna otra modificación o arreglo 
territorial de fronteras, mediante la conquista por la fuerza, o 
que no sean obtenidos por medios pacíficos?"

Oficialmente, en publicaciones emanadas de la Secretaría de
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Relaciones del Perú, se confiesa la ocupación militar de los terri­
torios en disputa, para restablecer el statu-quo que se supone 
violado.

El precedente es fatal y  echa por tierra las más hermosas 
conquistas realizadas en el campo del Derecho Internacional 
Americano.

La retención, aun provisional, hace renacer el nacionalismo 
estrecho y  el egoísmo de los Estados, dando frutos de malestar 
y desconfianza y , lo que es más grave, rompe la seguridad inter­
nacional del Nuevo Mundo, porque demuestra, que aquí com o 
allá, no hay valladares que se opongan al expansionismo.

Los sentimientos de solidaridad y  cooperación continentales, 
la ética jurídica, el espíritu de orden y de confianza recíproca; 
y, en fin, la conciencia moral americana — que es ya fuente de 
principios jurídicos en nuestra vida de relación—  claman contra 
esas medidas de fuerza que alejan la esperanza en el advenimien­
to de un reinado firme de la paz en América.

IV

"Dentro de los instituciones y principios americanos, con­
sagrados en numerosas Convenciones y Declaraciones, ¿puede 
admitirse la retención de territorios litigiosos ocupados, me­
diante despojo por la fuerza, aun con el pretexto de evitar 
nuevas y supuestas agresiones, o de conseguir la renuncia del 
Ecuador a la reclamación de las provincias disputadas?”

Si América está reconstruyendo el derecho sobre el credo de 
la democracia, no puede hacer descansar las relaciones huma­
nas en la ideología de la fuerza.

Dentro de un criterio de perfecta igualdad y de absoluta in­
dependencia, el interés común de las Naciones de América debe 
encaminarse a condenar, en forma definitiva, el uso de la fuerza 
como elemento de política internacional.

¿Cuántas veces, en aras de la paz, naciones pequeñas de este 
hemisferio han sacrificado su jurisdicción territorial, completa y 
exclusiva, en aras de un ideal de concordia?
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La solidaridad continental no es ya aspiración subjetiva, sino 
manifestación objetiva en la vida de estas Naciones.

Penoso y lento ha sido el camino ¡pero se ha llegado a una 
concepción tan elevada de los deberes de interdependencia, que 
no es posible vivir amenazados bajo el peso de una lucha por la 
supremacía física, como origen básico de derechos nacionales o 
internacionales.

Existen en América, con vigor normativo, instituciones como 
e! arbitraje, cuya aplicación no puede sufrir mengua ante el con­
cepto de soberanía, que no puede ser invocado según el régimen 
jurídico internacional al ponerse en contacto con otras entidades 
jurídicas igualmente respetables; la Mediación; los Buenos O fi­
cios; las Comisiones de Investigación; etc. etc. etc.

Si el Perú se negare a someter su diferencia a uno de tantos 
sistemas jurídicos adoptados en América, se estará en el caso de 
rendir homenaje a la Convención sobre Mantenimiento, A fian­
zamiento y  Restablecimiento de la Paz.

Deben efectuarse sin retardo las Consultas mutuas necesa­
rias "a fin de cambiar ideas y de buscar dentro de Ia3 obligacio­
nes emanadas de los pactos y de las normas de la moral interna­
cional, un procedimiento de colaboración pacifista".

Las Cancillerías Americanas no pueden mostrarse indife­
rentes al fenómeno que se ha presentado.

Tienen de la mano una literatura jurídica abundante, que 
constituye el Derecho Público de América, formado por cinco 
acuerdos de Paz, amén del Tratado sobre Consultas.

Su ejercicio debe evitar que dos países de este hemisferio re­
curran a la fuerza uno contra otro para dirimir sus disputas. Así, 
pondrían de manifiesto que es sincera su firme voluntad por la 
paz y solidaridad.

“ No sería posible “decía la Delegación Peruana en la Confe­
rencia Interamericana de Consolidación de la Paz“  que perdiése­
mos el terreno ganado sobre el campo jurídico y  retrocediéramos 
a posiciones de retaguardia".
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“ Considero “ decía el Presidente de la Delegación doctor Con­
cha-  que este acto verdaderamente trascendente, porque marca el 
comienzo de una nueva era en las relaciones internacionales de los 
pueblos de América, y  porque representa la iniciación de una 
etapa en que va a 'hacerse efectiva la convivencia pacífica y la 
solidaridad jurídica de los países del continente, ya que nos acer­
camos al ideal tanto tiempo acariciado de eliminar definitiva­
mente el espectro de la guerra y de crear un régimen de seguri­
dad colectiva que garantice el desarrollo fecundo de nuestros 
sentimientos fraternales” .

El caso ha llegado. América debe de mostrar que el senti­
miento de seguridad colectiva toma forma tangible mediante el 
sistema de Consultas. En tono fraternal, cualquiera de los países 
de América debe iniciar ese procedimiento, que dará honra y  
prestigio a las instituciones de nuestro Continente; y  el Perú 
mismo, al amparo de sus gloriosas tradiciones debe robustecer 
con su aceptación todo procedimiento que tienda a desterrar la 
fuerza com o medio de resolver conflictos internacionales.

Firmado en San Salvador, República de El Salvador, Cen- 
troamérica, a los cinco días del mes de diciembre de mil nove­
cientos cuarenta y  uno.

MANUEL CASTRO RAMIREZ.
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DICTAMEN JURIDICO

DOCTOR LUIS ANDERSON

Ex-Miníatro de Relaciones Exteriores de Costa Rica.'— Es-Ministro de 
Instrucción Pública.-— Ministro Plenipotenciario en Washington.—  

Em bajador en Misión Especial en Cuba. Miembro del InstUuto 
A m ericano de Derecho Internacional.— Delegado a la V il 

Conferencia Panamericana de M ontcvidco.'^Delcgado 
a In Conferencia de Consolidación de la Paz do 

Buenos Aires.— Delegado a la VIH Confe­
rencio Panamericana de Lima.— De­

legado a la Reunión Consultiva de Canci­
lleres de Ln Habana.-—Profesor de Derecho In­

ternacional de la Universidad Nacional de Costa Rica,

Snn José de Costa Rica, diciembre 15 de 1941.
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EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
DEL ECUADOR

I

El Perú reconoció siempre que el problema llamado de 
límites entre él y el Ecuador, se refería al dominio sobre vas­
tos territorios; y acudió al Rey de España para que, como 
árbitr.o, resolviese a cuál de los dos países correspondían esos 
territorios.

Tanto el Ecuador como el Perú determinaron ante el ár­
bitro las líneas contrapuestas de demarcación que a juicio de 
ellos aseguraba su derecho. Entre estas líneas contrapuestas 
se encuentran los territorios disputados.

Sin embargo, en los últimos tiempos el Perú ha pretendi­
d o  que el problema no es de carácter internacional, y que su 
decisión compete exclusivamente a la soberanía peruana.

¿Cree Usted que dicho problema es cuestión interna del 
Perú, y no es diferencia de orden internacional y que, consi­
guientemente, no son aplicables a él las instituciones con que 
el Derecho Internacional procura la solución pacifica de las 
controversias que caen dentro de su esfera?

II

El Perú, despojando al Ecuador, ha ocupado, sin declara­
ción de guerra, por La fuerza de las armas, territorios dispu­
tados, sujetos com o tales al statu— quo inherente a la litispen- 
dencia, al especial establecido en 1936 por convenio entre 
los dos Estados y ol compromiso de no innovar la situación 
preexistente, contraído ante los Mediadores, y ha ocupado 
asimismo territorios no discutidos.

¿Es admisible ante el Derecho Internacional y especialmen­
te ante el Derecho Americano, que un Estado retenga, pro­
visional o  definitivamente territorios así ocupados?

C U E S T IO N A R IO  Q U E  F O R M U L A
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I I I

La retención aún provisional y "com o medida de seguri­
dad" de territorios litigiosos y de otros no discutidos, ¿podría 
ser tolerada por América, que ha declarado “ que no tendrán 
validez ni producirán efectos jurídicos la ocupación, ni la ad­
quisición de territorios ni ninguna otra modificación o  arre­
glo territorial de fronteras, mediante la conquista por la fuer­
za, o que no sean obtenidos por medios pacíficos?

IV

Dentro de las instituciones y principios americanos, con­
sagrados en numerosas convenciones y declaraciones, ¿puede 
admitirse la retención de territorios litigiosos ocupados me­
diante despojo por la fuerza, aqn con el pretexto de evitar 
nuevas y supuestas agresiones, o de conseguir la renuncia del 
Ecuador a la reclamación de las provincias disputadas?

Los hechos de armas ocurridos en los meses de julio y  
agosto de este año en la frontera del Perú y  el Ecuador entre 
fuerzas militares de aquellos Estados, por las proporciones que 
alcanzaron y el modo como llegaron a desarrollarse, asumieron 
el carácter de una guerra no declarada cuyas deplorables con­
secuencias para los países contendientes y para la América to­
da, a nadie pueden ocultarse.

Consultada nuestra opinión por el Gobierno del Ecuador 
en cuanto a los puntos de la controversia contenidos en el cues­
tionario adjunto, pasamos a darla en la forma siguiente:

Es un principio encarnado en la conciencia jurídica de los 
pueblos de este Continente y  consagrado en pactos y  conven­
ciones, que todo acto capaz de turbar la paz entre las Repú­
blicas de América es asunto de interés común; y  se ha con­
denado ccmo contrarios al derecho, el uso de la fuerza y  la 
violencia, proclamando que "toda diferencia o disputa, cual­
quiera que sea su naturaleza y  su origen, será resuelta por la 
vía de la conciliación, del arbitraje amplio o de !a justicia in­
ternacional” . ( I )  Así han afirmado estos países su voluntad 
de vivir dentro de un régimen de derecho y  de mantener la paz 
entre ellos, que es condición necesaria de su común seguridad.

( i ) C onferencia Inlrramericnna de C ontolidnción  de la Pnz.——B u en os A irea .
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Las repúblicas americanas, en ejercicio del acto más noble 
y más alto de su soberanía han abolido la guerra com o instru­
mento de política y  se han sometido voluntariamente a los sis­
temas creados para la solución pacífica de sus conflictos. De 
ahí que el último incidente entre el Perú y  el Ecuador, por la 
forma en que se produjo, despierte el más vivo interés en todo 
el Continente; pues parece un retroceso a la violencia, y  la ne­
gación de principios definitivamente admitidos como norma de 
conducta internacional.

La feliz y  humanitaria intervención de Argentina, Brasil y 
Estados Unidos de América logró poner fin, de momento, a las 
hostilidades; pero el m otivo que las originó no ha sido zanja­
do y antes bien, se halla agravado con la ocupación militar que 
el Perú mantiene de territorios del Ecuador. El conflicto, pues, 
está pendiente y  abierto a nuevas contingencias en tanto que, 
,por los medios de derecho, no se le dé adecuada y justiciera so­
lución. Esta debe buscarse sin demora, apelando ante todo al 
buen sentido y  al espíritu fraternal consagrados en los pactos 
internacionales y  a los intereses supremos de América, cuya 
•unidad espiritual y  solidaridad se ven comprometidas por aque­
lla situación. En esa obra de paz todos los Estados americanos 
están interesados.

La controversia, antigua com o la existencia misma de las 
Repúblicas, versa, com o es sabido, sobre los límites territoria­
les de los dos países. Es notorio que las fronteras de las distintas 
comarcas que form aron el vasto imperio colonial de España en 
América no llegaron a determinarse con precisión a causa, 
principalmente, de lo extenso del territorio, desconocido en su 
mayor parte, y  de la ausencia de datos geográficos indispensa­
bles para una adecuada división. Las cédulas reales y capitula­
ciones que definían la jurisdicción de Virreyes y  Capitanes 
Generales fueron por lo general vagas e imprecisas, dejando 
dudas y  provocando disputas acerca de los linderos legítimos 
de cada repartición. Esa incertidumbre fué herencia de las nue­
vas Repúblicas constituidas en entidades independientes. ' A l 
consumarse el proceso de la emancipación,—  dice John Bassett 
Moore,—  ninguna línea fronteriza había sido efectivamente 
convenida y menos trazada. Aun cuando hubo intentos de indi­
carlas, tales indicaciones fueron insuficientes o defectuosas de­
bido a la falta de datos geográficos. Las primeras leyes, decre-
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tos y órdenes domésticos y coloniales del antiguo soberano es­
pañol fueron insuficientes". (1 )

Con la independencia, el sentimiento nacional y  el apego 
a la soberanía recientemente conquistada acentuó en los nue­
vos estados el deseo de ver sus fronteras claramente definidas 
con arreglo a lo que cada uno consideraba su derecho; de ahí 
una larga serie de conflictos sobre límites que afortunadamen­
te han sido fenecidos por acuerdo directo entre los países in­
teresados o por la justicia internacional, no quedando pendien­
tes de solución más que el del Perú y  el Ecuador y quizás al­
gún otro.

No nos proponemos tratar aquí, ni es materia de la consul­
ta, los méritos de la controversia Perú-Ecuatoriana; ni quere­
mos referirnos a los títulos y argumentos con que ambos Es­
tados sostienen su lite. Nuestro propósito es afirmar simple­
mente que cualquiera que sea el resultado final de la. disputa 
de límites, a él no debe llegarse sino conforme a la tradición ame­
ricana, esto es, por los medios de derecho y  con exclusión de la 
violencia o el abuso de la fuerza.

Digamos con intima satisfacción que tales conflictos en este 
Continente han sido rematados, no por el amago de conquista 
o  por el imperio del más fuerte, sino por el espíritu jurídico y 
fraternal predominante entre todas las Repúblicas y  por la ac­
ción de la justicia internacional, sin que jamás frontera alguna 
haya sido trazada con la sangre de los .pueblos. La abomina­
ción con que la conciencia pública del mundo señala a los a- 
gresores, tiene en América el arraigo de una fe inquebrantable 
que .ningún Estado se atrevería a repudiar.

Bien se comprende que las cuestiones territoriales son ar­
duas y  espinosas; y  que su solución se ve a veces dificultada 
por el apasionamiento que provocan en algunos espíritus el 
egoísmo, la prepotencia y la negación de todo sentimiento de 
justicia y equidad en aras dé un mal entendido nacionalismo. 
Mas esos a quienes en el lenguaje común se designa con el nom­
bre de chauvinistas, han tenido que ceder en cada ocasión ante 
una noción más amplia de la convivencia internacional, de los (I)

( I )  J. B. Moore.-—Memorándum «obre el ut¡ ponidelía,— Pág. 21.
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intereses comunes y  de los postulados de la moral y sobre to­
do el anhelo de paz, que com o enseña la experiencia, no se 
alcanza sino por medio de la justicia, esto es, dando a cada 
uno lo  que es suyo.

Los proceres que nos dieron la independencia comprendie­
ron desde el prim er momento que las repúblicas que ellos, sin. 
reparar en sacrificios, iniciaron en la vida de los pueblos li­
bres, no habían de pelear por querellas de fronteras; y para 
colmar aquel designio adoptaron como primera base para la 
solución pacífica del problema, el “ uti possidetis juris efe 1810” , 
según el cual cada una de las entidades jurídicas recientemente 
formadas conservaría el territorio que en la fecha indicada po­
seyera; pero sujeto desde luego a rectificaciones y  reivindica­
ciones, según lo que apareciera de los títulos emanados del so­
berano colonial, únicos que se consideran como justificativos 
del derecho de poseer. El concepto del uti possidetis en su mag­
na trascendencia, lo expresa el Doctor Aníbal Galindo en es­
tes términos: "E n nuestras relaciones con las otras entidades 
coloniales entendemos por Uti possidetis no el que señala la 
posesión material actual o efectiva del territorio, no la ocupa­
ción o tenencia, sino el derecho a poseer todo el territorio de 
la respectiva circunscripción colonial conforme a las leyes es­
pañolas de su demarcación que estaban en vigor en 1810, fe­
cha -a la cual hemos retrotraído nuestra separación de los do­
minios de España". (1 )

C om o decía el Secretario de Relaciones Exteriores de Co­
lombia en su Memoria presentada al Congreso Federal de 1868,. 
“ Todas las naciones americanas que dependían de la metrópo­
li española han admitido com o base para sus arreglos de lími­
tes el uli possidetis de 1810, es decir, las demarcaciones fija­
das para las «distintas porciones del territorio americano por 
actos válidos, por leyes, por derecho del antiguo soberano co­
mún, cuya fuerza todos reconocen. A  ninguna de ellas se le 
ha ocurrido, en ocasión alguna, rechazar una cédula u orden 
del Monarca español sobre límites, pretendiendo que, no obs­
tante sus disposiciones, el Gobiero de un antiguo Virreynato 
o Capitanía General usurpó porciones territoriales adjudicadas- 
a una sección vecina” . (2 )  1

(1 )  V .  Anales Diplomáticos y Consulares de Colombia.— t. II, póg. 643 .
(2 ) Ib. t .  III, Pá g . 6 6 .
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Ei uti possidetís juna de 18)0 es la primera piedra en el 
edificio de] derecho público americano; y  marca la pauta que 
.han seguido todas las repúblicas para dilucidar sus cuestione* 
de fronteras. “ Para apreciar en todo su valor histórico y  jurí­
dico este principio del uti possidetís de 1810, — dice el eminen­
te publicista Francisco José Urrutia—  basta considerar cuanto 
más arduos y complicados habrían ¡sido los problemas de la de­
marcación de fronteras entre las naciones emancipadas sin una 
norma previamente establecida y  aceptada de común acuerdo 
para resolverlos". . "Sin el principio del uti possidetís juris de 
1610, a una augusta noción de derecho y  justicia se habría 
sustituido la primitiva del imperio de la violencia y  de la fuer­
za". (1 )

Pero la observancia del uti possidetís, y  su utilidad com o 
institución de derecho destinada a la solución pacífica de los 
conflictos ,de fronteras, implica como condición lógica y  con ­

secuencia necesaria, el mantenimiento del statu quo, de suer­
te que no es admisible que un estado, cualquiera que sea el 
motivo que para ello se invoque, ensanche sus fronteras de 
1810 a expensas del vecino para alegar después posesión. Se 
mejante proceder desnaturalizaría el principio haciéndolo in­
nocuo y sería una agresión que pondría constantemente a los 
países limítrofes al borde de la gu'erra.

La mera posesión no puede prevalecer en contra de los 
titules legítimos. "Si de otra manera se entendiera, ¿Jecía la 
Cancillería de Bogotá en ,1868, ninguna nación de América 
podría creerse dueña de inmensos territorios desiertos que ja­
más ha podido, ni en muchos años podrá, ocupar o poseer 
realmente de hecho. Raro es el estado amerícanp que no cuenta 
comprendidas en los linderos de su territorio enormes, despo­
bladas y al parecer olvidadas porciones de terreno que sin em­
bargo, tiene por suyas por estar encerradas en los límites an­
tiguos de las grandes secciones territoriales de la colonia. Tal 
principio, así comprendido, ni aún podría practicarse; porque 
jamás llegarían a ponerse de acuerdo las naciones de América 
sobre qué debiera entenderse por verdadera -posesión de hecho 
y sobre qué extensión de territorio debía considerarse poseída por 
un país, al rededor de la choza de uno de los naturales de éste o 
del caserío fundado por nacionales suyos, en las desiertas re­

t í )  Francisco José Urrutia.— Políticn Int. do ln Gran Colombia, paga. 18 y 19.
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gion'es de nuestro inmenso Continente. Admitir la posesión de 
hecho com o fuente del derecho contra el derecho, sería sancio­
nar los resultados de la usurpación y el despojo entre las na­
ciones; sería declarar indisputable el derecho de conquista fran­
ca y  arriesgada, puesto que se aceptaban los efectos del fraude 
lento en su acción, seguro y solapado. Si tal fuera nuestro prin­
cipio y  la máxima de las naciones de America, en vez de procu­
rar la celebración de tratados de límites deberíamos esforzarnos 
en ocupar lentamente, aunque sin títulos algunos, las solitarias 
comarcas de nuestros vecinos limítrofes a nuestro territorio. 
Dentro de diez o veinte años nadie podría disputarnos nuestra 
propiedad sobre ellas". ( I )

El Perú y  el Ecuador declararon sumisión al uti possidetis 
juris de 1810 cuando en los albores de la vida independiente, 
el Perú y  Colom bia (de la cual formaba parte el Ecuador) ce­
lebraron el Tratado de 22 de setiembre de 1829 que en lo per­
tinente dice:

"A m bos Parles rcconccen por límites de sus respectivos 
territorios los mismos que tenían antes de su independencia los 
antiguos Virreynatos de Nueva Granada y el Perú, con las solas 
variaciones que juzguen convenientes acordar entre sí, a cuyo 
efecto se obligan desde ahora a hacerse recíprocamente aquellas 
concesiones de pequeños territorios que contribuyan a fijar la 
línea divisoria de una manera más natural y  exacta y  capaz de 
evitar com petencias y  disgustos entre las autoridades y habitan­
tes de las fronteras".

La adopción del principio del uti possidetis juris de 1810 
no basta, em pero, para allegar solución pacífica de un conflic­
to sobre fronteras. Muchas cuestiones pueden presentarse so­
bre la existencia de títulos o  sobre el valor y  alcance de los 
mismos que podrían dificultar el arreglo final de la disputa. 
Para eso el remedio indicado y  que tía práctica internacional 
consagra, es el arbitraje. El Ecuador y  el Perú han recurrido 
a él en multitud de ocasiones; y  tocante al caso ahora pendien­
te, se han firm ado entre los dos Estados diversos convenios 
que si bien no siempre han llegado a perfeccionarse, son de 
todos m odos índice Revelador de 1-a fe .que Jos hombres de ,go-

( ! )  V . Anotes Diplomáticos y  Contutores de Colombio.-— t. til, póg. 566 .
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las estipulaciones de este Tratado las controversias siguientes: 
a) Las comprendidas dentro de la jurisdicción doméstica de 
oualquiera de las Partes en litigio y que no estén regidas por el 
Derecho Internacional” ; pero el caso del Perú y el Ecuador 
sobre m ejor derecho a los territorios disputados no es una cues­
tión. doméstica supuesto qufe afecta directamente a los dos paí­
ses contendientes; y está además regida por principios del de­
recho internacional, com o son el .derecho de cada Estado a 
conservar la integridad del territorio, la inviolabilidad de los 
tratados y la observancia del ufá poSsidetis. El que la resolu­
ción que llegue a dictarse pudiera afectar, tal vez el régimen 
interno haciendo volver algunas regiones al soberano legítimo, 
no sería m otivo para que ninguno de los dos países pudiera 
en detrimento de los derechos del otro, negarse a toda discu­
sión acerca del asunto controvertido.

La condición de internacional de un conflicto no depende 
de la mera voluntad de los Estad'os qufe ,1o sostienen, sino de 
la realidhd de las cosas, independientemente de las repercusio­
nes que pueda tener en el régimen doméstico.

Un caso reciente que nos es familiar ilustra nuestro punto 
de vista. El G obierno de la República de Panamá incorporó 
en el territorio panameño por acto constitucional, una vasta 
región que le adjudicaba el laudo Loubet; pero el Gobierno 
de Costa Rica reclam ó contra el alcance jurídico de aquella 
sentencia; y  ni el acto del Gobierno de Panamá ni el precepto 
constitucional, fueron óbice para que el asunto se discutiera 
ante el Ghief Justice de los Estados Unidos en calidad de ár­
bitro, el cual falló devolviendo a Costa Rica el territorio re­
clamado.

Entre la demanda reivindicatoría del Ecuador y la excep­
ción que el Perú le opone, es claro que dfebs mediar un arbi­
traje que agote enteramente la cuestión y restablezca, por el 
imperativo de la justicia, la armonía entre los dos Estados.

No se diga que a ello se opone la soberanía y  que a ésta 
corresponde únicam ente decidir acerca de la suerte de los te­
rritorios qufe ste hallan por ahora adscritos al régimen adminis­
trativo del Perú, porque la soberanía no puede prevalecer con­
tri la justicia; y  com o enseña Charles Dupuis, el impecable
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bierno de los dos países pusieron en el arbitraje com o medio 
de solventar sus diferencias.

En 1887 se celebró el Tratado Bonifaz-Espinosa por el cual 
ambas Repúblicas resolvieron someter libremente su diferendo 
al arbitraje de S. M. el Rey de España. Tanto el Perú como 
el Ecuador determinaron ante el Alto Juez las líneas contra­
puestas a que juzgaban tener derecho. Así quedó planteado, 
sin limitación ni reserva, el problema de las respectivas pre­
tensiones de los dos países y evidenciado su deseo de que el 
Arbitro las resolviese en justicia trazando una línea de fron­
tera que diera a cada uno lo que era suyo, afirmando así los 
lazos de buena vecindad que entre ellos debían de prevalecer. 
El ilustre jurisconsulto español Santamaría de Paredes define 
el verdadero sentido del compromiso arbitral en estos térmi­
nos: "Esta Convención expresa la voluntad de ambas Partes 
de que el asunto se resuelva con arreglo a derecho sin imponer 
criterio alguno, ni mencionar tratados anteriores si bien Jas 
autoriza ¡en su artículo sexto para -que, -hasta dictarse el fallo 
arbitral, puedan llegar a un acuerdo o transacción mediante 
negociaciones directas". (? )

Siempre será de lamentar que aqi^el arbitraje no hubiese 
terminado por sentencia; pues allí habría concluido para siem­
pre la cuestión, toda Vez qu/e el Perú y  el Ecuador lealmente 
y  sin reserva pusieron en manos del Monarca español la atri­
bución de zanjar integralmente la cuestión.

No podría quedar ésta sin embargo, indefinidamente abier­
ta; y en 1924 se firmó el Protocolo Ponce-Castro Oyanguren 
en el cual, inspirados los dos (Estados en amplios conceptos 
de concordia y equidad, acordaron que enviarían a W ashing­
ton sus respectivas delegaciones “ para tratar 'allá amistosa- 
m'ente el asunto de límites a fin de que si no lograran fijar una 
línea definitiva, determinen de común acuerdo las zonas que se 
reconozcan recíprocamente cada una de Jas dos Partes y  la de 
que habrá de someterse a la decisión arbitral del Presidente de 
los Estados Unidos de Amér,ica” ; y  en 1936 se suscribió en 
Lima por Plenipotenciarios del Ecuador y  el Perú, otro Proto- 1

(1 ) Santamaría de Parede*.— Eitudio «obre la Cue»tíón de Límites entre el 
Perú y  el Ecuador— póg. 238.
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calo en que se convino llevar adelante Jo estipulado en 1924. 
Consideraron para esto su resolución manifiesta al través d'el 
largo debate de su cuestión limítrofe de resolverla por medios 
pacíficos y  la confianza en lograr una 'solución total y defini­
tiva de la controversia. Se estipuló también que “ el Perú y  el 
Ecuador mantendrán el statu quo d'e sus actuales posiciones te­
rritoriales hasta el término de las negociaciones en Washing­
ton y del proceso arbitral, sin que ello implique reconocimiento 
por una de las Partes, del derecho de la otra a los territorios 
actualmente poseídos".

Reuniéronse en Washington com o estaba convenido las 
delegaciones del Perú y  ,el Ecuador para buscar según decía 
el Protocolo Ponce-Gastro Oyanguren, amistosamente la solu­
ción |del asunto de límites o referirlo al arbitraje del Presidente 
de los Estados Unidos si no se alcanzaba el acuerdo que tanto 
era de desearse. Hubiérase creído que allí iba a terminar la 
cuestión; pero al com enzar no más las conferencias el Presi­
dente de la D elegación del Perú hizo la siguiente declaración:

“ Los elem entos constitutivos de la nacionalidad se rigen 
por el principio de la soberanía. No cabe sobre ellos contro­
versia porque, integrados en la unidad nacional indivisible, 
cuestionarlos sería cuestionar la misma existencia de ésta. No 
tiene, pues, el presente problema, el carácter d'e una cuestión 
de nacionalidad o de soberanía orgánica; es simplemente una 
cuestión de fronteras. En ella, ajustándonos al principio ante­
rior y  respetando lo que ha creado y consolidado la vida, de­
bemos encontrar fórmulas objetivas que armonicen las reali­
dades positivas de los dos países. Si no fueran dables aquellas 
fórmulas, habría dentro siempre de las bases indicadas, la solu­
ción jurídica que .ha sido la tradición constante de la diploma­
cia peruana” . (1 )

El expresado concepto de la Delegación del Perú en las 
Conferencias de W ashington, parece qde viniera a cambiar ra­
dicalmente los términos del -problma centenariamente discutido 
entre Jos dos países, haciendo imposible la solución conforme 
a los Protocolos vigentes. 1

( 1 )  Docum entos relativos a lo Conferencio Perú-Ecuatoriano de Washington. 
Limo.— pág. 9 .
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Es sabido que la contención, del Ecuador propende a rei­
vindicar territorios que en el andar del tiempo han ¡sido incor­
porados por el Perú en su organización administrativa. Ese es 
el nudo del litigio. Para desatarlo el Perú y  el Ecuador pro­
pusieron ante el Arbitro español la línea <íe frontera a que 
cada uno aspiraba, 'abarcando totalmente y  sin reserva todo el 
territorio de las pretensiones respectivas; y  ,no se .juzgó ,enton- 
ces que eso fuere ofensivo para la soberanía ¡del Perú, n i que 
la cuestión de nacionalidad que la controversia envuelve, de­
biera ser puesta fuera de discusión. El argumento, pues, de 
que se trata de una cuestión de derecho público interno que 
depende únicamente de Ja jurisdicción del Estado peruano, ex­
cluyendo en consecuencia la acción de la justicia internacional, 
no se aviene con los precedentes del .asunto ni corresponde a 
la realidad.

Pero la Delegación peruana afirma ahora que esa es una 
cuestión que escapa p la discusión en el litigio por, cuanto toca 
exclusivamente a la soberanía interna. Invocando la unidad 
nacional pretende cerrar la puerta a toda jurisdicción que pueda 
decidir acerca del derecho que el ,Ecuador, aduciendo sus títulos 
históricos y  el uti possidetis de 1810, reclama sobre toda lía ex­
tensión de los territorios disputados; porque, dice, cuestionar­
los, sería cuestionar la existencia misma de la unidad1 nacional 
Esa actitud, si hubiera de prevalacer, colocaría nuevamente el 
asunto en impasse peligroso, porque no habría medio de que 
la justicia internacional cumpliera su acción bienhechora zan­
jando para siempre la cuestión que mantiene al Perú y  al Ecua­
dor al borde de la guerra.

No nos parece, sin «embargo, que por el mero hecho de Ja 
incorporación efectuada por el Perú de las provincias dispu­
tadas en su propia soberanía, la cuestión haya perdido el ca­
rácter de internacional qiie fe corresponde, y  que necesaria­
mente debe ser solventada por .los medios establecidos por el 
dei’echo para la .solución pacífica de los conflictos internacio­
nales.

Ciertamente los pactos que proveen a la solución de .tales 
conflictos excluyen del arbitraje los asuntos efe orden interno. 
En el Tratado General de Arbitraje Interamencano, por ejem­
plo, se estipula: “ Artículo segundo. Quedan exceptuadas de
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maestro cíe la Universidad de París, "Cada Estado soberano tie­
ne derecho a decidir por sí y  sin tener que rendir cuentas a 
nadie en todo cuanto a él solo concierne; pero no lo tiene, al con­
trario, para disponer solo y  soberanamente de lo que toca a 
intereses de otros Estados, particularmente o en con junto” . (1 )

Si el argumento de la Delegación del Perú tuviera fuerza 
capaz de cerrar toda posibilidad al debate reivindicatorío inten­
tado por el Ecuador, es asunto que habría de resolverse por 
los medios jurídicos y no por la voluntad de una' sola1 de las 
Partes.

No puede pretenderse dentro de un plan de organización 
jurídica internacional que la controversia entre dos países por 
sus territorios limítrofes, quede agotada y convertida en asunto 
doméstico que excluye toda intervención de la justicia interna­
cional por cuanto uno de ellos .resuelve adscribir a su sistema 
político el territorio litigioso. A  pesar de tal incorporación la 
cuestión quedaría latente y  clamando por una resolución en 
justicia conforme a la regla de que "desde el momento que sur­
ge una diferencia entre dos Estados, susceptible de ocasionar 
una ruptura, la cuestión que la provoca es de la competencia in­
ternacional” .

No obstante la reserva de la Delegación peruana a que nos 
referimos, continuamos creyendo que la cuestión pendiente en­
tre las dos Repúblicas del sur, debe ser liquidada integralmente 
por los medios establecidos de derecho y  con arreglo a lo con ­
venido en el Protocolo Ponce-Castro Oyanguren que prevé 
“ una solución de concordia y equidad, tal como lo exige el sen­
timiento de lealtad y genuino americanismo de que están ani­
mados ambos Gobiernos y lo imponen los legítimos intereses 
de uno y  otro pueblo"; y on conformidad asimismo con lo con­
signado en el acta que los Plenipotenciarios del Perú y  el Ecua­
dor firmaron en Lima para la ejecución de dicho Protocolo, la 
cual dice: "Que han mantenido (el Ecuador y  el Perú) a tra­
vés del largo debate de su cuestión limítrofe, el propósito de 
resolverla por medios pacíficos y  la confianza en lograr una so­
lución total y definitiva de la cuestión”.

( I )  Chnrlcí Dupuii.— Droíl des Gen*.— paga. 486-487.
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No es óbice para llegar a tan plausible resultado que estén 
involucradas en el litigio cuestiones de nacionalidad u otras re­
lacionadas con el régimen interno, 'supuesto que en la situación 
de linter.dependencia que es base del orden jurídico en América, 
no hay materia de desacuerdo entre los Estados, por delicado y 
grave que sea el conflicto, que no deba y pueda allegar solución 
satisfactoria por los medios de derecho que ofrece la justicia 
internacional entre los cuales se halla, desde luego, la institución 
del arbitraje.

Tal es la solución que persiguen los hombres de buena vo­
luntad en todo el Continente, y  que tienen ya consagrada los 
pactos americanos.

No vemos razón por la cual pudiera sostenerse, en buena 
tesis de derecho, que por cuanto el problema de fronteras Perú- 
Ecuatoriano, pudiera afectar la nacionalidad, caso de que la rei­
vindicación pretendida por el Ecuador llegare a consumarse 
por un laudo arbitral, deba ser esquivado el debate y estorbada 
la sentencia que ha de ponerle fin en justicia y equidad; por­
que, repetimos, toda cuestión aún la más grave y delicada en­
tre dos Estados americanos, es susceptible de arbitramento sin 
que por ello padezca su soberanía, ni se amengüe la virtud de 
sus instituciones fundamentales. A  ese respecto opina el emi­
nente jurista brasileño Souza Sá Vianná: "En la delimitación 
de fronteras todas las cuestiones que surgieren y  de las cuales 
resultare juzgarse una Potencia con derecho a mayor extensión 
de territorio, mientras otra lo objeta, se afecte la integridad de 
un país: entre tanto, caen bajo la acción de los tribunales de 
arbitraje. Cuando el Brasil y la Argentina, y  el Brasil y la Fran­
cia trataron de las cuestiones de límites, ¿no cuidaban de ma­
teria que interesaba directa o indirectamente a la integridad te­
rritorial? Estas cuestiones fueron sometidas a arbitraje y no­
blemente resueltas, sin que ninguna de las tres Repúblicas sin­
tiera su soberanía lesionada. Cuando Portugal e Inglaterra re­
currieron al Presidente de la República Francesa una vez y otra 
al Presidente de los Estados Unidos de la América del Norte, 
para decidir por el arbitraje las cuestiones de límites en el Afri­
ca, 3 ” de la Isla Balama, no sintieron ofendido el principio de 
soberanía. En el concepto verdaderamente brillante de Revon, 
la obligación de someterse a un juicio no ofende de modo al­
guno la soberanía, que tiene la facultad de constituirse, de re­
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girse libremente bajo el imperio de'Una ley moral; no destruye 
el derecho de autonomía que presupone un derecho igual en los 
otros Estados; no limita la independencia, que consiste, no en 
hacerse justicia con las armas, sino en aceptarla de juez libre­
mente escogido” . (1 )

El Presidente de los Estados Unidos, William H. Taft, de­
cía: "Si podemos negociar y poner en ejecución un convenio 
con cualquier gran Potencia para someter a un tribunal de ar­
bitraje internacional, toda cuestión que no pueda ser resuelta 
por negociaciones, cualquiera que sea su alcance, honor, territo­
rio o dinero, habremos dado un gran paso en el sentido de po­
ner en evidencia que es posible establecer entre las naciones, el 
mismo sistema de justicia amplia y  cumplida que existe para 
los individuos bajo un Gobierno” . (2 )

La causa del arbitraje amplio sin reserva y para toda clase 
de cuestiones, como indicaba el Presidente Taft, ha tenido en 
todo tiempo en el Perú su más ardiente y destacado paladín. 
Plácenos recordar con la emoción que producen en quienes 
profesamos las mismas tendencias y  comulgamos con idénticos 
principios, las elocuentes frases de la brillante Delegación pe­
ruana en la II Conferencia Panamericana de México, integrada 
por los notables publicistas don Isaac Alzamora, don Manuel 
Alvarez Calderón y  don Alberto Elmor.e. Ante el foro de la 
América reunida, decía la distinguida representación del Perú: 
"Puede afirmarse, sin peligro de inexactitud que las restriccio­
nes del arbitraje, por motivos de independencia o de honor, o 
de lo que vagamente se denomina intereses superiores, consti­
tuyen en este Continente una reacción nueva desconocida por 
mucho tiempo en nuestra vida internacional. No creemos que 
esa reacción sea digna de que los Congresos americanos la fo ­
menten; nos parece que ella responde a concentos y  sentimien­
tos que alcanzaron su desarrollo en la época feudal, y  que ca­
recen de razón de ser en estos tiempos. El honor, especialmen­
te, no consiste ya en la susceptibilidad casi enfermiza de la 
Edad Media. El honor en el Estado moderno está cifrado en 
vivir una vida jurídica, en contribuir a la civilización propia y

( ! )  Manuel Alvaro de Souzo Sá Vianná.— Discurso pronunciado en el II 
Congreso Científico Latinoamericano.— Lima. 1901.

(2 )  Judie al Settlemcnt of Internotionnl Disputes— 1912, p á g . 10.
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al adelanto de la humanidad, en no abusar de la fuerza, sino 
en ponerla al servicio de la justicia, en respetar los tratados 
aun oua-ndo se tenga el poder material de violarlos. Los titula­
dos intereses superiores o vitales, no podrían de seguro, ser ob­
jeto de una definición precisa. Pero es de creerse que no hay 
para una Nación ningún interés superior al de la paz. Estos 
intereses y  la invocación del honor nacional no fueron motivo 
de limitaciones en los acuerdos de la Conferencia de Washing­
ton, en los que apenas se excluyó del arbitraje obligatorio las 
cuestiones que afectaran la independencia. Nos explicamos 
bastante la amplitud sin taxativas de aquellos pactos america­
nos, y  confirmamos com placidos la política de nuestro país al 
promover o su’scribir algunos de ellos, porque el arbitraje, co­
mo decía en la Conferencia de La Haya el Caballero Deseamos, 
no es una abdicación inconsiderada de la soberanía, sino al con­
trario, un uso esclarecido de ella. No encontramos ninguna 
causa, ningún derecho, ningún interés, por grandes y nobles 
que se estimen, que no deban caer, si no hay otro recurso, bajo 
el fallo de un juez libre y  lealmente designado por las Partes 
interesadas. Entre este medio humanitario y  razonable, y el de 
la guerra incierta y  terrible, no vacilamos en confiar al primero 
lo más caro para el país. . . La extensión del arbitraje forzoso 
debe ser en Am érica mayor que en Europa. No existen en 
nuestro Continente por razones que todos saben, las dificulta­
des políticas que la historia ha (acumulado en el viejo mundo. 
No hay aquí ningún régimen de equilibrio internacional, ni ha 
habido tiempo de que nuestras nacionalidades organicen fuer­
tes corrientes de exigencias o aspiraciones incompatibles las 
unas con  las otras. La historia1 secular europea con su trama 
de guerras de hegemonía, de colonización, de desmembraciones 
territoriales recíprocas, originadas por la gran densidad de la 
población y  por otras causas, ha determinado intereses arraiga­
dos que por m ucho tiempo todavía se considerarán ligados a la 
vida misma de los Estados. Nada de «esto ocurre en América; 
nuestras Repúblicas americanas ocupan un territorio que es tres 
veces mayor que al área de la Europa, con una lexigua pobla­
ción de ciento veinte millones de habitantes (1901). Práctica­
mente, y  tomando el promedio, vivimos en el desierto, y  nues­
tros recursos fiscales reducidos, com o es natural, no >nos incli­
nan razonablemente a las luchas de predominio que son siem­
pre el fruto de un gran desenvolvimiento de población y de ri­
queza pública. Nuestras fronteras internacionales reposan en
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el principio del uti possidetis de 1810 incorporado al derecho 
americano, y falta solamente, en muchos casos, ponerse de a- 
cuerd'o acerca de la aplicación recta de ese principio, y  trazar 
materialmente las líneas divisorias con arreglo a él. Esto quiere 
decir que en materia de límites, no hay propiamente en Am é­
rica cuestiones políticas. Las controversias en esa esfera son 
de naturaleza técnica y  no existe ninguna que no pueda ser 
reducida a una fórmula de derecho. Esta es la razón por la cual 
las naciones de América han procurado entregar en todo tiempo 
a Comisiones Mixtas y a Arbitros sus litigios sobre fronteras. 
Pueden recordarse sobre el particular muchas tratados de arbi­
traje entre el Ecuador y  el Perú, entre el Ecuador y  Colombia, 
entre el Perú y  Colombia, entre el Perú y el Brasil, entre el 
Brasil y  la Argentina, entre el Brasil y  el Paraguay, entre la 
Argentina y  Bolivia, entre la Argentina y  Chile, y  entre Bolivia 
y  el Perú. Cabe decir lo mismo de las Repúblicas Centroameri­
canas. Parece, por lo tanto, que no puede abrigarse duda al­
guna de que todas las cuestiones de fronteras en América, son 
susceptibles de arbitraje obligatorio y  deben ser incluidas en los 
tratados permanentes. Esas cuestiones son las que principalmente 
han originado de tiempo en tiempo desavenencias graves y  al­
gunas veces han producido luchas fratricidas. Ellas además, 
comienzan a crear inquietudes y  recelos de tal magnitud que 
no se ve lejos el día en que la paz armada arraigue en nuestro 
suelo y detenga la evolución de nuestros países” . (1 )

Las observaciones que preceden compelen a tener com o en­
teramente desprovista de fundamento jurídico la declaración de 
la Delegación peruana en las Conferencias de Washington con 
la cual se pretendió sacar de la discusión lo que es objeto prin­
cipal del reclamo del Ecuador.

La faz más penosa del incidente fronterizo es la ocupación 
militar de gran parte de territorios disputados e indisputados 
del Ecuador por las tropas del Perú. Decimos penosa porque, 
en primer lugar, está pactado desde 1936 que “ el Perú y  el 
Ecuador mantendrán el statu quo de sus actuales posiciones te­
rritoriales hasta el término de las negociaciones en Washington 1

(1 ) Segunda Conferencia Internacional Americana —  M éxico, 1901-1902, 
pági. 372 y  373 .
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y  del proceso arbitral, sin que ello implique el reconocimiento 
por una de las Partes del derecho de la otra a los territorios ac­
tualmente poseídos ”; (1 )  y  porque la ocupación del territorio 
de una República americana por otra República del mismo Con­
tinente, es un hecho anormal, insólito, contrario a la3 tradicio­
nes de América.

A  raíz de los deplorables incidentes de julio, y  agosto, el 
ejército peruano ocupó la provincia de El Oro y  continúa en la 
posesión militar de toda la región. ¿Cuáles razones jurídicas 
podrían aducirse para que se mantenga hasta el día esa situa­
ción de hecho? Pasado el incidente fronterizo, ¿cómo explicar 
la presencia de tropas peruanas en territorio del Ecuador? La 
seguridad 1— se dice. El Perú debe procurar que hechos de la 
naturaleza de los ocurridos no se repitan, y  por eso mantiene 
la ocupación. Cabe entonces preguntar ¿cuánto habrá de durar 
esa precaución extraordinaria?

La ocupación indefinida, así sea por motivos de seguridad, 
es la conquista, que la conciencia de América repugna y que 
los tratados públicos condenan.

Dentro de un régimen de derecho, el territorio de los esta­
dos es inviolable; ese es uno de los postulados de la organiza­
ción jurídica internacional. No puede haber paz ni tranquilidad 
cuando un estado detenta el territorio de otro; porque la agre­
sión provoca la resistencia que es la guerra.

"En tanto que se permita la conquista y  las anexiones, dice 
un autor ilustre, no habrá seguridad posible en el dominio in­
ternacional, pues los estados no podrán estar seguros de con­
servar lo que poseen hoy, temerosos de que alguna parte de su 
territorio tal vez la más rica y  la más amada, les sea arrebatada 
mañana a consecuencia de una guerra desgraciada a la cual se 
vieron compelidos. Los autores del pacto de la Sociedad de las 
Naciones quisieron cegar esa fuente de intranquilidad garanti­
zando a sus miembros la integridad territorial". (2 )

( I )  A cia  de Lima de 6 de julio de 1936.

(2 )  Rnafat.— Le proMeme de la Securité Internalionnle.
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En efecto el nudo de la seguridad colectiva que contempla 
-el pacto de la Sociedad de las Naciones consiste precisamente 
en la garantía que los Estados signatarios recíprocamente se 
otorgan de respetar su integridad territorial.

Puede afirmarse que esa estipulación, la más importante 
sin duda, del pacto tiene una génesis americana. En el Congreso 
de Panamá de 1826 las Repúblicas signatarias del Tratado de 
-Unión, Liga y  Confederación Perpetua se obligaron a sostener 
•ofensiva y  defensivamente la independencia, la soberanía y  la 
integridad territorial de todas y cada una de ellas contra la do­
minación extranjera. Y  se estipuló además en aquella ocasión, 
que las fronteras de cada Estado una vez fijadas por Conven­
ción, serían puestas bajo la protección de cada uno de los Es­
tados contratantes y no se cambiarían jamás; y  en los Con­

gresos en que en diversas épocas se han reunido los países de 
la América Latina para tratar de cuestiones fundamentales de 
su existencia, siempre estuvo a la orden del día la seguridad 
territorial como medio de mantener entre ellos la unión y la 

fraternidad, que ha sido siempre suprema aspiración de su p o ­
lítica. Así se ve en el Congreso de Lima de 1847; en el Trata­
do Continental firmado en Santiago de Chile el (5 de setiembre 
de 1856 entre Perú, el Ecuador y Chile. En el Segundo Con­
greso de Lima de 1864, el Perú, el Ecuador, Chile, El Salva­
dor, Venezuela, Colombia, Bolivia y Argentina firmaron una 
alianza para defender su independencia, su soberanía y  su inte­
gridad territorial contra toda agresión ya fuese extranjera o de 
las naciones americanas entre ellas. (1 )

En época más reciente se ha reiterado y  afirmado del m odo 
más positivo la condenación que las Repúblicas americanas ha­
cen de todo acto que tienda a menoscabar los derechos territo­
riales de cada una de ellas.

En la Conferencia de Montevideo de 1933 se declaró que;

“ Los Estados contratantes consagran en definitiva com o 
norma de su conducta la obligación precisa de no reconocer 
las adquisiciones territoriales o las ventajas especiales que se 
realicen con la fuerza, ya sea que ésta consista en uso de ar­

( ! )  V . Alvnrez.— Le Droít International Americain.
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mas, en representaciones diplomáticas conminatorias o en cual­
quier otro medio de coacción efectiva. EL TERRITORIO DE 
LOS ESTADO S ES INVIOLABLE Y  NO PUEDE SER O B ­
JETO DE OCUPACIONES MILITARES NI DE O T R A S ME­
DIDAS DE FU E R ZA  IMPUESTAS POR O TR O  ESTADO 
NI DIRECTA NI INDIRECTAMENTE NI POR M O TIVO A L ­
GUNO, NI AUN DE M A N ER A  TEM PORAL” . (1 )

En el Tratado Antibélico de No Agresión y de Conciliación 
firmado en R ío de Janeiro el 10 de octubre de 1933 al cual 

adhirieron el Perú, el Ecuador, y muchas otras Repúblicas ame­
ricanas, se consigna:

“ Artículo segundo.— Declaran que entre las Altas Partes 
contratantes las cuestiones territoriales no deben resolverse por 
la violencia, y  que no reconocerán arreglo territorial alguno 
que no sea obtenido por medios pacíficos, NI LA VALIDEZ 
DE LA  OCU PACION  O ADQUISICION DE TERRITORIOS 
QUE SEA L O G R A D A  POR LA  FU ERZA DE LAS ARM AS” .

En la Conferencia Interamericana de Consolidación de la 
Paz, reunida en Buenos Aires en 1936 se pactó como una de 
las bases de la solidaridad continental, que son principios acep­
tados por la comunidad internacional americana que:

"Toda diferencia o disputa entre las naciones de América, 
cualquiera que sea su naturaleza y  su origen, será resuelta por 
la vía de la conciliación, del arbitraje amplio o de la justicia 
internacional” ; y  asimismo: “ Que ninguna adquisición hecha 
por la violencia será reconocida” . (2 )

Y  la Conferencia de Lima de 1938 proclamó:

“ Que reitera com o principio fundamental del derecho pú­
blico de Am érica que no tendrán validez ni producirán efectos 
jurídicos la ocupación ni la adquisición de territorios, ni nin­
guna otra modificación o arreglo territorial o de fronteras me­

t í )  Convención sobre Derechos y  Deberes de lo* Estados.
(2 )  Declaración de Principios sobre Solidaridad y Cooperación lnternmeri-
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diante la conquista por la fuerza, o que no sean obtenidos por 
medios pacíficos". ( I )

Todos estos antecedentes obligan a tener como uno de los 
principios más arraigados en el derecho público americano, el 
de respeto a la inviolabilidad del territorio de cada país, lo cual, 
como bien se comprende, excluye la posibilidad legal de una 
ocupación militar a cualquier título que sea.

No podría ser de otro modo; el derecho de existir y de de­
senvolverse libremente dentro de las propias fronteras es atri­
buto primordial del estado; y fuera una ilusión si. se admitiese 
que por razones de seguridad el territorio puede ser objeto de 
una ocupación que cercena su soberanía y  compromete su exis­
tencia derogando todo concepto de igualdad jurídica entre las 
naciones. La ocupación es fuerza, es violencia y contra ellas 
las Repúblicas americanas deben obrar de consuno porque está 
escrito que toda diferencia o disputa entre las Naciones de A m é­
rica, cuallquiera que sea su naturaleza y su origen debe ser re­
suelta por los medios de derecho; que la conquista territorial 
está proscrita; que ninguna adquisición hecha por la violencia 
puede ser reconocida; y que el compromiso de no reconoci­
miento constituye un deber que no puede ser eludido unilate­
ral ni colectivamente.

En tales circunstancias no puede menos de reconocerse que 
la ocupación militar que por motivos de seguridad, según se 
dice, mantiene el Perú en partes del territorio ecuatoriano, con­
traría el orden establecido como norma de conducta de las Re­
públicas de este Continente en sus relaciones recíprocas.

Por todo lo expuesto, evacuando la consulta que e! G o­
bierno del Ecuador ha tenido a bien hacernos, consideramos:

1.— La controversia sobre derechos territoriales que desde 
hace tanto tiempo mantienen el Perú y  el Ecuador, es una 
cuestión de índole esencialmente internacional que debe ser 
ventilada entre los dos Estados y resuelta al tenor de lo que es­
tablecen los convenios vigentes.

f l )  Declorocíón «obre No Reconocimiento Je Adquisiciones de Territorios 
por In Fuerza, dr )a Octava Conferencia Internacional A m ericona. Lima, diciem­
bre de 1938.
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2.— La ocupación por m edio de la fuerza deí territorio de 
una República americana, a cualquier título que sea, es contra­
ría al derecho público continental y debe procurarse poner fin, 
a la mayor brevedad, a la que Jas fuerzas armadas del Perú 
mantienen en territorio ecuatoriano.

3.— El conflicto Perú-Ecuatoriano por las proporciones que 
ha asumido, y  por haberse reagravado con la ocupación militar 
del territorio del Ecuador, debe ser y  ha sido objeto de preocu­
pación para todas las Repúblicas hermanas de este Continente 
que anhelan el restablecimiento de la paz, y  el arreglo en jus­
ticia conforme a la tradición de solidaridad americana.

4.— La ocupación del territorio consumada, cualquiera que 
sea el motivo que la origine o los fines que por medio de ella 
se persigan, no puede producir efectos jurídicos, es contraria a 
derecho, viola las convenciones y  quebranta el orden público 
continental. Dicha ocupación por lo tanto debe cesar a la ma­
yor brevedad mediante un entendimiento justiciero entre los 
dos Estados que restablezca la armonía entre ellos.

LUIS ANDERSON.

San José de Costa Rica, 15 de diciembre de 1941.
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